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El  gobierno  colombiano  tiene  un  escaso  margen  de  maniobra  al  preparar  el  Presupuesto 
General de la Nación ya que un alto porcentaje de los gastos que debe hacer cada año está 
predeterminado por un numeroso conjunto de leyes y de artículos constitucionales. En este 
trabajo se hace un diagnóstico sobre la magnitud y origen de la “inflexibilidad” presupuestal, y 
se  discuten  posibles  soluciones.  La  inflexibilidad  compromete  la  capacidad  de  los 
representantes  elegidos  para  ejecutar  sus  planes  de  gobierno,  puede  poner  en  peligro  la 
estabilidad  macroeconómica,  favorece  el  exceso  de  apropiaciones  por  parte  de  grupos  de 
interés,  dificulta  la  posibilidad  de  llevar  a  cabo  ajustes  en  situaciones  fiscales  deficitarias, 
dificulta la definición de prioridades, favorece la duplicidad de erogaciones para un mismo fin y 
le resta transparencia al proceso presupuestal. En buena medida, las inflexibilidades surgen del 
interés del legislativo de garantizar rentas específicas para determinados sectores y regiones, 
contrarrestar su falta de acceso formal al presupuesto y limitar la discrecionalidad del ejecutivo. 
Las  medidas  orientadas  hacia  la  flexibilización  aplicarían  sanos  principios  presupuestales, 
reconocidos  a  lo  largo  de  cien  años  de  historia  de  hacienda  pública  en  Colombia.  Para 
solucionar  estos  problemas,  se  sugiere  modificar  el  esquema  actual  de  asignación  de 
transferencias y rentas de destinación específica, aplicar cabalmente el principio de unidad de 
caja  en  el  presupuesto,  establecer  reglas  de  ahorro  contingente  para  algunos  fondos 
especiales,  promover  una  administración  unificada  de  la  tesorería  del  estado,  revivir  los 
denominados “auxilios parlamentarios” con el fin de hacer explícita (poner por encima de la 
mesa) la búsqueda de presupuesto por parte del legislativo, y alejarlo de la práctica de incluir 
gastos por vía de leyes, como ha sido la tradición. El presupuesto anual debe partir de un límite 
de largo plazo al endeudamiento público, y una senda de disminución prefijada. Es necesario 
que el Ministerio de Hacienda se concentre en la definición del monto de gasto coherente con 
un nivel deseado de deuda pública, y que sean el Presidente y el Consejo de Ministros los 
responsables de la asignación sectorial, en interacción con el Congreso de la República. 
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The Colombian government has limited discretionality over its budget since a high proportion of 
its yearly expenses are predetermined by a set of laws and constitutional articles. This paper 
studies the problem of “budget inflexibility,” assesses its origins and magnitude, and discusses 
possible solutions. Budget inflexibility limits the ability of elected representatives to carry over 
their policy programs, threatens macroeconomic stability, favors the capture of expenditure by 
interest groups, impedes the definition of priorities, facilitates the duplication of expenses for a 
single objective, and makes the budget process less transparent. Inflexibilities are largely due to 
the legislators’ interest of granting rents for specific regions and sectors, to limit the discretion of 
the Executive and to countervail their lack of formal access to the budget. The paper shows that 
actions  aimed  at  increasing  flexibility  would  be  aligned  with  sound  budget  principles, 
acknowledged for over a century of public finance history in Colombia. To solve these problems, 
the paper suggests modifying the current system of allocation of transfers and specific rents, 
fully  applying  the  principle  of  “Unidad  de  Caja”  (i.e.  abolishing  earmarking)  ,  establishing 
contingent  saving  rules  for  special  funds,  promoting  a  unified  administration  of  the  State’s 
treasury, reestablishing the so called “auxilios parlamentarios” (pork-barrel politics) with the aim 
of making explicit (over the table) the search of budget resources by the legislators, and thereby 
discouraging the tradition of including expenses through laws. Lastly, the annual budget must 
comply with long–term public debt sustainability and a pre-established path of debt reduction. 
An institutional reform is necessary in order to focus the Finance Ministry on the determination 
of total expenditure, coherent with driving current public debt to its sustainable level. The budget 
allocation should be the responsibility of the President and the rest of the Cabinet in interaction 
with the Parliament.  
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Entre los retos fiscales que enfrenta el gobierno colombiano, el debate 
sobre la “inflexibilidad” del presupuesto tiene particular importancia. En efecto, 
el gobierno tiene un escaso margen de maniobra al preparar el presupuesto, 
pues  un  alto  porcentaje  de  los  gastos  que  debe  hacer  cada  año  está 
predeterminado. Un numeroso conjunto de leyes y artículos constitucionales, 
determina hoy en día la manera como el gobierno debe asignar sus ingresos.  
 
Este problema compromete la capacidad de los representantes elegidos 
para  ejecutar  sus  planes  de  gobierno.  Adicionalmente,  la  inflexibilidad  del 
presupuesto puede poner en peligro la estabilidad macroeconómica, por cuanto 
dificulta los ajustes en situaciones fiscales deficitarias. La implicación directa 
hasta el presente ha sido el aumento persistente de la deuda pública, el cual 
debe revertirse en aras de la estabilidad económica. 
 
El uso del término “inflexibilidad” se puede prestar a equívocos, por lo 
cual  es  importante  definirlo.  En  el  presente  documento  se  considera  como 
“inflexible” todo componente cuya inclusión en el presupuesto no está sujeta a 
la  discreción  de  las  autoridades  de  política  en  el  corto  plazo  (una  vigencia 
fiscal). Por ejemplo, desde este punto de vista amplio, el valor de la nómina o el 
servicio  de  la  deuda  pública  son  rubros  inflexibles.  Si  bien  decisiones  de 
política sobre el reajuste salarial o el despido de funcionarios, así como los 
canjes  de  deuda,  pueden  afectar  el  monto  de  estos  rubros,  su  alcance  es 
limitado y está sujeto a considerables dificultades administrativas y políticas. No 
así, la modificación del monto de inversión anual, el cual puede ser pospuesto 
a voluntad del ejecutivo.  
 
  Dentro de esta definición “amplia” de inflexibilidades, este documento se 
concentra en un grupo de partidas presupuestales fijadas por leyes, decretos, o 
artículos  constitucionales  que  ordenan  gasto  estatal  y  que  no  son 
discrecionales del ejecutivo. En la actual práctica presupuestal esto incluye las 
denominadas “otras transferencias” y las “rentas de destinación específica”.  
 
En Colombia, el Presupuesto General de la Nación (PGN) se ha ubicado 
en niveles cercanos al 18% del PIB durante los últimos 10 años (Gráfico 1).  La 
manera como se asignó este presupuesto en la década de los noventa y en lo 
corrido de la presente década está descrita en el Gráfico 2. En el Panel A se 
presentan  los  montos  destinados  a  los  gastos  de  funcionamiento  (gastos 
generales, transferencias y gastos de personal), al servicio de la deuda, y a la 
inversión,  como  proporción  de  la  totalidad  de  los  ingresos  percibidos  por  el 
Estado.  Con  excepción  de  los  años  1991  y  1992,  los  gastos  superaron  los 
ingresos totales del Estado. De hecho, la brecha entre los dos rubros muestra 
una  tendencia  a  ampliarse  a  lo  largo  de  la  década.  El  Panel  B  muestra  la 
evolución  de  la  participación  de  la  cada  uno  de  los  componentes  del 
presupuesto. Se destaca el aumento en la participación de las transferencias 
territoriales, las pensiones y el servicio de la deuda pública.  
                                                 
1 En el proceso de elaboración de este documento, los autores se entrevistaron con los congresistas  
Gustavo Petro, Germán Vargas Lleras, Luis Fernando Velasco y Luis Guillermo Vélez para conocer su 
opinión sobre el tema de las inflexibilidades.   4 
Gráfico 1 
Total de Apropiaciones del Presupuesto General de la Nación (PGN) 
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Gráfico 2 
Composición del Presupuesto General de la Nación, 1990-2003 
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Gráfico 2 (cont.) 
Panel B 
Evolución de la participación de los gastos  






















Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
Notas: (*) Las transferencias territoriales están compuestas por: Situado Fiscal y participación de 
los municipios en los ingresos corrientes de la nación (PICN) hasta 2001, Sistema General de 
Participaciones (SGP) desde 2002. 
(**) Los ingresos totales (100%) corresponden a los ingresos corrientes y de capital del 
Gobierno. Entre los ingresos tributarios, los más importantes son los ingresos por impuesto de 
renta, bienes y servicios (IVA, gasolina), gravamen arancelario, e impuesto a las transacciones 
financieras. Los ingresos no tributarios incluyen renta de la propiedad y otros. También se 
incluyen las transferencias corrientes y los ingresos de capital. 
 
 
En términos de la distribución del PGN en sus distintos componentes, la 
característica más destacable es el aumento sostenido que se observó a lo 
largo  de  toda  la  década  en  la  participación  del  servicio  de  la  deuda,  las 
pensiones  y  las  transferencias territoriales.  Junto  con  el  rubro de  gastos de 
personal, estos componentes del presupuesto son por naturaleza inflexibles. 
Excepto en crisis excepcionales, los estados soberanos siempre honran sus 
obligaciones con sus empleados, sus pensionados y sus acreedores.  
 
La composición actual del PGN se presenta en el Cuadro 1. Como se 
puede observar en la última columna, y de manera consistente con la evolución 
presentada, los rubros inflexibles como el gasto de personal, las transferencias 
y el servicio de la deuda tienen una participación importante. Por ejemplo, el 
37% del presupuesto inflexible está compuesto por el rubro de transferencias, 
incluidas  las  transferencias  a  las  regiones  mediante  el  Sistema  General  de 
Participaciones (SGP) y otras transferencias estipuladas por la Ley.  
 
No obstante, adicional a estos rubros inflexibles, en la preparación del 
PGN en Colombia existen otros rubros cuya inclusión en el presupuesto está 
predeterminada  de  manera  estricta  por  determinaciones  constitucionales  o 
legales. En particular, según cálculos del Ministerio de Hacienda el 50% de los   6 
gastos generales y el 67% de las apropiaciones para inversión son inflexibles. 
Las inflexibilidades en las apropiaciones de inversión se derivan principalmente 
de vigencias futuras y fondos especiales. Incluso sin tener en cuenta el pago de 
la deuda pública, el PGN se encuentra casi en su totalidad (94% para el 2003) 
asignado ex ante por algún tipo de mandato.  
 
Como resultado de esta evolución de la composición del presupuesto, es 
cada  vez  más  difícil  hacer  los  ajustes  necesarios  para  sanear  las  finanzas 
públicas,  en  una  evolución  que  desde  el  año  1994  muestra  un  excedente 
permanente de gastos sobre ingresos. 
 
Cuadro 1 
Apropiaciones e Inflexibilidades 2003 
(Recursos Nación, Miles de millones de pesos) 
INFLEXIBILIDADES % INFLEXIBLE % TOTAL DE 
CONCEPTO PRESUPUESTO INFLEXIBLE
(1) (2) (3)=(2/1)
FUNCIONAMIENTO 33.221                      32.090                      97% 50%
Gastos de Personal   7.207                        7.207                        100% 11%
Gastos Generales 2.252                        1.121                        50% 2%
Transferencias 23.762                      23.762                      100% 37%
        SGP 12.901                      12.901                      100% 20%
        Pensiones 5.961                        5.961                        100% 9%
        Universidades 1.331                        1.331                        100% 2%
        Otras Transferencias 3.569                        3.569                        100% 6%
SERVICIO DE LA DEUDA 27.336                      27.336                      100% 43%
Externa 12.829                      12.829                      100% 20%
  Amortizaciones 7.839                        7.839                        100% 12%
  Intereses 4.990                        4.990                        100% 8%
Interna    14.507                      14.507                      100% 23%
  Amortizaciones 7.872                        7.872                        100% 12%
  Intereses 6.635                        6.635                        100% 10%
INVERSION 6.198                        4.176                        67% 7%
TOTAL CON DEUDA 66.755                      64.231                      96% 100%
TOTAL SIN DEUDA 39.419                      36.863                      94%
APROPIACIONES
 
          Fuente: Ministerio de Hacienda  
          Nota: La definición de inflexibilidad es propia del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
 
El porcentaje inflexible del presupuesto se ha mantenido estable durante 
los últimos años en niveles cercanos al 95% con una leve caída en el año 2002 
debido a un aumento en la flexibilidad de la inversión. El renglón con mayor 
inflexibilidad,  descontando  el  servicio  de  la  deuda,  es  el  de  gastos  de 
funcionamiento en el que se incluyen los gastos de personal, las transferencias 
y los gastos generales.  
 
Este documento distingue tres grupos de rubros dentro del conjunto de 
“inflexibilidades”.    El  primero  se  origina  en  normas  que  dictan  un  gasto  de 
obligatorio cumplimiento (inflexibilidades en el gasto), el segundo ata alguna 
fuente de ingreso y la destina por Ley a un uso específico (inflexibilidades del 
ingreso  o  Rentas  de  Destinación  Específica)  y  el  tercero  se  refiere  a  los 
recursos Parafiscales, que son recursos que perciben algunas entidades con 
un fin específico y que al no pasar por el presupuesto, no están sujetos a la 
discreción del Ejecutivo. Adicionalmente, en el documento se hace mención al 
tema de las exenciones tributarias, por cuanto se considera que estas también 
constituyen una renta cedida a particulares.  
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  Ahora bien, no se estudia el caso del SGP, con el cual se pasó de unas 
rentas de destinación específica (Situado Fiscal y Participaciones Municipales) 
a  una  inflexibilidad  del  gasto,  con  la  aprobación  del  Acto  Legislativo  02  de 
2001.  Las  razones  para  excluirlo  es  que  su  tratamiento  implica  una 
reconsideración de la descentralización, tema que desborda el objetivo de este 
documento. Tampoco se estudian las transferencias para pensiones, de nuevo 
una  inflexibilidad  de  gasto,  puesto  que  conllevaría  un  análisis  del  sistema 
pensional colombiano. El objetivo de este trabajo es discutir la posibilidad de 
una reforma de las rentas de destinación específica, los recursos parafiscales y 
otras transferencias que generan inflexibilidad en el presupuesto.  
 
En este sentido, es importante discutir los criterios normativos que se 
pueden alegar en favor o en contra de la inflexibilidad de algunos rubros del 
presupuesto. En efecto, bajo una perspectiva, las inflexibilidades en el PGN 
pueden  considerarse  deseables.  Hay  un  conjunto  de  rubros  presupuestales 
que no deben estar sujetos a vaivenes de corto plazo (p.ej. el pago de salarios 
y pensiones, el gasto en educación y salud). La adopción de leyes que generen 
inflexibilidad puede entenderse por lo tanto como un mecanismo para aislar a 
dichos rubros de la discusión anual del PGN y generar un compromiso sólido 
del Estado con dichas obligaciones.  
 
No obstante, hay diversas objeciones a este argumento para un buen 
número de inflexibilidades del PGN. En primer lugar, es factible que algunos de 
los  rubros  inflexibles  no  sean  prioritarios,  sino  que  sean  el  resultado  del 
“atrapamiento” de rentas por parte de grupos de interés. Dichas inflexibilidades 
pueden reflejar desconfianza frente a la acción futura del Estado, ante la cual 
algunos grupos, temerosos de no recibir atención del mismo, buscan atrapar 
determinadas rentas. Esta situación puede desembocar en un nivel demasiado 
elevado de inflexibilidades si cada cual intenta atrapar un “pedazo de la torta” 
sin contemplar la acción colectiva y simultánea de muchos agentes públicos y 
privados en la misma dirección. El efecto final serán niveles de impuestos o de 
deuda pública insostenibles, que pongan en juego la viabilidad de las finanzas 
públicas y el sano funcionamiento de la economía.  
 
En otras palabras, el problema de las inflexibilidades puede entenderse 
como  un  caso  particular  de  lo  que  se  conoce  como  la  “Tragedia  de  los 
Comunes”.  Dicha  tragedia  hace  referencia  a  situaciones  en  las  cuales  se 
sobre-explota un recurso de propiedad común ya que cada individuo, aunque 
percibe los beneficios de explotar dicho recurso, no enfrenta directamente los 
costos asociados con dicha explotación
2.  
 
Por otro lado, si se trata de rubros prioritarios que no deben dejarse al 
vaivén  de  los  presupuestos  anuales,  existen  situaciones  imprevistas  que 
pueden justificar el abandono de los compromisos en aras de objetivos más 
generales,  como  por  ejemplo  el  de  la  viabilidad  financiera  del  Estado. 
                                                 
2  Un  ejemplo  clásico  de  la  Tragedia  de  los  Comunes:  un  conjunto  de  pescadores  puede  capturar 
libremente los peces de un lago. Si los pescadores actúan de manera independiente y no cooperativa, 
tenderán  a  pescar  en  exceso  y  agotar  los  peces  del  lago,  pues  cada  uno  buscará  atrapar  la  mayor 
cantidad de peces antes de que otro pescador los obtenga. El resultado será un lago sobre-explotado y a 
la postre desprovisto de peces, lo que conduce al empobrecimiento colectivo.     8 
Adicionalmente, incluso en el caso de rubros prioritarios como la educación y la 
salud se puede presentar el que sean utilizados para  atrapar e inflexibilizar 
rentas.  
 
Adicionalmente,  la  gran  cantidad  de  rentas  de  destinación  específica, 
transferencias y fondos especiales genera una considerable complejidad en el 
PGN, dificulta establecer con claridad las prioridades de las políticas públicas, y 
los recursos destinados cada año a los distintos sectores de la sociedad. Aún 
más, la creación de rentas de destinación específica y transferencias inflexibles 
puede tender a generar una duplicidad en la asignación de gastos del Estado 
para un mismo fin, mientras escasean fondos para unas alternativas.  
 
En el caso colombiano, el proceso de descentralización protocolizado en 
la Constitución Política de 1991 adjudicó competencias a las regiones a la vez 
que mantuvo la destinación de apropiaciones para entidades del nivel nacional 
asociadas con responsabilidades similares. A este respecto, existe un debate 
sobre el tipo de responsabilidades y recursos que se han descentralizado y 
sobre  la  necesidad  de  eliminar  las  partidas  que  puedan  estar  duplicadas. 
Muchas de ellas pueden estar presentes en el PGN a través de este tipo de 
inflexibilidades. Además, al estar predeterminados de manera inflexible por la 
Ley,  estos  rubros  no  están  sujetos  a  un  proceso  crítico  y  periódico  de 
evaluación  y  determinación  de  prioridades,  sino  que  se  fijan  de  manera 
automática para cumplir con la normatividad. 
   
  Como  veremos  más  adelante,  el  problema  de  la  inflexibilidad  en  el 
presupuesto no ha recibido suficiente atención en la literatura académica en 
economía. El problema ha sido advertido por los economistas encargados del 
análisis  y  el  diseño  de  la  política  económica  en  el  país.  En  particular,  el 
Contralor  General  de  la  República  ha  defendido  de  manera  enfática  la 
importancia  que  tiene  atacar  este  problema  para  darle  una  solución 
permanente  a  la  crisis  fiscal  (Hernández,  2003).  Para  Hernández,  si  no  se 
corrige este problema y se acude por el contrario a medidas transitorias, en 
pocos  años  “podríamos  repetir  la  historia”.  Por  ello,  propone  “elevar  a  nivel 
constitucional  una  norma  que  permita  flexibilizar  el  gasto  público,  dada  la 
enorme cantidad de leyes, artículos de la misma Constitución, sentencias de la 
Corte Constitucional y acciones de cumplimiento del Consejo de Estado que 
decretan gasto público” (p. 62).  
 
Según  el  Contralor,  el  proyecto  de  reforma  política  en  trámite 
actualmente (segundo semestre de 2003) en el Congreso, en sus artículos 16, 
41 y 42, contiene una propuesta en este sentido. La importancia de este tipo de 
iniciativas  no  se  puede  menospreciar  por  cuanto  “existen  casi  300 
disposiciones legales que obligan al Gobierno a asignar anualmente recursos 
del  presupuesto  a  determinados  objetivos  específicos,  algunas  de  ellas  con 
más de cincuenta años de existencia” (p. 64). “Este cúmulo de normas parece 
expresar cierta prevención o temor a que el presupuesto sea el instrumento 
democrático por excelencia de amplio debate público, y de control político, para 
definir  y  hacer  efectivas  las  prioridades  del  gasto  gubernamental”  (p.  64).  
También  expresa  el  Contralor  el  punto  señalado  con  respecto  a  la 
descentralización  al  afirmar  que  “el  primer  problema  que  es  imprescindible   9 
resolver, y es de naturaleza eminentemente política, se refiere al tamaño y la 
viabilidad fiscal del Estado central que quiere y necesita el país, frente a las 
necesidades y posibilidades de profundizar el proceso de descentralización “ 
(p.  66).  De  igual  forma,  se  refiere  al  problema  del  “atrapamiento”  del 
presupuesto por parte de ciertos grupos cuando, al referirse a la inflexibilidad 
en el presupuesto de inversión, señala que “se convierte en inflexible cuando 
estos proyectos no corresponden a una prioridad en el gasto público, sino a la 
capacidad de sus gestores para comprometer recursos futuros” (p. 67).  
 
Por  todo  lo  anterior,  Hernández  resalta  la  importancia  de  llegar  a  un 
pacto político que permita definir las prioridades en el gasto público, distribuir 
las  responsabilidades  del  nivel  central  y  el  descentralizado,  y  otorgarle  al 
gobierno  la  posibilidad  de  flexibilizar  el  gasto  público  para  que,  con  el 
Congreso, pueda establecer las prioridades sociales del país en lugar de estar 
atado a disposiciones legales que restringen las decisiones de política.  
 
Otro analista nacional que ha llamado la atención sobre el problema de 
la inflexibilidad del presupuesto es Juan Camilo Restrepo. En agosto de este 
año se refirió al problema señalando que como consecuencia del “muy escaso 
margen de maniobra en el momento de preparar la ley anual del presupuesto”, 
el  gobierno  se  ha  convertido  en  “mero  notario”,  al  incluir  como  gastos  “no 
necesariamente aquellos que considera como los más prioritarios, sino los que 
de antemano hayan sido predefinidos por normas anteriores. Todo esto, por 
supuesto,  resulta  inconveniente  y  dificulta  el  buen  manejo  de  las  finanzas 
públicas”.  Según  Restrepo,  la  solución  al  problema  consiste  en  derogar  las 
leyes que introducen inflexibilidades. Adicionalmente, advierte que la propuesta 
del gobierno, en el proyecto de Acto Legislativo radicado el 20 de julio del 2003, 
va “por otro lado” al buscar que la ley anual de presupuesto pueda "modificar 
y/o reorientar rentas cedidas o asignadas y modificar leyes que decreten gasto 
público".  Esta  modificación,  añade,  abre  un  “boquete”  para  que  el  gobierno 
pierda el poco control que le queda en la orientación del presupuesto. Por esto 
insiste en “no volver a abrir la peligrosa tronera -que afortunadamente se cerró 
con la reforma de 1945- para que el Congreso pueda decretar o modificar leyes 
de gastos públicos al discutir la ley anual del presupuesto”.  
   
Desde  el  Banco  Mundial,  también  se  ha  señalado  la  importancia  de 
resolver  el  problema  de  las  inflexibilidades  del  presupuesto  en  Colombia. 
Sanguinés  y  Fernández  (2003)  señalan  que  las  inflexibilidades  se  han 
convertido  en un mecanismo  para burlar  el  proceso ordinario  de  asignación 
presupuestal,  de  modo  que  algunos  grupos,  en  lugar  de  participar  en  los 
debates sobre el presupuesto, han logrado obtener asignaciones permanentes 
que escapan al poder discrecional de las autoridades. Aunque estos autores 
reconocen que la Ley de Responsabilidad Fiscal que se aprobó en el Congreso 
el  9  de  julio  de  2003  toca  algunos  elementos  relacionados  con  este  tema, 
señalan  que  es  preciso  crear  mecanismos  claros  que  permitan  reducir  o 
restringir legalmente los gastos correspondientes a derechos adquiridos. Para 
ello, enfatizan que una condición necesaria es hacer comprender a la sociedad 
civil la importancia del tema, en aras de lograr el consenso político necesario 
para adelantar las reformas requeridas.  
   10 
  El presente documento está organizado de la siguiente manera. En la 
segunda sección se discuten, a la luz de la literatura económica sobre el tema, 
las  posibles  justificaciones  y  consecuencias  de  las  inflexibilidades  del 
presupuesto. Posteriormente, mediante una  reseña histórica apoyada  en  las 
memorias de los Ministros de Hacienda desde comienzos del siglo pasado, se 
muestra que este problema no es nuevo. Por el contrario, son numerosas las 
referencias al mismo a lo largo del siglo pasado y las estrategias que han sido 
discutidas  en  diversos  momentos  para  su  solución.  En  la  cuarta  sección, 
apoyados en la revisión de las secciones precedentes, se analizan las cifras 
más importantes sobre las inflexibilidades del PGN en Colombia. En la quinta 
sección se presentan algunas recomendaciones de reforma y la última sección 
concluye con algunas reflexiones sobre el verdadero pacto fiscal que requiere 
la nación para equilibrar sus finanzas.   
 
II.  Una revisión de la literatura 
 
Resulta  llamativo  el  hecho  de  que  el  tema  de  las  inflexibilidades  del 
presupuesto no haya sido suficientemente estudiado por los economistas. No 
obstante,  es  posible  extraer  de  la  teoría  económica  algunos  elementos  que 
permiten  entender  las  razones  que  dan  origen  a  la  presencia  de  este 
fenómeno, así como los argumentos teóricos que justifican su mantenimiento o 
eliminación. En particular, la rama de la economía conocida como la “Nueva 
Economía Política”, al estudiar los determinantes políticos de las instituciones 
económicas, arroja algunas luces sobre el fenómeno de las inflexibilidades. En 
esta sección se hace una revisión de esta literatura y se comentan algunos 
trabajos sobre el caso colombiano.  
 
Inicialmente, nos ocupamos de un grupo de trabajos que examina los 
determinantes políticos de la política fiscal. La conclusión que puede extraerse 
es que el problema de las inflexibilidades, como el problema del presupuesto 
en general, es en esencia un problema político. Adicionalmente, los conflictos 
políticos llevan con frecuencia a la adopción de políticas o instituciones que 
resultan “ineficientes” desde un punto de vista económico. Con base en esta 
discusión pueden entenderse algunas de las razones que llevan, en equilibrio, 
a un número excesivo de inflexibilidades.  
 
En este sentido, la recomendación de política más acertada, más que 
eliminar en el presente algunos rubros, que probablemente reaparecerán más 
tarde, es modificar las instituciones con el fin de que el campo de acción para 
generar inflexibilidades se reduzca. No obstante, desde un punto de vista es 
posible  argumentar  que  la  presencia  en  el  presupuesto  de  ciertos  rubros 
inflexibles cumple una labor deseable, al aislar ciertas erogaciones importantes 
del  vaivén  fiscal  y  político.  La  validez  de  este  argumento  es  examinada  y 
criticada  en  la  segunda  parte  de  esta  sección,  al  discutir  el  tema  de  la 
“inconsistencia temporal” en la política económica. Finalmente, la tercera parte 
de  esta  sección  analiza  algunos  trabajos  sobre  el  proceso  presupuestal 
colombiano. 
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A. Los modelos políticos de determinación de la política fiscal
3 
 
La literatura sobre el origen político de la política fiscal es vieja, pero 
actualmente  hay  un  renovado  interés  por  parte  de  los  economistas  por 
incorporar las variables políticas en la explicación de la política fiscal. Dicho 
interés ha estado motivado en buena parte por el hecho de que las teorías 
estrictamente económicas acerca de la manera como debería comportarse la 
política económica no parecen ajustarse a la realidad. Esto no sorprende, en 
tanto  estas  teorías  “normativas”  se  construyen  sobre  el  supuesto  de  que  el 
propósito de los encargados de tomar las decisiones de política es lograr el 
bienestar social. No obstante, en la práctica estas decisiones resultan de la 
interacción entre diversos grupos de la sociedad con intereses distintos. Los 
modelos  políticos  de  la  determinación  de  la  política  económica  incorporan 
explícitamente el papel de dichos grupos para hallar la solución de equilibrio 
que contemple el resultado de dicha intersección, así como las implicaciones 
sobre  las  políticas  resultantes.  Así,  un  aporte  importante  de  este  enfoque 
consiste  en  examinar  el  papel  que  pueden  tener  los  diversos  entornos 
institucionales o “reglas del juego” en la definición del equilibrio. 
 
Como señalamos atrás, la nueva economía política no ha estudiado en 
detalle el problema de las inflexibilidades como tal. No obstante, es útil revisar 
algunos de los trabajos políticos sobre la determinación de la deuda pública. En 
efecto, las obligaciones que adquiere el gobierno con sus ciudadanos, pueden 
entenderse  como  una  deuda  pública.  Ahora  bien,  las  teorías  puramente 
económicas  de  la  deuda  pública  dan  poco  sustento  a  la  existencia  de 
inflexibilidades que superen el presupuesto de ingresos. Tal es el caso de la 
“teoría de suavización tributaria” que plantea que los gobiernos sólo deberían 
acumular deuda pública en períodos de recesión o guerra con el fin de repartir 
a  lo  largo  del  tiempo  los  costos  de  la  tributación,  pero  no  para  gastos 
recurrentes.  
 
Como lo documentan Roubini y Sachs (1989) y Alesina, Roubini y Cohen 
(1992), la experiencia de algunos países miembros de la OCDE en las últimas 
décadas no parece ajustarse a esta teoría que plantea que la deuda pública 
debe  cumplir  el  papel  de  “amortiguador”  ante  los  choques  inesperados  (de 
gasto o ingreso) en la economía
4. Por el contrario, se observa una tendencia 
hacia la acumulación de deuda pública aún en períodos de paz y crecimiento 
para  las  economías  de  la  OCDE  (Alesina  y  Perotti,  1994).  Los  países  en 
desarrollo  no  se  han  quedado  atrás  en  esta  tendencia  de  acumulación  de 
deuda pública (Tornell y Velasco, 1995; Larraín y Selowski, 1991). Entre tanto, 
diversos trabajos empíricos han encontrado que las variables políticas juegan 
un  papel  fundamental  en  la  determinación  de  la  deuda  pública  (ver,  por 
ejemplo, Roubini y Sachs (1989) para los países industrializados y Edwards y 
Tabellini (1991) y  Roubini (1991) para los países en desarrollo).  
 
                                                 
3 Hemos dividido la discusión entre los argumentos de inconsistencia temporal y los modelos políticos por 
conveniencia analítica, pues en realidad, y como sugiere Drazen (2000), el problema de inconsistencia 
temporal es también en lo fundamental un problema político. 
4 Barro (1996) muestra que en el caso de los Estados Unidos la teoría sí parece ajustarse razonablemente 
bien, en tanto que Bizer y Durlauf (1990) presentan evidencia contraria que sugiere que las variables 
políticas son determinantes para este caso.   12 
Por todos estos motivos, vale la pena revisar las teorías políticas sobre 
la acumulación de deuda pública al interior de las cuales podamos enmarcar 
los móviles político-económicos de deudas recurrentes e inflexibles asignadas 
al estado. Dichas teorías son clasificadas por Alesina y Perotti (1994) en las 
siguientes categorías: 
 
1.  Las teorías de “ilusión fiscal”   
 
Estas  teorías,  presentadas  por  la  escuela  de  “Escogencia  Colectiva” 
(Collective Choice, Buchanan y Wagner, 1977) parten de dos supuestos claves: 
primero,  que  los formuladores de  política  quieren  ser  reelegidos y  para  ello 
utilizan herramientas de política económica para mejorar el desempeño de la 
economía antes de las elecciones, incurriendo en déficit fiscales; segundo, el 
sector privado no internaliza del todo el presupuesto del sector público y por 
ende  cree  que,  de  hecho,  la    emisión  de  deuda  ocasiona  una  expansión 
económica.  Si  adicionalmente  los  déficit  creados  son  difíciles  de  corregir 
después de las elecciones, esta teoría podría explicar el “sesgo político” hacia 
la  acumulación  de  deuda  que  parece  observarse  en  muchos  países.  Una 
versión de esta teoría puede explicar las inflexibilidades, si los votantes juzgan 
el  desempeño  de  los  políticos  en  las  regiones  por  la  cantidad  de  bienes  y 
servicios públicos que estos les agencien en el presupuesto permanentemente. 
Sin embargo, esta no sería una buena teoría para la explicación de diferencias 
en  la  acumulación  de  deuda  entre  países,  pues  tales  diferencias  estarían 
fundadas en la mayor habilidad en unos países que en otros del sector privado 
a internalizar o no el presupuesto público.   
 
2.  La deuda como una variable estratégica  
 
Cuando  existe  polarización  política  y  elecciones  que  se  repiten 
periódicamente,  la  deuda  se  puede  convertir  en  una  variable  estratégica  en 
tanto  el  gobierno  vigente  no  comparta  las preferencias  de  sus  contendores, 
quienes  pueden  convertirse  en  los  próximos  dirigentes  (Alesina  y  Tabellini, 
1990).    La  deuda  pública  no  sólo  permite  al  gobierno  vigente  gastar  más 
recursos en el tipo de gasto que más prefiere (un tipo de gobierno preferirá más 
mantequilla, y otro más cañones) sino que el servicio de la deuda limita los 
recursos  disponibles  en  el  futuro  para  el  partido  oponente,  en  caso  de  que 
salga elegido. Esta teoría puede explicar el sesgo político hacia la acumulación 
de deuda en cada período y adicionalmente predice que la acumulación de 
deuda  será  mayor  en  los  países  con  mayor  grado  de  polarización  política, 
donde es más factible perder el poder ante un contrincante con preferencias 
distintas o incluso opuestas a las del partido vigente. 
 
Esta teoría también puede explicar algunas de las motivaciones detrás de la 
generación  de  inflexibilidades  en  el  presupuesto  público.  En  efecto,  dichas 
inflexibilidades pueden entenderse como una variable estratégica, utilizada por 
cada  gobierno,  o  bien  por  distintos  grupos  de  presión,  para  asegurar  la 
continuidad de ciertos recursos que podrían verse amenazados ante el cambio 
de poder político. Como una hipótesis adicional, podríamos sugerir a partir de 
estas  ideas  que  el  aumento  en  el  número  de  inflexibilidades  a  partir  de  la 
década de los noventa, documentada en la sección IV, puede reflejar en parte   13 
el  mayor  grado  de  participación  y  polarización  política  que  surgió  en  esta 
época. En efecto, se puede argumentar que los noventas ha sido una década 
particularmente  marcada  por  posiciones  ideológicas  como 
apertura/neoliberalismo  vs.  socialdemocracia,  y  por  fracturas  políticas 
samperistas  vs.  gaviristas.  En  particular  las  concesiones  de  gasto  de  la 
constitución política y del gobierno Samper, pueden enmarcarse dentro de esta 
visión  teórica.    Dicha  modificación  en  el  panorama  político,  al  elevar  la 
incertidumbre  con  respecto  a  la  continuidad  en  el  poder  de  los  diferentes 
grupos  políticos,  pudo  haber  aumentado  la  importancia  de  utilizar 
estratégicamente ciertas variables de compromiso en la política fiscal, como la 
deuda pública y la creación de leyes que generan inflexibilidad. 
 
3.  Los conflictos intergeneracionales  
 
Según  esta  teoría,  la  acumulación  de  deuda  en  el  presente  genera 
impuestos para votantes que aún no han nacido o no han entrado a la vida 
laboral o empresarial y que por lo tanto no están representados en el proceso 
político.  Esta  desigualdad  en  la  representación  política  de  generaciones 
presentes y futuras provoca un sesgo hacia la acumulación de deuda pública 
en  la  medida  en  la  que  las  generaciones  actuales  procuren  transferir  a 
generaciones futuras los costos de un elevado nivel de gasto público.  
 
Cuando  los  países  experimentan  cambios  importantes  en  sus  patrones 
demográficos, pueden resultar excesivamente endeudados por cuenta de los 
logros de ciertas generaciones. Por ejemplo, el aumento en la expectativa de 
vida  en  el  caso  colombiano  puede  haber  causado  una  presión  sobre  el 
gobierno al elevar la deuda pensional. Una de las tareas que a los ojos de 
muchos debe emprender el gobierno para atacar su problema fiscal es reducir 
el pasivo pensional, en particular en aquellos casos en los cuales los beneficios 
de unos pocos resultan “generacionalmente” inequitativos.  
 
Una  evolución  institucional  que  promovería  la  aparición  de  este  tipo  de 
“irresponsabilidad generacional” sería la aparición de un sistema pensional en 
un  país.  Si  esta  “tecnología”  de  apropiación  de  rentas  de  las  generaciones 
futuras apareciese en un momento dado, la primera generación podría tener un 
incentivo  a  sobreexplotarla,  contribuyendo  poco  y  asignándose  generosos 
beneficios.  Esta  parece  una  descripción  apropiada  para  lo  que  hicieron  las 
generaciones  de  trabajadores  (especialmente  del  sector  público)  en  las 
décadas de los cincuenta a los ochenta, con el sistema pensional de prima 
media en Colombia.  
 
Algunos  de  los  regímenes  especiales  de  pensiones  se  reflejan  en  el 
presupuesto  de  la  nación  en  forma  de  inflexibilidades,  mediante  las  cuales 
algunas generaciones lograron asegurar para sí una tajada del mismo. Como 
se muestra en Echeverry (2002a, 2002b), el aumento de la deuda pública en 
Colombia desde inicios de los noventa está explicado en parte por el hecho de 
que  “durante  décadas  se  había  acumulado  una  deuda  pensional  que  dos 
generaciones hicieron firmar a sus hijos y nietos, en su ausencia claro está, 
confiados en que les pagarían esos compromisos cuando llegaran a la edad de 
pensionarse” (p. 151). El problema de esta acumulación de deuda, y en general   14 
el problema de las finanzas públicas, “no radica en que alguien esté gastando 
por gusto o irresponsabilidad. Más bien, que alguien está sometido a honrar 
unos contratos onerosísimos, que con frecuencia favorecen a unos pocos [y 
muchos de los cuales] han sido consignados en la Constitución” (p. 157). El 
hecho de que estos compromisos inflexibles resultan excesivos se constata al 
comparar  la  deuda  pensional  colombiana  con  la  deuda  social—el  dinero 
necesario para cubrir las necesidades básicas insatisfechas de la totalidad de 
la nación.  Mientras que según cálculos del DNP esta última asciende a 67% 
del PIB
5, la deuda pensional colombiana constituye cerca del 200% del PIB. 
 
4.  Conflictos distributivos (intrageneracionales) y “guerras de espera” 
    
Según  esta  línea  de  investigación,  los  conflictos  distributivos  entre 
individuos pueden postergar la adopción de medidas difíciles de ajuste fiscal. 
Los individuos privilegian la adopción de deuda pública sobre las medidas de 
austeridad fiscal, pues cada uno busca pagar el menor precio por el ajuste. En 
otras palabras, aún cuando para toda la sociedad es claro que es necesario 
acudir a la austeridad y que los niveles de deuda pública resultan insostenibles, 
el ajuste se posterga pues nadie está dispuesto a renunciar a los beneficios 
que percibe como consecuencia del gasto público ni a asumir los costos de 
tener  que  pagar  mayores  impuestos.  En  este  escenario,  la  acumulación  de 
déficit  es  el  resultado  de  una  “guerra  de  espera”  entre  distintos  grupos  de 
interés que intentan que sean otros quienes carguen con el peso del ajuste 
fiscal (Alesina y Drazen, 1991).  Nadie quiere ser el primero en “soltar” sus 
rentas, y no hay disponibles mecanismos o instituciones de coordinación que 
posibiliten una reducción simultánea.  
 
Al  considerar  esta  teoría  en  conjunto  con  el  tema  de  las  inflexibilidades 
surgen  algunas  ideas  interesantes.  En  efecto,  las  inflexibilidades  del 
presupuesto  pueden  entenderse  como  un  mecanismo  formal  de  protección 
contra estas guerras de espera: los grupos que han logrado asegurar ciertos 
recursos de manera inflexible no corren el riesgo de ser los “perdedores” que 
deban  cargar  con  el  peso  del  apretón  en  momentos  de  ajuste  fiscal. 
Adicionalmente, esta teoría también coincide con la literatura sobre la deuda 
como  una  variable  estratégica  en  su  predicción  de  que  la  acumulación  de 
deuda  será  mayor  en  los  países  con  mayor  grado  de  polarización  política, 
donde la guerra de espera será más despiadada. En este escenario, se vuelve 
más importante para los grupos adquirir mecanismos de protección frente a 
esas eventualidades.  
 
Finalmente,  esta  teoría  sugiere  que  la  eliminación  de  las  inflexibilidades 
requiere de un pacto político bajo el cual se llegue a un acuerdo sobre cómo y 
cuándo  se  deben  repartir  los  costos  del  ajuste  fiscal.  En  el  caso  de  las 
inflexibilidades, el paso previo para dicho acuerdo es convencer a los grupos 
sociales de la importancia de eliminarlas en aras de lograr la viabilidad fiscal de 
la nación.   
                                                 
5 La “deuda social” es definida como el costo financiero de cubrir el 100% de la población con servicios 
como aseguramiento básico de salud, acueducto y alcantarillado, vivienda, energía eléctrica, buen estado 
de  las  vías,  educación  primaria  y  secundaria  universal,  duplicamiento  de  cobertura  de  la  educación 
superior y trato digno a los presos en las cárceles con facilidades de rehabilitación.   15 
 
5.  Tragedia de los comunes 
 
Estas teorías buscan explicar el sesgo político hacia acumular deuda como 
la  consecuencia  de  que  los  recursos  que  se  extraen  para  satisfacer  las 
demandas de las regiones o grupos representados políticamente hacen parte 
de una “piscina común” (Weingast, Shepsle, Johnsen, 1991). Este es un caso 
particular de la “Tragedia de los Comunes” donde cada grupo se preocupa por 
conseguir  la  mayor  cantidad  de  recursos  sin  pensar  las  consecuencias  que 
esto tendrá en el agregado. Las diferencias entre países se explican, según 
este conjunto de teorías, de acuerdo con el tipo de instituciones que rigen la 
manera como el gasto público es determinado, y en su capacidad para evitar el 
sesgo hacia un excesivo nivel de gasto y déficit. 
 
Este  tipo  de  argumento  no  tiene  por  qué  limitarse  a  los  intereses 
geográficos ni a la deuda pública. En efecto, para cualquier grupo de individuos 
con intereses dispersos con acceso a un recurso de propiedad colectiva se 
puede presentar una tragedia de los comunes: el recurso común es “sobre-
explotado” pues cada individuo intenta apropiarse de una “tajada del ponqué” 
sin contemplar los costos de financiación del mismo.  
 
Velasco  (1997)  desarrolla  un  modelo  en  esta  dirección  para  explicar  el 
fenómeno de la acumulación excesiva de deuda pública. Las intuiciones allí 
desarrolladas  sirven  para  generar  algunas  hipótesis  con  respecto  a  la 
acumulación  excesiva  de  obligaciones  inflexibles  en  el  presupuesto.  En  su 
trabajo, Velasco presenta un modelo en el cual existe un conjunto de grupos de 
interés,  cada  uno  de  los  cuales  se  beneficia  de  un  tipo  particular  de  gasto 
público. Cada grupo de interés puede influir en la decisión de las autoridades 
de política con respecto a la asignación del gasto a partir de un conjunto de 
recursos  públicos  que  son  de  “propiedad  común”.  Esto  presupone  una 
debilidad del gobierno, en la medida en que es posible influir en sus decisiones 
de  gasto.  Si  extrapolamos  este  modelo  para  entender  la  creación  de  las 
inflexibilidades  del  presupuesto,  las  predicciones  de  Velasco  resultan 
interesantes. En primer lugar, el nivel de inflexibilidades es superior al óptimo, 
pues  mientras  los  beneficios  son  percibidos  casi  exclusivamente  por  cada 
grupo, los costos de su financiación se reparten entre todos los individuos de la 
sociedad. En segundo lugar, las inflexibilidades son muy elevadas inicialmente, 
pero  eventualmente,  al  atentar  con  la  restricción  presupuestal  del  gobierno, 
estas deben eliminarse y los distintos grupos deben pagar más impuestos.  
 
La  eliminación  de  estos  problemas,  como  la  eliminación  de  cualquier 
tragedia  de  los  comunes,  consiste  en  crear  instituciones  que  no  tengan  el 
incentivo a sobre-explotación del recurso en cuestión o en diseñar mecanismos 
que permitan internalizar en cada uno de los grupos los costos de la provisión 
de recursos. Un ejemplo de delegación de un recurso común a una institución, 
con el fin de contrarrestar la tragedia de los comunes, es el caso del manejo de 
las  reservas  internacionales  de  un  país  por  parte  de  un  banco  central 
independiente.  El  esquema  de  asignación  de  recursos  del  presupuesto  que 
proponemos en la sección V pretende internalizar en cada uno de los grupos 
involucrados los costos de provisión del recurso común.   16 
6.  Instituciones presupuestales 
 
A las anteriores teorías políticas de la política fiscal, se suma un conjunto de 
trabajos que han tratado de evaluar explícitamente el papel que cumplen las 
instituciones  presupuestales  en  los  distintos  países  para  explicar  su 
desempeño fiscal. El énfasis, más que en aspectos puntuales como el de las 
inflexibilidades, ha sido en la influencia que sobre el resultado fiscal agregado 
(medido, por ejemplo, por el déficit) tienen características institucionales como 
el  tipo  de  sistema  electoral,  la  estructura  partidista,  la  fragmentación  del 
gobierno, y la polarización política (Alesina y Perotti, 1996).  
 
En suma, si bien hace falta en la literatura mayor investigación comparada 
acerca de la influencia de las instituciones políticas sobre aspectos como el 
grado  de  inflexibilidad  en  el  presupuesto  público,  la  literatura  existente  de 
economía política arroja interesantes ángulos de análisis.  
 
B. El problema de inconsistencia temporal 
 
Hasta el momento, esta revisión de la literatura parece sugerir que las 
inflexibilidades son más un problema que una solución. No obstante, vale la 
pena preguntarse si existe alguna justificación teórica para su existencia. Un 
debate académico que puede arrojar luces con respecto a este tema se ha 
venido dando en la profesión económica con respecto a la conveniencia de las 
reglas  versus  la  discreción  en  la  política  económica.  Este  debate  está 
íntimamente  ligado  a  un  concepto  en  economía  conocido  como  la 
inconsistencia dinámica o inconsistencia temporal
6. 
 
Un ejemplo de inconsistencia frecuentemente señalado que puede ser 
pertinente para nuestros propósitos tiene que ver con el incentivo que tiene un 
gobierno a no pagar su deuda o el que tiene uno que emite deuda pública en 
términos nominales a generar inflación para reducir el valor real de la misma. 
Ex  ante  esta  política  es  subóptima  ya  que,  de  ser  anticipada  por  el  sector 
privado, elevaría el costo de endeudarse, pues los acreedores exigirían una 
tasa  de  interés  más  alta  que  incorpore  el  riesgo  de  no  pago.  No  obstante, 
llegado el momento del pago existe un incentivo a repudiar la deuda pues así 
se evita cobrar impuestos que generan un costo para el sector privado.  
 
Quizás la solución más obvia al problema de inconsistencia temporal es 
la  renuncia  a  la  discreción,  mediante  la  adopción  de  reglas  rígidas  para  la 
elaboración  de  la  política  económica.  Dentro  de  este  contexto  las 
inflexibilidades  se  entenderían  como  una  respuesta  óptima  al  incentivo  que 
                                                 
6 En economía, el ejemplo clásico es el de la inconsistencia en la política monetaria en el espíritu de 
Kydland y Prescott (1977) y Barro y Gordon (1983), pero hay muchos casos adicionales. El caso del 
impuesto al capital, por ejemplo, es frecuentemente citado. Este tipo de modelos se han destacado en la 
literatura porque explican algunas diferencias en los resultados económicos entre países a la vez que 
intentan formular soluciones para el problema de la inconsistencia. Por ejemplo, una predicción para el 
caso del impuesto al capital es que aquellos países que tienen instituciones débiles (que no impiden que 
el gobierno se apropie de las rentas del sector privado) tendrán necesariamente una tasa de inversión 
menor  a  la  de  aquellos  en  los  cuales  el  gobierno  se  puede  comprometer  con  su  política  tributaria. 
Igualmente,  los  países  con  una  tasa  de  inflación  más  elevada  suelen  contar  con  mecanismos  de 
compromiso  muy  pobres  por  parte  de  su  autoridad  monetaria,  de  modo  que  esta  intenta  explotar  la 
relación entre desempleo e inflación.   17 
tendrá  el  ejecutivo  en  el  futuro  de  renegar  determinadas  obligaciones.  El 
principio que las gobierna es entonces la desconfianza. 
 
A pesar de la aparente conveniencia de este tipo de solución, existen 
muchos  interrogantes  que  deben  resolverse  a  la  hora  de  hablar  de  su 
implementación práctica. En particular, ¿Qué costos tiene comprometerse de 
antemano a cierta política? ¿Qué hace que se cumpla el compromiso?  
 
Un primer elemento importante al hablar de la adopción de reglas es el 
hecho de que, si bien puede solucionar el problema de inconsistencia temporal 
y  de  esta  manera  mejorar  el  bienestar  de  la  sociedad,  en  un  modelo  más 
completo  de  la  realidad  en  el  cual  existen  choques  imprevistos,  contar  con 
cierta  flexibilidad    o  discreción  para  modificar  las  acciones  a  las  que  las 
autoridades se han comprometido en el pasado puede resultar óptimo. Una 
posible respuesta ante este problema es crear reglas contingentes: es decir, 
pre-comprometerse  a  un  curso  de  acción  para  cada  posible  estado  de  la 
naturaleza.  Sin  embargo,  esto  tiene  diversas  complicaciones  prácticas.  La 
primera  es  que  no  todos  los  posibles  estados  de  la  naturaleza  pueden  ser 
previstos de antemano, de modo que en la realidad una regla completa de este 
estilo es virtualmente imposible. En segundo lugar, está el problema de cómo 
verificar si los choques en realidad se han producido. Si existe por ejemplo una 
cierta ventaja de parte de las autoridades de política para conocer el estado de 
la  naturaleza  (v.  gr.  cuándo  la  economía  entra  en  recesión),  estas  pueden 
verse tentadas a utilizarla para comportarse de manera inconsistente. 
 
Son  diversas  las  soluciones  que  se  han  propuesto  para  este  tipo  de 
problemas. Una de ellas es la creación de cláusulas de escape mediante las 
cuales  las  autoridades  de  política  pueden  acudir  a  la  discreción  si  algo 
extraordinario e imprevisto ocurre; o si la única alternativa de política, aunque 
previsible, es indeseable (p. ej. un incremento en el nivel de endeudamiento). 
Para evitar que dichas cláusulas sean utilizadas de manera oportunista por las 
autoridades, se les puede es obligar a pagar un costo fijo para utilizarlas.  
 
Un  ejemplo  de  cláusulas  de  escape  es  la  existencia  de  estados 
excepcionales como los Estados de Emergencia o los Estados de Sitio, durante 
los cuales se permite la adopción de ciertas medidas que son prohibidas en 
circunstancias “normales”.  El costo que deben pagar los gobiernos para acudir 
a dichas cláusulas de escape puede ser, por ejemplo, un cierto trámite en el 
Congreso. No obstante, la operación práctica de estas reglas no siempre es 
sencilla. En efecto, a medida que las reglas se vuelven más complejas es más 
fácil que se presten a la interpretación, y se abuse de las cláusulas de escape. 
Si un gobierno puede declarar el Estado de Sitio con relativa facilidad, y expedir 
decretos y tomar medidas amparado por las facultades que dicha condición 
otorga, las reglas que intentan restringir la  discreción de los encargados de 
política se vuelven inoperantes. Es por esto que en el diseño de reglas con 
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La interpretación de las inflexibilidades a la luz del problema de inconsistencia 
 
  Existen múltiples aplicaciones del debate de reglas vs. discreción a la 
esfera de la política fiscal. Algunas de estas, como las referentes al pago de la 
deuda  pública  o  el  cobro  de  impuestos,  fueron  mencionadas  arriba.  No 
obstante,  en  términos  de  los  beneficios  de  la  discrecionalidad  de  las 
autoridades  encargadas  de  la  política  fiscal  vis-a-vis  las  ventajas  de  la 
adopción  de  reglas  automáticas,  la  literatura  se  ha  concentrado  en  la 
conveniencia o no de que la política fiscal cumpla un papel contracíclico activo 
en la economía. En general, el mensaje que se desprende de esta literatura 
resalta  la  inconveniencia  de  utilizar  la  política  fiscal  de  manera  discrecional 
para estabilizar el producto (p.ej.  Auerbach, 2002; Fatás y Mihov, 2003; Taylor, 
2000; Wyplosz, 2002) excepto en casos muy excepcionales (p. ej. Feldstein, 
2002).  
 
La  política  fiscal  cumple  objetivos  adicionales  a  la  estabilización 
macroeconómica.  La  política  fiscal  no  solamente  puede  influir  de  manera 
determinante  en  la  asignación  de  recursos  en  el  largo  plazo,  sino  que  la 
asignación  de  recursos  del  sector  público  debería  idealmente  reflejar  las 
prioridades de la sociedad. En alguna medida, dichas prioridades han de ser 
determinadas en una democracia por los representantes elegidos en las urnas, 
por lo que esta puede ser una justificación adicional a favor de la discreción.   
 
Otro caso de inconsistencia temporal sería el del ahorro para pensiones. 
Los gobiernos pueden tener una mayor “impaciencia” que la sociedad, pues 
piensan en su período de gobierno mientras que los individuos de la sociedad 
tienen un horizonte de planeación más prolongado que contemple todo su ciclo 
vital. Por ende, existen ciertos rubros de vital importancia para la sociedad, que 
no  deben  estar  sujetos  a  la  discreción  de  los  encargados  de  la  política 
económica. La adopción de leyes que generen inflexibilidad puede entenderse 
por lo tanto como un mecanismo para aislar a dichos rubros del problema de 
inconsistencia.  
 
  Si el anterior argumento es válido, las inflexibilidades del presupuesto 
podrían  considerarse  óptimas.  Sin  embargo,  existen  algunas  objeciones.  En 
primer lugar, es factible que algunos de los rubros inflexibles no sean del tipo 
prioritario  descrito  arriba,  sino  que  sean  el  resultado  del  “atrapamiento”  del 
presupuesto  público  por  parte  de  grupos  de  interés.  Adicionalmente,  dichas 
inflexibilidades  pueden  reflejar  desconfianza  del  Estado,  mediante  la  cual 
algunos  grupos  temerosos  de no  recibir  atención del  mismo buscan  atrapar 
ciertas rentas, en un caso típico de tragedia de los comunes.  
 
Por otro lado, aún si se trata de rubros prioritarios que no deben dejarse 
al  vaivén  político,  existen  situaciones  imprevistas  que  pueden  justificar  el 
abandono de una regla, como lo argumenta la literatura de las “cláusulas de 
escape”. Este último punto es el que motiva nuestra discusión de la posibilidad 
de un ahorro contingente que presentamos en la sección V.   
 
Para terminar, y como lo señala alguna literatura reciente sobre el tema 
(ver  por  ejemplo  Neut  y  Velasco,  2003),  la  adopción  de  reglas  no   19 
necesariamente elimina el problema de inconsistencia temporal y, de hecho, 
puede exacerbarlo cuando las promesas o reglas adoptadas son demasiado 
fuertes y se presentan choques inesperados que hacen imposible cumplirlas. 
Por  motivos  políticos,  existen  razones  para  sospechar  que  la  cantidad  de 
inflexibilidades  del  presupuesto  público,  o  las  reglas  o  promesas  que  se 
adoptan en el presupuesto, son excesivas.  
   
En síntesis, este conjunto de trabajos teóricos aporta elementos analíticos 
interesantes  para  comprender  el  problema  de  las  inflexibilidades.  Aunque  a 
primera vista se podría pensar en las inflexibilidades del presupuesto como un 
mecanismo óptimo para resolver el problema de inconsistencia temporal, son 
varias las razones para dudar de dicha interpretación.   
 
C. Algunos trabajos para Colombia 
 
Como en el caso de la literatura internacional, los trabajos que se han 
ocupado del caso colombiano han hecho poco énfasis en el problema de las 
inflexibilidades  del  gasto  público.  No  obstante,  algunos  han  examinado  el 
efecto  que  sobre  el  desempeño  fiscal  tienen  las  características  del  proceso 
presupuestal  colombiano.  En  esta  sección  se  reseñan  algunos  de  estos 
trabajos.  
 
  En  un  trabajo  empírico  para  América  Latina,  Alesina  et  al.  (1996) 
discuten  el  papel  de  las  instituciones  presupuestales  sobre  el  “desempeño 
fiscal”. La atención es sobre las reglas y procedimientos que conducen a la 
formulación, aprobación e implementación del presupuesto. El trabajo investiga 
si  los  procedimientos  que  incluyen  restricciones  legislativas  y  que  son  más 
“jerárquicos”  y  “transparentes”  conducen  a  un  menor  déficit.  De  manera 
consistente con la evidencia encontrada en países desarrollados, los resultados 
indican que, en efecto, los procedimientos jerárquicos generan menores déficit. 
Entre dichos procedimientos los autores contemplan, por ejemplo, aquellos que 
limitan la capacidad del legislativo para expandir el tamaño del presupuesto y 
que atribuyen a un solo individuo (por lo general el Ministro de Hacienda) un 
protagonismo  fuerte  en  las  negociaciones  presupuestales  al  interior  del 
gobierno,  limitando  las  demandas  por  gasto  público  de  otros  ministros.  Los 
procedimientos “colegiados”, a través de los cuales se concede un mayor poder 
a  un  amplio  número  de  agentes  involucrados  en  el  proceso  presupuestal, 
conducen a niveles más elevados de déficit fiscales.  
 
Aunque este trabajo es fundamental por cuanto subraya la importancia 
de  los  procedimientos  y  reglas  presupuestales  en  el  desempeño  fiscal,  su 
enfoque  es  demasiado  “agregado”  para  nuestros  propósitos.  De  hecho,  el 
análisis empírico se lleva a cabo a partir de la construcción de un índice que 
pretende resumir las características generales del proceso presupuestal en los 
países latinoamericanos. Este índice es construido por los autores a partir de 
las respuestas de los directores de presupuesto de los distintos países a una 
serie  de  preguntas  relacionadas  con  el  proceso  presupuestal.  No  obstante, 
ninguno de los componentes del índice, ni siquiera uno llamado “flexibilidad y 
ejecución”, trata propiamente con los temas aquí discutidos.  
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Adicionalmente, la definición de “desempeño fiscal” empleada en este 
estudio es también una medida agregada: el déficit. En un trabajo posterior, 
Stein et al. (1999) se apoyan en la misma metodología para examinar el efecto 
de  las  instituciones  presupuestales  y  electorales  sobre  el  desempeño fiscal. 
Estos  autores  hacen  un  ajuste  al  índice  presentado  por  Alesina  et  al.,  y 
encuentran  los  mismos  resultados  de  los  efectos  positivos  de  los 
procedimientos  jerárquicos  y  transparentes  sobre  el  superávit  fiscal.  Un 
aspecto interesante es que, bajo este índice, Colombia resulta ser el país con 
el procedimiento presupuestal más jerárquico y transparente para el período 
1990-1995.  
 
Hommes  (1996,  1998),  en  un  trabajo  que  sirvió  de  insumo  a  la 
investigación sobre las reglas presupuestales en Latinoamérica de Alesina et 
al., se ocupa exclusivamente del caso de Colombia y trata algunos aspectos 
del  proceso  presupuestal  en  mayor  detalle.  En  general,  su  balance  con 
respecto  a  las  características  del  proceso  presupuestal  es  positivo,  y  se 
destacan los cambios introducidos a inicios de la década de los noventa que 
dieron  mayor  “jerarquía”  y  transparencia  al  proceso.  El  tema  de  las 
inflexibilidades del presupuesto es apenas citado, y se descarta su importancia 
dado que “No hay mucha flexibilidad para cambiar los ítems del gasto, pero el 
gobierno puede reducir su gasto efectivo porque tiene un control estricto del 
flujo  de  caja  a  través  del  plan  financiero”  (p.  95).  “El  gobierno  también  fue 
autorizado para reducir sus gastos cuando se espera que los ingresos van a 
caer por debajo del monto aprobado en el presupuesto [lo cual constituye] una 
herramienta útil para el ejecutivo que le otorga flexibilidad en caso de choques 
negativos sobre los ingresos” (p. 103). No obstante, más adelante Hommes 
advierte, al hablar de las “contribuciones” de la Constitución de 1991 al proceso 
presupuestal:  “Además,  se  eliminaron  todos  los  gastos  de  destinación 
específica, excepto los designados para gastos de tipo social, pero se le otorgó 
prioridad al gasto social sobre cualquier otro tipo de gasto (anteriormente, el 
servicio de la deuda detentaba prioridad), y se estableció que el presupuesto 
de  inversión  social  sería  siempre  una  proporción  no-decreciente  del 
presupuesto total. Estas dos normas van a contribuir a incrementar el tamaño 
del presupuesto a través del tiempo” (p. 105, énfasis añadido).  
 
Otro punto importante criticado por Hommes en su revisión de la historia 
y  la  estructura  presupuestal  colombiana  tiene  que  ver  con  la  duplicidad  de 
erogaciones para un mismo fin, como resultado de la descentralización. Para 
Hommes, dicha duplicidad tiene un origen político, por cuanto el esquema de 
descentralización propuesto por la Constitución de 1991, si bien otorgaba a las 
entidades territoriales la responsabilidad de proveer los servicios de educación, 
salud básica, agua y alcantarillado, policía, obras públicas locales, protección 
ambiental  y  recreación,  también  minó  la  base  de  lo  que él  llama  el  “ancien 
regime”. El gobierno central y los políticos no quisieron renunciar a la función 
de proveer dichos bienes públicos, por cuanto de esa forma “los Congresistas 
influenciaban  la  asignación  de  servicios  y  el  gobierno  recompensaba  o 
compensaba  a  los  gobiernos  locales  canalizando  más  o  menos  servicios  a 
ellos” (p. 105). Por ello, en lugar de una sustitución de funciones que debería 
tener  un  efecto  “insignificante”  sobre  el  presupuesto,  se  fue  creando  “una 
presión  de  gasto  desmedida  porque  la  mayoría  de  los  gastos  deben  ser   21 
financiados dos veces: una, a través de los ingresos transferidos por mandato 
constitucional y después, por segunda vez, a través de las transferencias ad-
hoc hacia los departamentos y municipios para obtener apoyo político” (p. 106).  
 
Este problema fue señalado por algunos desde el surgimiento mismo del 
proceso de descentralización (ver, por ejemplo, Alarcón (1991)), y, como se 
indicó en la introducción, ha sido enfatizado más recientemente por el Contralor 
General de la República.  
 
Ayala  y  Perotti  (2000)  hacen  un  análisis  del  proceso  presupuestal 
colombiano  presentando  especial  atención  al  grado  de  centralización,  su 
transparencia, sus reglas y sus vínculos intertemporales.  Algunas conclusiones 
de este estudio resultan pertinentes para nuestros propósitos. En particular, se 
habla de la escasa transparencia que tiene el proceso presupuestal colombiano 
como consecuencia de la abundancia de documentos y reglas que hacen parte 
de dicho proceso. Sin duda, el numeroso conjunto de normas que dan sustento 
a las inflexibilidades del presupuesto analizadas en este documento acentúan 
dicha falta de transparencia.  
 
Por  otra  parte,  los  autores  señalan  que,  si  bien  durante  las fases  de 
discusión  e  implementación  el  presupuesto  en  Colombia  tiene  un  alto  (y 
deseable)  grado  de  centralización,  al  entregar  un  gran  poder  al  Ministro  de 
Hacienda,  durante  la  fase  previa  de  preparación  el  proceso  es  demasiado 
descentralizado.  Para  estos  autores,  esto  incrementa  las  demandas  de  los 
grupos de presión sobre el presupuesto. Por ello, la alternativa propuesta es 
hacer del Plan Nacional de Desarrollo—PND—un documento político, el cual 
establezca las guías generales del programa gubernamental, pero que carezca 
de implicaciones legales en el proceso presupuestal como lo hace hoy en día. 
Además, sugieren centralizar en el Ministerio de Hacienda la preparación del 
presupuesto de funcionamiento e inversión (en la actualidad, el segundo está 
en manos del Departamento Nacional de Planeación). De acuerdo con estos 
autores, es deseable y legítimo que el gobierno recoja las preocupaciones y 
necesidades del país dando voz a los actores sociales, pero esto debe ser un 
proceso  político  y  no  uno  institucional,  pues  de  lo  contrario  se  favorece  la 
inclusión de todos los rubros en el presupuesto sin dar la discusión necesaria 
sobre el establecimiento de prioridades.  
 
Muchos  de  estos  elementos  son  retomados  y  analizados  en  mayor 
detalle en Acosta y Ayala (2000) y Ayala (2001). En efecto, estas limitaciones 
han venido siendo señaladas por lo menos desde el informe de la Comisión de 
Racionalización  del  Gasto  y  las  Finanzas  Públicas  (1997).  Dicho  informe 
también añade, como se enfatiza en este trabajo, que “la reducida capacidad 
de maniobra que tiene la Administración para manejar el gasto público—por la 
elevada preasignación  de recursos presupuestarios—atenta contra cualquier 
propósito de racionalización” (p. 39).  
 
1.  Relaciones con el Congreso 
 
  Un aspecto determinante para la elaboración del presupuesto, y para los 
resultados fiscales en general, es la relación que el gobierno establece con el   22 
Congreso.  Aunque son muchas las dimensiones de esta relación, una que ha 
recibido  poca  atención  por  parte  de  la  academia  (especialmente  si  se  le 
compara con la importancia que se le da en la opinión pública) es el problema 
de los denominados auxilios parlamentarios. Una excepción es el trabajo de 
Vargas (1999), en el cual se plantea que los auxilios parlamentarios son parte 
de los “costos de transacción” de la relación entre el Legislativo y el Ejecutivo. 
Vargas clasifica los auxilios parlamentarios en dos categorías: los “generales o 
predefinidos,” asignados a todos los miembros del Congreso por igual, y los 
“personalizados  o  negociados,”  asignados  a  miembros  particulares  del 
Congreso como contraprestación por su apoyo o por motivos de afinidad. Estos 
últimos  pueden  ser  negociados  durante  la  aprobación  del  presupuesto  o 
durante su ejecución, pero de cualquier manera son menos transparentes que 
los primeros pues ni siquiera son identificados como auxilios.  
 
Según  los  cálculos  de  Vargas,  “los  auxilios  parlamentarios  tuvieron 
bastante estabilidad entre 1968 y 1991 y se incrementaron sustancialmente con 
posterioridad a la Constitución de 1991, a tal punto que los aportes para el 
desarrollo regional en 1997 tienen un monto total 8 veces mayor que los de 
1990” (p. 25). Según Vargas “el incremento en los auxilios, es inversamente 
proporcional a su transparencia” (p. 25). A finales de los 50 y durante los 70 los 
auxilios  tenían  reglas  de  juego  claras  y  generales  al  estar  identificados 
expresamente  como  aportes  parlamentarios  con  destinación  unívoca  y 
distribución homogénea entre los miembros del congreso. En este periodo, los 
auxilios fueron relativamente constantes “oscilando entre $40 y 70 mil millones 
anuales (en pesos de junio de 1988)
7. A partir de 1982, como resultado de las 
difíciles  relaciones  del  gobierno  con  un  congreso  políticamente  adverso, 
aparecieron  los  auxilios  especiales  y  personalizados,  no  identificados  como 
aportes parlamentarios y con destinaciones vagas. En este período, los auxilios 
crecen rápidamente, llegando a duplicar, en términos constantes, los montos 
precedentes”  (p.25).  Este  trabajo  concluye  que  “El  intento  constitucional  de 
suprimir  los  auxilios  parlamentarios  fue  un  error,  porque  desconoció  la 
existencia de los costos de transacción en las relaciones ejecutivo legislativo y 
la naturaleza misma de los auxilios” (p.29).  
 
Al abolir los auxilios generales (y visibles) se dio paso al incremento de 
los  auxilios  personalizados  difíciles  de  controlar,  desconociendo  que  el 
problema  de  los  auxilios  no  radica  en  su  existencia,  sino  en  su  falta  de 
transparencia. “Contra el sentir colectivo, puede afirmarse que el monto total de 
los  auxilios  parlamentarios  en  Colombia  es  proporcionalmente  reducido.  Los 
auxilios oscilaron históricamente alrededor del 1% de Presupuesto Nacional y 
aún en su fase de alto incremento son inferiores al 1,5% del Presupuesto de la 
Nación. Los auxilios fueron por más de 20 años equivalentes a una milésima 
del PIB y en el período más reciente ascienden a 0,3% del PIB” (Vargas, 1999, 
p.26). Como se observa en el Gráfico 3, esto implicó un incremento en el monto 
de los auxilios per cápita, los cuales pasaron de magnitudes cercanas a los 
$3,000 pesos en el período 1968-1990 a $10,000 pesos en el período más 
reciente (en unidades constantes de 1998)
8. 
 
                                                 
7 Entre unos $500 y $900 mil millones de pesos anuales a precios del 2003. 
8 Unos $4,500 y $15,000 pesos a precios del 2003 respectivamente.   23 
 
 
    Gráfico 3 
    Evolución de los Auxilios Parlamentarios 
Total Nacional Estimado 
Panel A 
Auxilios Parlamentarios, 1968-1997 

























































































Auxilios Parlamentarios, 1968-1999 






























































Fuente: Vargas (1999) 
Nota: No se registran auxilios en 1992 y 1993, porque en 1992 el Congreso fue cerrado por la Asamblea 
Nacional Constituyente y en 1993 su cuantía no pudo establecerse de manera confiable. 
 
 
 Por estos motivos, el autor propugna por el establecimiento de auxilios 
parlamentarios  de  un  monto  predefinido  y  universal  para  todos  los 
parlamentarios. Hommes (1996, 1998) coincide en líneas generales con este 
diagnóstico cuando afirma que “al proscribir los auxilios parlamentarios no se 
calmó el apetito de los políticos por las partidas de libre asignación por parte de 
los  congresistas,  ni  el  ejecutivo  ha  logrado  suprimir  esas  partidas.  De  esta 
forma, el proceso de aprobación presupuestal es temporada abierta para hacer 
clientelismo presupuestal” (p. 104).  
 
Este episodio de la historia presupuestal colombiana es ilustrativo, pues 
la  abolición  de  una  institución  presupuestal,  considerada  indeseable  en  un 
momento dado, multiplicó por ocho su valor, la convirtió en ilegal y la forzó a 
ser realizada por debajo de la mesa, sin rendición de cuentas, ni asignación de 
responsabilidades. En lugar de adoptar una modificación a esa institución que 
mejorara la transparencia (por encima de la mesa) y la hiciera evaluable, se 
adoptó una actitud moralista y miope, que se derrotó a sí misma. Además, en 
buena  medida,  el  surgimiento  de  leyes  que  asignan  gasto  en  múltiples 
direcciones, evitando de nuevo la transparencia y la rendición de cuentas, se 
puede  atribuir  a  una reacción  del  Congreso  para  retomar  control  sobre  una 
parte  del  presupuesto.  En  palabras  de  Miguel  Gandour,  analista  de  temas 
presupuestales, la abolición de los auxilios parlamentarios, es una de las ideas 
que suenan bien en la Universidad de los Andes y funcionan mal en la realidad.  
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2.  Exenciones tributarias 
 
Otro aspecto de la política fiscal que puede ser importante en la discusión 
del grado de flexibilidad del presupuesto es el de las exenciones tributarias. En 
efecto, las exenciones que el Estado otorga a ciertos individuos o instituciones 
pueden entenderse como un tipo de renta cedida. Así lo reconoce la Ley 788 
del 2002 que, en su artículo 87, estableció que para efectos de la transparencia 
fiscal “el Gobierno Nacional presentará anualmente con el proyecto de Ley de 
Presupuesto  de  Rentas  y  Apropiaciones  un  informe  detallado  en  el  que  se 
deberá evaluar y hacer explícito el impacto fiscal de los beneficios, así como su 
fuente  de  financiación,  ya  sea  por  aumento  de  ingresos  o  disminución  del 
gasto”.  
 
En  Colombia,  la  estructura  tributaria  incluye  un  importante  número  de 
tratamientos especiales, como “exenciones, descuentos, deducciones y tarifas 
diferenciales”  (Hernández  et  al.,  2000,  p.  2).  Desde  el  punto  de  vista  de  la 
teoría económica, dichos tratamientos preferenciales se pueden justificar por 
diversos  motivos,  como  la  existencia  de  externalidades  positivas  de  ciertas 
actividades productivas o consideraciones de equidad. En otras palabras, los 
incentivos  tributarios  se  pueden  convertir  en  una  manera  de  alentar  ciertas 
actividades  económicas  con  un  valor  estratégico  para  la  sociedad  como  un 
todo,  o  de  proteger  a  ciertos  sectores  más  vulnerables  de  la  población.  No 
obstante,  en  la  práctica  las  exenciones  no  siempre  obedecen  a  estas 
consideraciones,  sino  que  con  frecuencia  son  el  resultado  de  la  presión  de 
distintos  grupos  de  interés  que  buscan  atrapar  rentas  del  Estado.  En  tales 
casos,  la  introducción  de  exenciones  conduce  a  una  estructura  tributaria 
“innecesariamente  arbitraria,  inequitativa  y  engorrosa,  que  promueve  la 
evasión, la corrupción y la caída injustificada de los recaudos” (Hernández et 
al., 2000, p. 5). Adicionalmente, como señalan Hernández et al., aún cuando 
las  exenciones  responden  a  los  criterios  de  equidad  o  de  eficiencia,  su 
implementación  puede  llevar  a  que  otros  grupos  intenten  aprovecharlas, 
corriendo el riesgo de contar con un sistema tributario que estimula la evasión y 
elusión. Si a esto se le suma el hecho de que las exenciones son un tipo de 
renta  cedida  poco  transparente,  cuyo  costo  fiscal  en  muchos  casos  se 
desconoce,  no  resulta  sorprendente  que  la  evidencia  empírica  internacional 




  Para  el  análisis  del  costo  fiscal  y  la  incidencia  de  las  exenciones, 
Hernández et. al. (2000) utilizan un modelo de equilibrio general computable 
que  les  permite  evaluar  el  impacto  que  tendría  sobre  el  recaudo  fiscal  y  la 
producción  la  eliminación  total  o  parcial  de  las  exenciones  tributarias.  El 
resultado más importante que se desprende de este trabajo es que, aún bajo 
un escenario conservador de eliminación parcial de las exenciones, se puede 
lograr  una  reducción  importante  del  déficit  fiscal  sin  costos  en  términos  de 
crecimiento económico.  
 
                                                 
9 Hernández et al (2000) revisan esta literatura. De acuerdo con su revisión, la única excepción a la regla 
sobre la inefectividad de los incentivos tributarios la constituye los incentivos otorgados a las actividades 
relacionadas con investigación y desarrollo.    25 
III.  Recuento histórico sobre los problemas presupuestales 
 
Los  problemas  relacionados  con  la  asignación  del  presupuesto  y  las 
inflexibilidades  generadas  por  las  transferencias  y  rentas  de  destinación 
específica no son nuevos y han sido discutidos desde comienzos del siglo XX 
por los diferentes Ministros de Hacienda. En su libro Aspectos de la Política 
Presupuestal en Colombia: 1886-1987, Juan Guillermo Serna recopila apartes 
de  los  informes  de  los  Ministros  de  Hacienda  relacionados  con  el  tema.  La 
larga historia de este debate sobre el atrapamiento de rentas es esencial para 
entender el proceso presupuestal y el funcionamiento del Estado colombiano. 
 
A. Origen Político de las Inflexibilidades 
 
Como  fue  enfatizado  en  la  sección  anterior,  el  origen  de  las 
inflexibilidades del presupuesto se encuentra ligado al debate político sobre la 
asignación del gasto público. Gran parte de los gastos decretados por Ley o de 
las  Rentas  de  Destinación  Específica  son  el  resultado  del  atrapamiento  del 
Estado  por  parte  de  diversos  grupos  de  interés  que  quieren  asegurar  su 
participación en los recursos de la Nación. Esto es reconocido por el Ministro 
de Hacienda Eduardo Wiesner en su informe de 1981-1982 cuando señala que 
“aunque  muchos  de  tales  intereses  son  perfectamente  legítimos  en  su 
contexto, su satisfacción no siempre es compatible con el equilibrio fiscal, por lo 
cual resulta indispensable asegurar que la política se diseñe en un contexto 
más  amplio,  con permanente  atención  a  sus  consecuencias  de largo  plazo” 
(Serna, 1988, p. 350). Y añade Wiesner en el mismo informe: 
 
De  lo  anterior  se  deriva  que  el  problema  fiscal  es,  esencialmente,  un 
problema político, en el sentido de que su solución exige un cierto acuerdo 
en la comunidad sobre la estrategia de desarrollo, que sirve de marco a la 
política fiscal, así como un mínimo de apoyo político para las disposiciones 
mediante las cuales un Gobierno garantiza la disciplina fiscal. Este punto es 
fundamental,  y  como  tal  fue  señalado  por  el  Gobierno  Nacional  ante  el 
Congreso, el resto de la Administración Pública y la opinión en general en las 
múltiples  ocasiones  en  que  fue  necesario  recabar  el  apoyo  político  y  la 
solidaridad  ciudadana  para  su  política  económica,  primero  al  nivel  de 
definición  general  de  la  estrategia  y  luego,  en  el  transcurso  de  la 
Administración, para medidas concretas de disciplina fiscal. (Serna, 1988, 
p. 350) 
 
Ahora  bien,  los  rubros  inflexibles  atrapados  por  algunos  grupos  entran  en 
contradicción  con  gastos  o  inversiones  considerados  prioritarios  por  cada 
gobierno  y  que  no  pueden  efectuarse.  Con  respecto  a  este  tema  Wiesner 
añade:  
 
En cierta forma existe un divorcio entre las responsabilidad política por el 
total  del  bienestar  de  la  Nación  y  la  responsabilidad  política  por  las 
soluciones parciales e individuales que no van en la misma dirección de ese 
bienestar general. Ese divorcio entre las responsabilidades políticas puede 
derivarse  de  una  falta  de  entendimiento  de  la  forma  como  funciona  el 
organismo  económico  y  en  particular  su  dimensión  fiscal.  Pero  más 
frecuentemente se deriva de la pretensión de desconocer que estamos muy 
cerca-  si  es  que  no  hemos  llegado  ya-  de  agotar  el  margen  en  que  se   26 
pueden lograr beneficios parciales, locales, o individuales, sin que haya una 
gran pérdida a cargo del bienestar general. (Serna, 1988, p. 351) 
 
Como  se  ha  reiterado  varias  veces,  el  problema  es  en  esencia  una 
“tragedia de los comunes” pues como señala Wiesner “la esencia del origen 
político del desequilibrio fiscal radica […] en el nivel de percepción que en 
un  momento  dado  tenga  una  comunidad  sobre  el  riesgo  que  corre  su 
patrimonio colectivo. En la medida en que se perciba el desequilibrio fiscal 
como un peligro remoto, que no amenaza hoy la seguridad de nadie, será 
muy  difícil  obtener  apoyo  político  para  tesis  que,  frente  a  intereses 
inmediatos y tangibles, promulgan la disciplina, la consistencia, la eficacia 
en  la  asignación  de  recursos,  y  la  calidad  de  las  políticas  económicas” 
(Serna, 1988, p. 352).  
 
B. Iniciativa parlamentaria en el presupuesto versus dictadura fiscal 
 
El origen político de muchas inflexibilidades lleva a analizar la iniciativa 
que han tenido los congresistas, quienes representan a  diferentes grupos de la 
sociedad, en la asignación de los recursos de la Nación. De hecho, parte de los 
gastos que debe realizar el gobierno y de las rentas de destinación específica 
son el resultado de la iniciativa parlamentaria, pues mediante la emisión de 
leyes se incluyen rentas a favor de ciertos grupos.  
 
Este punto fue especialmente abordado por los Ministros de Hacienda 
en el siglo pasado. En 1911, el Ministro del Tesoro, Celso Rodríguez, hacía 
referencia  al  incremento  en  el  nivel  de  endeudamiento  del  gobierno  y  las 
implicaciones que esto tenía sobre el equilibrio presupuestal. Sin embargo, en 
palabras del ministro “esto no debemos atribuirlo exclusivamente al Gobierno, 
pues  es  lo  ordinario  que  el  legislador  decrete  auxilios,  gracias  o  nuevos 
servicios  y  se  abstenga  de  incluir  las  partidas  correspondientes  en  el 
Presupuesto de Gastos, vacío que por fuerza ha de llenarse con la apertura del 
crédito  adicional  respectivo,  rompiéndose  de  ese  modo  la  ficticia  nivelación 
verificada al comenzar la vigencia” (Serna, 1988, p. 23).  
 
Un año después, el Ministro del Tesoro Carlos Rosales añadía que si 
bien “todos nuestros congresos han mostrado un noble empeño en balancear 
el  presupuesto  de  rentas  con  el  de  gastos,  haciendo  todas  las  operaciones 
aritméticas para obtener ese equilibrio, […] hecho el trabajo aritmético, es el 
mismo Congreso quien expide leyes que implican gastos y erogaciones que 
van a modificar el presupuesto que se creyó equilibrado; y como el gobierno, al 
liquidar  éste,  tiene  que  determinar  cuáles  gastos  deben  hacerse  con 
preferencia a otros, es claro que sin solicitarlo, y aún repugnándole, ejerce él 
una verdadera dictadura fiscal” (Serna, 1988, p. 26). 
 
  El problema de la “dictadura” fiscal del ejecutivo en materia presupuestal 
“toma un carácter más serio, porque aquí aparecen a primera vista en pugna 
las  atribuciones  esenciales  del  Congreso  y  su  soberanía  en  materia  de 
presupuestos,  con  la  necesidad  de  limitar  y  poner  freno  a  la  prodigalidad 
parlamentaria, que, como ya hemos visto, es una de las causas principales del 
enorme  aumento  de  las  cargas  públicas”  (Serna,  1988,  p.  101)  según   27 
comentaba Esteban Jaramillo en su Tratado de Hacienda Pública del año 1930. 
En la práctica, decía Lleras Restrepo en su informe como Ministro en 1939, “lo 
que  debería  ocurrir  es  que  el  Ejecutivo  cumpliera  a  cabalidad  con  el 
presupuesto votado y aprobado por el Congreso pero para esto hay que acabar 
con la iniciativa parlamentaria en materia de gastos” (Serna, 1988, p. 170).  
 
  La ordenación de gastos por parte del legislativo genera el inconveniente 
de interferir y dificultar el equilibrio presupuestal que recae sobre el ejecutivo. 
Esto lo advertía en 1914 el Ministro del Tesoro, Carlos Rosales: 
 
La gran mayoría de leyes que decretan gastos suelen ser leyes decretadas 
por  el  legislativo  que  no  están  en  la  Ley  del  Presupuesto.  El  equilibrio 
presupuestal  debe  entonces,  extenderse  a  todo  el  legislativo  no  sólo  en 
cuanto  a  las  leyes  del  presupuesto  sino  a  todas  las  leyes  que  generan 
gastos.  No  se  puede  esperar  una  orientación  fiscal  adecuada  cuando  el 
ministro debe ejecutar gastos que él no ha decretado y cuando la orientación 
fiscal depende de intereses encontrados y voluntades antagónicas. (Serna, 
1988, p. 26) 
 
Un comentario similar hacía en 1929el Ministro Francisco de Paula Pérez: 
 
En cada legislatura se dictan leyes que implican gastos, se crean puestos 
nuevos, se votan partidas de auxilios para obras de interés departamental o 
municipal. Ordinariamente en ese primer año quedan fuera del presupuesto, 
no se liquidan, pero siguen como una obligación del Fisco, y mañana u otro 
día deben ser incluidas entre sus egresos. 
 
Muchas  de  las  leyes  que  gravan  hoy  el  presupuesto  llevan  años  de 
expedidas, y sólo ahora nos damos cuenta de que representan una carga 
superior a los recursos. Los mismos que hicieron aprobar las disposiciones y 
decretaron  el  gasto  se  admiran  después  de  las  cargas  excesivas  que 
aquellas entrañan. 
 
El público que mira todos estos asuntos con criterio simplista, localiza en la 
rama del Gobierno que lleva el peso de las funciones ejecutivas, la mayor 
parte, si no toda la responsabilidad. Vienen, como es obvio, las quejas y las 
comparaciones injustas. Es el fruto de una orientación desordenada en el 
programa de las inversiones (Serna, 1988, p. 82, cursiva añadida).  
 
Es  claro  el  cuestionamiento  de  los  Ministros  de  Hacienda  sobre  el  rol  del 
ejecutivo  en  el  proceso  presupuestal,  pues  lleva  la  responsabilidad  del 
equilibrio fiscal, pero posee poca discreción sobre los gastos a ejecutar. Estos 
son  decretados  por  el  legislativo,  creando  inflexibilidad  en  el  presupuesto, 
insuficiencia de rentas y aumento de la deuda pública.  
 
C. Violación de la Unidad de Caja: Transferencias y Rentas de Destinación 
Específica 
 
Uno  de  los  principios  presupuestales  consagrado  actualmente  en  el 
Estatuto Orgánico del Presupuesto, contra el cual atentan las inflexibilidades 
generadas en el ingreso es el de Unidad de Caja. En la exposición de motivos 
a la Ley 110 de 1912, el Ministro del Tesoro, Carlos Rosales, hacía énfasis en   28 
dicho principio como elemento fundamental de un presupuesto sano. Rosales 
defiende  enfáticamente  el  principio,  señalando  que  facilita  la  contabilidad  al 
hacer de los ingresos un solo acervo, permite priorizar la importancia de cada 
gasto basándose en su costo y beneficio y, finalmente, facilita el pago de las 
obligaciones en las situaciones deficitarias:  
 
No  acepta  tampoco  el  proyecto  [de  presupuesto]  el  sistema  de  afectar 
determinados impuestos o productos de bienes nacionales a ciertos gastos, 
ni de subordinar algunas erogaciones a la cuantía de determinado ingreso, 
sistema que no hace otra cosa que complicar la contabilidad y que es propio 
de  países  de  finanzas  averiadas.  La  totalidad  de  los  ingresos  del  Tesoro 
debe  considerarse  como  un  sólo  acervo  destinado  a  la  totalidad  de  las 
erogaciones del mismo. 
 
Con gran propiedad se expresa a este respecto el tratadista francés Colson: 
‘Los  financistas  reconocen  unánimemente  la  inmensa  superioridad  del 
principio de la unidad del presupuesto, que permita arreglar la importancia de 
cada  crédito,  de  un  lado,  y  del  otro,  la  cuantía  de  cada  contribución, 
basándose únicamente en la utilidad respectiva de los diversos gastos y en 
los  inconvenientes  comparados  de  los  diversos  impuestos,  sin  tratar  de 
establecer una concordia artificial entre el producto de una contribución dada 
y el gasto de un servicio con el cual no tiene nada en común. 
 
Apenas  ha  logrado  obtenerse  la  unidad  del  presupuesto  en  los  Estados 
modernos.  Bajo  el  antiguo  régimen  y  en  nuestros  días  en  los  países 
orientales  que  no  tienen  sino  una  administración  rudimentaria,  se  ve 
constantemente  asignar  tal  gasto  sobre  tal  fuente  de  renta,  afectar  como 
garantía de tal empréstito el producto de las aduanas, los diezmos de una 
provincia, de un monopolio, etc. Es que, en efecto, cuando a un Estado le 
faltan los recursos no puede garantizar la marcha de un servicio esencial o el 
pago  de  una  deuda,  sino  autorizando,  ante  todo,  la  percepción  de  los 
recursos necesarios sobre el dinero que entre en tal o cual caja. Un gobierno 
cuya situación es mala, no puede conseguir dinero sino entregando a sus 
acreedores sus rentas más seguras, de la misma manera como un acreedor 
poco solvente tiene que hipotecar sus inmuebles o empeñar su reloj en el 
Monte de la Piedad.’ (Serna, 1988, p. 32) 
 
Igualmente, en su Tratado de Hacienda Pública Esteban Jaramillo (1930) 
hace referencia a la importancia del principio de unidad de caja apelando a la 
experiencia internacional. Señala Jaramillo que la unidad de caja es una “regla 
invariable de toda correcta organización fiscal [la cual] concentra en un fondo 
común  todos  los  ingresos  al  Erario  y  se  opone  a  la  destinación  de 
determinadas rentas para ciertos servicios” (Serna, 1988, p. 111). De acuerdo 
con el autor, “esta regla, seguida en todos los países de sanas finanzas, ha 
sido adoptada ente nosotros por la reforma de 1923”. (Serna, 1988, p. 111)  En 
defensa  de  dicho  principio,  Jaramillo  concluye  afirmando  que  “fuera  del 
desorden  que  introducen  en  el  manejo  de  la  Hacienda,  estas  destinaciones 
especiales, presentan, como ya se dijo, el grave inconveniente de que quedan 
servicios insuficientemente dotados, al tiempo que otros dejan un superávit que 
no se sabe a qué aplicar” (Serna, 1988, p. 111). Unos años más tarde, en su 
informe como Ministro de Hacienda, Jaramillo vuelve a referirse a este principio 
y se lamenta por su violación: 
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El artículo 16 de la Ley 64 estableció el Principio de Unidad de Caja. Todos 
los ingresos del Presupuesto Nacional, dice, constituirán un fondo común del 
cual se pagarán los gastos generales, y en el presupuesto no se apropiará 
ningún ingreso específico de los incluidos en él para el pago de determinado 
renglón  de  gastos.  El  principio,  indudablemente,  es  el  más  técnico.  Pero 
sucede  que,  antes  y  después  de  su  aprobación,  la  expedición  de  leyes 
sustantivas que dan total o parcialmente una destinación específica a ciertas 
rentas, ha venido a crear situaciones que la Ley Orgánica no previó. Es así 
como,  en  presencia  de  una  deficiencia  de  la  apropiación  con  respecto  al 
producto  efectivo  de  una  renta  de  destinación  específica,  o  tiene  que 
acudirse al sistema de constituir reservas sobre el exceso de producto, lo 
cual no se compagina evidentemente con el principio de unidad de caja, o se 
produce una deuda a cargo de la Nación, que no se contabiliza para afectar 
los resultados fiscales de la vigencia, lo cual perturba la apreciación clara del 
desarrollo del presupuesto y de la situación del Tesoro. Como no parece fácil 
eliminar todas las destinaciones específicas, resulta conveniente prever la 
existencia  de  presupuestos  extraordinarios,  no  sólo  para  el  producto  de 
empréstitos y las rentas destinadas a ciertos servicios de deuda pública, sino 
también para todas las otras destinaciones específicas. En esta forma, el 
curso  del  presupuesto ordinario  podrá  apreciarse  con  mayor  claridad y  la 
liquidación de la situación fiscal será más precisa. (Serna, 1988, p. 165)   
  
Las  rentas  de  destinación  específica  y  los  fondos  especiales  han  sido 
criticados por atentar contra el principio de Unidad de Caja y por los incentivos 
que generan en términos del incremento del gasto. Con respecto a los efectos 
nocivos de algunas rentas de destinación especial se pronunciaba en 1935-
1936 el Ministro de Hacienda, Gonzalo Restrepo: 
 
La  actual  administración  ha  afirmado  en  nuestra  vida  administrativa  tres 
principios  básicos:  a)  Unidad  Presupuestal,  b)  Aumento  de  los  Impuestos 
Directos, y c) Adecuada Distribución de Tributos. Han coexistido en nuestro 
régimen fiscal, con los presupuestos ordinarios, los llamados presupuestos 
extraordinarios,  financiados  con  recursos  especiales,  que  se  contabilizan 
separadamente, por tratarse de fondos de destinación especial. […] Además, 
otras  razones  de  gran  contenido  militan  en  contra  de  los  llamados 
presupuestos extraordinarios. Tienden ellos a disimular la verdadera cuantía 
de los gastos públicos y establecen preferencias a veces arbitrarias, entre los 
distintos  servicios,  ya  que  en  la  práctica  resulta  muy  sutil  establecer  la 
separación  entre  erogaciones  ordinarias  y  extraordinarias.  Por  último, 
estimulan la prodigalidad porque existe la general creencia de que los fondos 
arbitrados con determinado objeto, deben gastarse en su totalidad, muchas 
veces sin tasas ni medida. (Serna, 1988, p. 152) 
 
En  la  exposición  de  motivos  al  proyecto  de  Ley  Orgánica  del  Presupuesto, 
presentado en 1948 por el Ministro de Hacienda Jose María Bernal, se hace un 
listado  de  las  inconveniencias  de  las  rentas  de  destinación  específica, 
recogiendo varios de los argumentos arriba señalados:  
 
El artículo 2do del proyecto confirma la unidad presupuestal establecida por 
el artículo 5o de la ley 35 de 1944, y dispone que no habrá destinaciones 
especiales  de  rentas.  Un  precepto  similar  se  encuentra  consignado  en  el 
artículo 16 de la Ley 64 de 1931. No obstante, en los últimos años, muchas 
son las leyes dictadas que dan destinación especial al producto de ciertas   30 
rentas, para aplicarlo íntegramente a determinados gastos. El procedimiento 
de  asignar  en  el  presupuesto  el  monto  de  ciertas  rentas  a  determinados 
gastos  es  perjudicial  para  el  buen  manejo  del  presupuesto;  establece 
prelaciones injustas en favor de erogaciones que no son precisamente las 
más  esenciales;  incita  al  despilfarro  en  las  dependencias  dotadas  de 
disponibilidades  superiores  a  sus  necesidades;  falsea  la  exactitud  de  los 
Balances  del  Tesoro,  por  cuanto  obliga  al  Contralor  General  a  presentar 
como pasivos exigibles las reservas especiales correspondientes al mayor 
producto de las rentas sobre los respectivos gastos, y priva a la Tesorería de 
disponibilidades cuantiosas que deberían concurrir libremente a confundirse 
con  los  demás  fondos  del  Estado  para  hacer  frente  a  la  totalidad  de  las 
erogaciones de la Nación. 
 
El vicio de las destinaciones especiales tiene repercusiones más profundas 
que las que a primera vista pueden apreciarse. Su acción segrega cualquier 
programa presupuestal completo, para dar preferencia y dotar de recursos 
con  largueza  a  determinados  servicios,  con  olvido  de  las  necesidades 
esenciales de la administración y de gobierno en perjuicio del equilibrio del 
presupuesto  y  de  la  solvencia  de  la  Tesorería  para  atender  las  demás 
erogaciones previstas para el año. En nuestro concepto, no pueden coexistir 
las destinaciones especiales de rentas, y un buen manejo presupuestal, que 
asegure el equilibrio en todos los momentos. Todos los países del mundo, 
cual más, cual menos han pasado por esa etapa de error y de inexperiencia 
y  todos  a  la  postre  han  llegado  a  la  proscripción  de  tales  destinaciones, 
convencidos  de  que  el  procedimiento  más  certero  es  considerar  el 
presupuesto como un todo indivisible en que el producto entero de las rentas 
concurre a satisfacer las erogaciones completas del presupuesto. (Serna, 
1988, p. 203-204) 
 
De  manera  similar,  en  1949  el  Ministro  de  Hacienda,  Hernán  Jaramillo 
Ocampo, exponía la inconveniencia de establecer destinaciones especiales en 
el  presupuesto.  Adicionalmente,  explicaba  su  existencia  como  resultado  del 
temor de que ciertos gastos se dejen de satisfacer. A este respecto añadía que 
las rentas de destinación específica dificultaban recortar las apropiaciones en 
aquellos casos en los cuales la situación financiera del estado así lo requiriera: 
 
A este principio [el de unidad de caja] se opone el sistema de las destinaciones 
especiales, propio de una organización financiera en retroceso, porque cada 
renta  o  ingreso  destinado  a  fines  especiales,  al  dejar  de  concurrir  a  la 
financiación de la masa global de los gastos públicos que se suponen votados 
con  criterio  racional  de  prelación  cualitativa  y  cuantitativa  no  solamente 
estrecha  el  campo  de  la  acción  gubernativa,  sino  que  además  de  que  se 
presta a establecer prelaciones injustificadas, concurre a mostrar situaciones 
irreales de las finanzas nacionales.  
 
Las destinaciones especiales no tienen otra explicación que el temor de que 
en  determinado  ejercicio  financiero  las  rentas  e  ingresos  públicos  no 
produzcan las sumas en que han sido calculadas, y se dejen de satisfacer 
ciertos gastos, pero es obvio que este temor no tiene por qué presentarse si el 
sistema del cálculo de los ingresos públicos garantiza un estimativo razonable 
y sincero. Por lo demás, si a pesar de previsiones cuerdas y debido a causas 
incontrolables  los  ingresos  no  corresponden  al  estimativo  fijado  en  el 
presupuesto, lo aconsejable sería proceder a la reducción de apropiaciones en 
la  cantidad  necesaria  para  mantener  el  equilibrio  presupuestal.  En  otros   31 
términos,  puede  decirse  con  verdad  que  la  posibilidad  de  establecer 
destinaciones especiales de rentas e ingresos para determinados gastos, es 
un incentivo para inflar las rentas y votar con cargo a ellas gastos que no se 
decretarían si no fuera porque se ha asegurado la financiación de aquellos 
para los cuales se han destinado rentas especiales (Serna, 1988, p. 224). 
 
En  1959,  el  Ministro  de  Hacienda  Hernando  Agudelo  Villa  hablaba  de  la 
importancia del principio de universalidad del presupuesto “tendiente a eliminar 
una vieja corruptela establecida y aceptada hasta entonces, y consistente en la 
creación  de  pequeños  fondos  rotatorios  con  el  producto  de  rentas, 
denominados fondos reservados, que no pasaban por el presupuesto, sin que 
se  tratara  de  entidades  o  empresas  legalmente  descentralizadas,  alegando 
para  ello  que  en  la  Ley  de  Apropiaciones  se  dotaban  deficientemente  los 
servicios  que  tales  fondos  iban  a  servir”  (Serna,  1988,  p.  238).  Añadía  el 
Ministro  que  “además  de  que  este  procedimiento  era  inconstitucional, 
entorpecía la contabilidad y la fiscalización por parte de la Contraloría” (Serna, 
1988, p. 238). Dos años más tarde, en su informe de 1961, Agudelo Villa se 
lamenta por la violación de este principio, que conduce a un entorpecimiento de 
la contabilidad y la fiscalización presupuestal, genera una rigidez que dificulta la 
distribución racional de los recursos y conduce a una situación de entidades 
superavitarias con un Tesoro deficitario:  
 
El  proyecto  de  presupuesto  que  se  somete  a  la  consideración  del 
Congreso  ha  sido  preparado  en  estricta  armonía  con  las  disposiciones 
legales  vigentes  al  respecto,  aunque  tal  acatamiento  haya  limitado  la 
posibilidad de aplicar más estrictamente la técnica, como en el caso de la 
aplicación del producto de las rentas que tienen una destinación especial. 
El Artículo 2º del Decreto Legislativo número 00164 de 1950 estableció con 
muy  buen  criterio,  el  principio  de  unidad  del  presupuesto,  aboliendo  las 
rentas  de  destinación  especial.  Sin  embargo,  con  posterioridad  a  su 
vigencia, una serie de normas legales las han consagrado nuevamente. La 
rigidez  que  crean  las  destinaciones  especiales  de  fondos  dificulta  la 
distribución racional de gasto público y su planeación integral. En no pocos 
casos, los ingresos fiscales se asignan a entidades que carecen inclusive 
de planes concretos que les permitan invertir con efectividad los recursos 
percibidos  con  detrimento  del  desarrollo  que  sería  posible  impulsar  en 
otros sectores de actividad oficial, provistos de proyectos y desprovistos de 
fondos. También ocurre el caso de que, al mismo tiempo que se afrontan 
dificultades  generales  de  Tesorería,  aparezcan  en  los  bancos  saldos  a 
favor  de  entidades que  perciben fondos  en  exceso  de  su capacidad de 
inversión (Serna, 1988, p. 261). 
 
Finalmente, en términos similares el Ministro de Hacienda Jorge Mejía Palacio, 
en su informe de 1962, afirma: “Durante los últimos años ha sido implantada la 
costumbre  de  crear  recursos  con  destinación  especial.  Es  cierto  que  ello 
contribuye a asegurar que la inestabilidad fiscal no obligue a retirar el aporte 
que en cierto momento se considera indispensable para una obra o entidad 
determinadas,  pero  crea  al  mismo  tiempo  una  rigidez  completamente 
inconveniente,  que  limita  la  posibilidad  de  racionalizar  el  proceso  de 
planeación” (Serna, 1988, p. 267). 
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  En síntesis, son múltiples los inconvenientes que surgen por las rentas 
de  destinación  específica  y  han  sido  reconocidos  por  aquellos  que  han 
manejado las finanzas públicas en el país. Estos testimonios muestran que 
estos rubros son el resultado del temor de que ciertos gastos no sean incluidos 
en el presupuesto, en situaciones de dificultad fiscal. No obstante, esta práctica 
conduce  a  una  rigidez  nociva,  que  impide  la  distribución  racional  del  gasto 
entre aquellos destinos que son prioritarios. Asimismo, establece erogaciones 
en sectores no esenciales, fuerza que el ajuste fiscal afecte partidas prioritarias 
de inversión en otros sectores, entorpece la fiscalización y control presupuestal 
al aumentar la complejidad del proceso, genera un incentivo a no racionalizar 
el gasto, y promueve el desbalance fiscal.   
 
Por  todo  esto,  los  Ministros  no  dudan  en  afirmar  que  este  problema 
constituye una “etapa de error”, que todos los países con principios sanos en 
sus finanzas públicas han logrado superar.  
 
La evidencia histórica sugiere entonces que desde comienzos de siglo, 
los  distintos  Ministros  de  Hacienda  se  han  pronunciado  con  respecto  a  las 
rentas de destinación específica y a la prodigalidad de los parlamentarios para 
ordenar  gastos  sin  establecer  previamente  los  recursos  con  que  han  de 
financiarse.  Estos  mismos  problemas  a  los  cuales  hacían  referencia  los 
Ministros de Hacienda desde hace casi 100 años, son los que afectan hoy al 
presupuesto, generando inflexibilidad e imponiendo obstáculos para el logro de 
una asignación eficiente de los recursos y el equilibrio presupuestal. Lo que 
resulta  paradójico  es  que  en  distintos  momentos  del  tiempo,  y  tal  y  como 
establece  en  la  actualidad  el  Articulo  359  de  la  Constitución,  las  rentas  de 
destinación específica han existido a pesar de estar “prohibidas” y a pesar de 
que el principio de Unidad de Caja se encuentre explícitamente consagrado en 
la Ley Orgánica del Presupuesto (Decreto 111, 1996, artículo 12). 
 
D. Recursos Parafiscales 
 
Los antecedentes de la parafiscalidad en Colombia fueron discutidos de 
manera  detallada  por  Ferrer  (1996)  en  su  artículo  “Uso  y  Abuso  de  la 
Parafiscalidad en Colombia”.  Uno de los primeros casos de parafiscalidad se 
remonta a la ley 76 de 1927 que establecía gravámenes a los cafeteros para su 
propio beneficio. Sin embargo, la retención cafetera establecida mediante el 
decreto 281 de 1957 al igual que el impuesto ad valorem establecido sobre las 
exportaciones  de  café  mediante  el  decreto  444  de  1967  se  reconocen 
tradicionalmente como los primeros casos de parafiscalidad en el país. 
 
A su vez, las contribuciones parafiscales al SENA, ICBF, ISS y las Cajas 
de  Compensación,  que  son  quizás  los  casos  de  parafiscalidad  más 
significativos (cuantitativamente)  en la actualidad, se remontan a mediados del 
siglo  pasado.  En  efecto,  la  ley  90  de  1946  estableció  que  los  patrones  y 
trabajadores  debían  cotizar  a  favor  del  ISS  para  la  atención  médico-
odontológica y las pensiones de los trabajadores. Posteriormente, el decreto 
118 de 1957 ordenó a los patronos a cotizar un porcentaje de su nómina al 
SENA para contribuir con la formación de mano de obra calificada. Este mismo 
decreto  ordenó  a  algunos  empresarios  a  otorgar  un  subsidio  familiar  a  sus   33 
trabajadores a través de las Cajas de Compensación Familiar. Finalmente, la 
Ley 75 de 1968 estableció la contribución obligatoria de los empleadores al 
ICBF para proteger al menor de edad y proteger la familia. 
 
Adicionalmente, de manera similar a las contribuciones de los cafeteros, 
han existido cuotas de fomento para los cereales, el arroz y el cacao (leyes 101 
de 1963, 31 de 1965 y 51 de 1966) y para la panela, la carne y la leche entre 
otras (ley 40 de 1990 y ley 89 de 1993). De hecho, la ley 101 de 1993 sobre 
desarrollo agropecuario y pesquero expresa en su Capítulo V, artículo 29 que 
“Para  efectos  de  esta  ley,  son  contribuciones  parafiscales  agropecuarias  y 
pesqueras las que en casos y condiciones especiales, por razones de interés 
general, impone la ley a un subsector agropecuario o pesquero determinado, 
para beneficio del mismo. Los ingresos parafiscales agropecuarios y pesqueros 
no hacen parte del presupuesto general de la Nación” (Ferrer, 1996, p. 61). 
 
El  concepto  de  parafiscalidad  fue  consagrado  explícitamente  en  la 
Constitución  Política  de  1991,  si  bien  éste  ya  había  sido  utilizado 
anteriormente.  La  necesidad  de  consagrar  explícitamente  el  concepto  de 
parafiscalidad  en  la  Constitución  obedeció  al  hecho  de  que  en  ocasiones 
anteriores  la  Corte  Suprema  de  Justicia  había  declarado  la  falta  de 
fundamentos legales de este tipo de contribuciones. De hecho, el constituyente 
Alfonso Palacio Rudas, citado por Ferrer (1996) manifestaba lo siguiente: 
 
En  un  litigio  relacionado  con  la  retención  cafetera,  en  el  que  los 
distinguidos  juristas  Carlos  Restrepo  Piedrahita  y  Rodrigo  Noguera 
Laborde  plantean  la  cuestión  de  la  parafiscalidad,  la  Corte  Suprema  de 
Justicia, en sentencia del 10 de noviembre de 1977 dijo lo siguiente: “Por 
tal  peculiaridad  los  opositores  piden  que  se  tengan  como  recursos 
parafiscales, que según la doctrina fiscal pueden existir y subsistir por fuera 
del  manejo  del  presupuesto  nacional.  Ello  sin  embargo,  no  es  posible 
legalmente en Colombia, porque cualquiera que sea la contribución de que 
se  trate,  o  como  sea  su  naturaleza  o  se  la  llame,  los  preceptos 
constitucionales  (206  y  210-1)  y  la  ley  orgánica  del  presupuesto  no  lo 
permiten.”  Ese  fallo  fundamenta,  en  nuestra  opinión,  la  necesidad  de 
introducir el concepto de parafiscalidad en nuestra Carta Política (Ferrer, 
1996, p. 62). 
 
Finalmente,  la  comisión  económica  de  la  Asamblea  Nacional  Constituyente 
aprobó la ponencia presentada por Hernando Yepes Arcila, en compañía de 
Alfonso  Palacio  Rudas  y  se  consagró  la  parafiscalidad  explícitamente  en  la 
Constitución. 
 
  Es curioso que la solución opuesta, a saber, incluir en el presupuesto 
todas las rentas asimilables a impuestos, hubiese sido desechada por ésta más 
exótica,  de  dar  rango  constitucional  a  las  rentas  parafiscales.  Con  esto  se 
estableció como una norma profunda un curioso sistema dual de asignar el 
dinero de los contribuyentes. Se alejó del proceso presupuestal y del escrutinio 
democrático anual a montos muy considerables de recursos. Si bien los fondos 
destinados  al  SENA,  el  ICBF  o  a  las  Cajas  de  Compensación  pueden  ser 
considerados prioritarios año tras año, deben estar sujetos, tal como el resto de   34 
impuestos de los colombianos, a un examen crítico y a una asignación con 
base en las prioridades de mandatarios elegidos democráticamente. 
 
IV.  Un análisis de las inflexibilidades presupuestales actuales 
 
La revisión de la literatura económica acerca de los orígenes políticos de 
las  inflexibilidades,  así  como  los  trabajos  y  la  experiencia  sobre  el  proceso 
presupuestal  en  Colombia  que  se  han  examinado  en  las  secciones 
precedentes, revelan la importancia de comprender y atacar el problema de las 
inflexibilidades. Antes de dar paso a la presentación de algunas alternativas de 
reforma,  a  continuación  se  describen  en  mayor  detalle  los  tres  grupos  de 
inflexibilidades que, como se mencionó en la introducción, son contemplados 
por este trabajo: las inflexibilidades en el gasto, las inflexibilidades del ingreso o 
Rentas de Destinación Específica, y los recursos Parafiscales. 
 
A. Inflexibilidades con fuente en los gastos: transferencias  
 
Dentro de los gastos de funcionamiento de la nación los componentes 
más  importantes  son  los  gastos  de  personal,  los  gastos  generales  y  las 
transferencias. Estas a su vez se componen de las asignaciones que hace la 
Nación a las entidades territoriales por medio del SGP, los aportes del Estado a 
las Universidades, los pagos de pensiones, las prestaciones sociales de los 
maestros,  y  otras  transferencias  de  diversa  índole.  Las  transferencias 
territoriales y el pago de pensiones son los mayores componentes, pero las 
otras transferencias que se reportan de manera detallada en el Cuadro 1 del 
Anexo son de magnitud considerable al conformar cerca de una quinta parte 
del  total  de  transferencias  y  1.7%  del  PIB.  Entre  las  mismas  hay  una  gran 
diversidad,  dado  que  agrupan  rubros  tan  diversos  como  el  control  de  la 
tuberculosis,  aportes  para  la  Fundación  Colegio  Mayor  de  San  Bartolomé, 
hasta la convención colectiva para servicios médicos de trabajadores de los 
ferrocarriles y el Fondo Pensional Territorial (Gráfico 4). 
 
Como  se  ha  señalado,  el  gran  número  de  transferencias  le  resta 
transparencia  al  proceso  presupuestal  por  cuanto  dificulta  determinar  la 
cantidad de recursos que están siendo destinados a los distintos fines sociales. 
Como  estos  recursos  constituyen  apropiaciones  inflexibles,  escapan  a  la 
discusión  necesaria  sobre  la  prioridad  de  los  distintos  renglones  del  gasto 
público.  Por  ello,  es  importante  intentar  hacer  una  clasificación,  aunque 
general,  de  los  sectores  que  actualmente  reciben  dinero  a  través  de  las 
transferencias. Una clasificación propuesta se presenta en el Cuadro 2. Las 
categorías consideradas incluyen: transferencias territoriales, seguridad social 
y  aseguramiento,  educación  y  deporte,  control  y  justicia,  transferencias  al 
Ministerio  de  Hacienda,  Defensa,  transferencias  al  sector  financiero,  
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Gráfico 4 
Composición de las Transferencias, 1997-2004 
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Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
       
A partir de esta clasificación es evidente que existe una amplia gama de 
grupos que reciben recursos públicos en forma de transferencias. Además, al 
interior  de  cada  grupo,  la  heterogeneidad  de  los  diferentes  rubros  es 
considerable, al punto que aún con esta clasificación no es sencillo determinar 
cuántos  recursos  está  asignando  la  nación  para  los  distintos  fines  sociales. 
También es evidente que ciertos fondos favorecen  intereses de grupos muy 
particulares. 
 
En  términos  de  esta  clasificación  por  sectores,  las  transferencias 
territoriales, los montos destinados a Seguridad Social y Aseguramiento, y en 
menor medida a Educación y Deporte y a Control y Justicia son los rubros de 
mayor  importancia  (Gráfico  5).  No  obstante,  en  línea  con  lo  explicado 
anteriormente, es importante señalar que estas magnitudes no necesariamente 
dan una idea clara de la prioridad que, implícitamente, se da a los diferentes 
renglones del gasto público. Por ejemplo, dado que las transferencias a las 
regiones  son  destinadas  a  diversos  fines,  en  esta  presentación  de  la 
distribución  sectorial  de  las  transferencias  se  subestiman  los  recursos 
destinados  a  ciertos  sectores.  Por  ejemplo,  el  58.5%  de  las  transferencias 
territoriales se deben destinar a educación. Al agregar dichos recursos al sector 
de  educación  y  deporte,  se  tiene  que  su  participación  dentro  del  total  de 
transferencias  se  encuentra  entre  37%  y  40%  para  los  años  1997  a  2003. 
Adicionalmente, a los recursos destinados al sector de educación se deberían 
sumar las transferencias por pensiones a los maestros y demás trabajadores 
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Cuadro 2 
Listado y clasificación de las inflexibilidades 
Transferencias 
MILES DE MILLONES DE PESOS 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003
2003 
(%PIB)
1.TRANSFERENCIAS 8,801.18     11,452.61         15,421.09         16,967.13         19,267.22         22,025.51         22,717.64         10.18%
1.1 Territoriales 5,061.12     6,012.58           8,180.58           9,155.89           10,227.60         11,459.64         12,927.69         5.79%
1.1.1 Transferencias Territoriales 5,047.60     5,975.19           8,050.66           9,012.08           10,120.57         11,435.84         12,901.30         5.78%
1.1.2.Participación IVA Antiguas Intendencias y Comisarías 13.52          15.37                17.31                18.58                21.70                23.80                26.39                0.01%
1.1.3 Préstamos a Entidades Territoriales -             20.72                80.60                98.61                80.32                -                    -                    0.00%
1.1.4 Compensacion Ingresos Tributarios Eje Cafetero -             1.30                  32.01                26.61                5.00                  -                    -                    0.00%
1.2 Seguridad Social y Aseguramiento 2,658.81     3,693.02           4,135.33           5,284.98           6,636.47           8,153.97           7,574.59           3.39%
1.2.1 Pensiones    2,083.21           2,661.42           3,239.87           3,732.27           4,564.64           5,320.56           6,062.83  2.72%
1.2.2 Prestaciones Sociales del Magisterio       336.40              742.83              557.72              759.55           1,265.88              854.01              690.93  0.31%
1.2.3 Fondo Pensional Territorial              -                        -                        -                322.54              252.95              837.43              224.99  0.10%
1.2.3 Prestaciones Sociales y Servicios Médicos Militares              -                        -                        -                        -                        -                207.80              212.46  0.10%
1.2.4 Cesantías       153.70              201.93              225.06              156.60              210.34              189.20              136.68  0.06%
1.2.5 Servicios Médicos Ferrocarriles, Puertos. -Invías-         39.51                35.59                38.07                47.77                52.63                55.63                52.18  0.02%
1.2.6 Prestaciones Sociales Sector Salud         46.00                44.36                66.62              199.01                51.79                50.37                50.39  0.02%
1.2.7 Fondo Cesantías Soldados Profesionales              -                        -                        -                        -                        -                  46.00                47.09  0.02%
1.2.8 Aseguramiento Vehículos de Servicio Público              -                    6.85                  8.00                25.00                30.00                37.97                40.00  0.02%
1.2.9 Subsidio Enfermos de Lepra              -                        -                        -                        -                        -                  14.54                14.59  0.01%
1.2.10 Seguros de Vida              -                        -                        -                        -                        -                  10.60                12.17  0.01%
1.2.11 Fondo de Riesgos Profesionales              -                        -                        -                        -                        -                  12.64                10.35  0.00%
1.2.12 Sistema Integral de Salud en el Sistema Penitenciario              -                        -                        -                    5.08                  5.92                  6.46                  7.30  0.00%
1.2.13 Fondo de Pensiones Soldados Profesionales              -                        -                        -                        -                        -                    0.07                  5.89  0.00%
1.2.14 Seguro de Desempleo Deudores de Vivienda de interés Social              -                        -                        -                        -                        -                    8.20                  5.20  0.00%
1.2.15 Programas de Apoyo en Salud              -                    0.03                      -                  37.16              202.33                  2.47                  1.55  0.00%
1.2.16 Préstamos a Entidades Descentralizadas. -ISS-              -                        -                        -                        -                        -                500.00                      -    0.00%
1.3 Educación y Deporte       300.22              776.71              996.74           1,046.26           1,194.57           1,245.17           1,326.74  0.59%
1.3.1 Universidades       254.70              743.14              881.23              981.73           1,122.16           1,192.17           1,271.09  0.57%
1.3.2 Institutos Técnicos         34.39                33.57                44.21                64.53                72.41                53.00                55.65  0.02%
1.3.3 Préstamos Pagos Maestros Territoriales         11.13                      -                  71.30                      -                        -                        -                        -    0.00%
1.4 Control y Justicia 304.16        453.68              257.63              286.38              303.54              329.75              244.67              0.11%
1.4.1 Inpec. Alimentación Para Internos         29.25                36.88                48.41                55.19                65.69                68.69                64.48  0.03%
1.4.2 Sentencias y Concialiaciones       243.53              371.17              154.79              175.37              158.32              146.27                59.80  0.03%
1.4.3 Protecciön Personas en Riesgo contra su Vida              -                        -                    4.58                  3.77                23.04                29.20                29.00  0.01%
1.4.4 Defensoría Pública              -                        -                        -                        -                        -                  19.89                17.90  0.01%
1.4.5 Cuota de Auditaje         31.37                45.63                49.85                52.05                56.48                65.70                57.00  0.03%
1.4.6 Garantizar Derecho de los Procesados              -                        -                        -                        -                        -                        -                  16.50  0.01%
1.5 Ministerio de Hacienda           0.01                  9.94                39.13              124.01                97.08              122.85              206.22  0.09%
1.5.1 Cruce de Cuentas Minhacienda           0.01                  1.40                23.04                15.00                14.18                  6.57                78.36  0.04%
1.5.2 Provisión para Ajuste Incremento Salarial              -                        -                    0.01                59.57                16.32                58.60                77.60  0.03%
1.5.3 Programas de Modernización del Estado (Hacienda y otros)              -                    4.09                13.35                48.25                19.16                51.18                40.26  0.02%
1.5.4 Fondo Interministerial              -                    4.45                  2.73                  1.19                  9.00                  6.50                10.00  0.00%
1.5.6 Banca Pública Hacienda              -                        -                        -                        -                  38.42                      -                        -    0.00%
1.6 Militares 10.76          34.12                95.16                119.28              142.46              145.45              156.32              0.07%
1.6.1 Transferencia al Hospital Militar Central -             -                    55.18                76.84                89.39                84.46                91.25                0.04%
1.6.2 Fondo Solidaridad Salud Defensa y Policía -             17.46                21.16                21.73                30.87                29.79                32.43                0.01%
1.6.3 Programa de Reinserción a la Vida Civil 10.76          16.65                18.82                20.71                22.21                23.95                23.60                0.01%
1.6.4 Fondo de programas Especiales para la Paz -             -                    -                    -                    -                    7.24                  9.04                  0.00%
1.7 OTROS 466.10        442.71              598.11              647.33              547.76              528.33              124.28              0.06%
1.7.1 Resto de Transferencias Nación       335.94              287.62              258.71              237.02              381.34                60.40                75.10  0.03%
1.7.2 Financiación Partidos Políticos y Campañas Electorales              -                        -                        -                  23.59                  6.91                47.11                29.16  0.01%
1.7.3 Organismos Internacionales         18.66                68.01                71.85              118.35                97.81              107.37                16.06  0.01%
1.7.4 Mecanismos de Difusión Comercio Exterior       111.50                87.08              147.55              250.90                60.00              301.82                  3.53  0.00%
1.7.5 Aportes Campañas Directas              -                        -                        -                        -                        -                        -                    0.43  0.00%
1.7.6 Fondo Garantías Cooperativas (Capital Semilla)              -                        -                100.00                      -                        -                        -                        -    0.00%
1.7.7 Fondec              -                        -                        -                        -                        -                  11.63                      -    0.00%
1.7.8 Certificados de Desarrollo Turístico              -                        -                  20.00                17.47                  1.71                      -                        -    0.00%
1.8 Financieros              -                    0.01           1,060.67              261.27                78.21                  0.38              121.27  0.05%
1.8.1 Fondo de Organismos Financieros internacionales. FOFI              -                        -                        -                        -                        -                        -                  68.32  0.03%
1.8.2 Cartetra Hipotecaria              -                        -                740.68              210.00                67.79                  0.38                52.95  0.02%
1.8.3 Recursos Dos por Mil - FOGAFIN, FOGACOOP, FOSADEC              -                        -                200.00                50.80                10.00                      -                        -    0.00%
1.8.4 Fondo de Solidaridad Ahorradores y Depositantes              -                    0.01              119.99                  0.47                  0.42                      -                        -    0.00%
1.9 Social -             29.84                57.74                41.74                39.33                39.98                34.94                0.02%
1.9.1 Programas de Desarrollo Agropecuario              -                  27.84                31.74                36.74                35.83                37.33                30.83  0.01%
1.9.2 Atención de Desastres y Emergencias. Fondo Nacional de Calamidades              -                    2.00                26.00                  5.00                  3.50                  2.65                  4.11  0.00%
1.10 Infraestructura y Combustible -             -                    -                    -                    0.18                  -                    0.92                  0.00%
1.10.1 Provisión para la prestación de Energía Zona no Interconectada -             -                    -                    -                    0.18                  -                    0.92                  0.00%  
Fuente: Ministerio de Hacienda. Clasificación sectorial de los autores.  
 
Gráfico 5 
Distribución sectorial de las Transferencias, 1997-2004 
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           Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público  
           Nota: Encima de cada barra aparece el valor total de los rubros considerados como % del PIB.      37 
 
B.  Inflexibilidades  con  fuente  en  los  ingresos:  Rentas  de  Destinación 
Específica 
 
Las inflexibilidades con fuente en los ingresos surgen por normas que 
destinan un ingreso de la Nación o parte de él a una destinación específica. 
Entre  estas  hay  ejemplos  notorios  como  el  Fondo  Nacional  de  Regalías,  la 
participación  del  IVA  de  las  antiguas  intendencias  y  comisarías,  y  la  de 
dotación y arreglos locativos de escuelas industriales e institutos técnicos, entre 
otras. 
 
Este fenómeno se ha agudizado en los últimos años debido a la creación 
de nuevas destinaciones específicas de los ingresos de la Nación, las cuales 
se  detallan,  junto  con  su  fundamento  legal,  en  el  Cuadro  1  del  Anexo.  El 
Gráfico 6 muestra el momento en el cual fueron creadas las diferentes Rentas 
de Destinación Específica presentes en el presupuesto del 2003 así como el 
porcentaje que representan dentro del  monto total de este tipo de rentas. Este 
gráfico ilustra que entre las inflexibilidades en el ingreso presentes hoy en el 
presupuesto,  las  más  importantes  (y  la  mayoría)  fueron  creadas  durante  la 
década de los noventa.   
 
Gráfico 6 
Composición de las Rentas de Destinación Específica 
presentes en el Presupuesto del 2003, según año de creación 
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Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
Nota:  Se  incluye  el  impuesto  a  la  Seguridad  Democrática.  El  listado  completo  de  las  Rentas  de 
Destinación Específica, su año de creación y la Ley que la generó se encuentra en los Cuadros 1 y 2 del 
Anexo.  
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Cuadro 3 
Listado y clasificación de las inflexibilidades 
Rentas de destinación específica 
MILES DE MILLONES DE PESOS 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003
2003 
(%PIB)
2. RENTAS DE DESTINACIÓN ESPECÍFICA 5,766.83           7,341.24           6,883.81           8,415.66           8,797.57           8,256.91           3.70%
2.1 Establecimientos Públicos 3,926.25           4,862.65           4,180.03           4,766.78           4,997.56           4,488.44           2.01%
2.2 Seguridad Social y Aseguramiento 1,077.11           1,168.24           1,080.92           1,516.61           1,397.14           1,313.27           0.59%
2.2.1  Subcuenta de Soldaridad y Garantía en salud       718.19              718.19              702.40              576.11              770.96              689.22              499.45  0.22%
2.2.2 Fondo de Salud Militares       113.51              113.51              128.37              155.07              196.43              201.27              213.22  0.10%
2.2.3 Fondo de Salud Policía       134.29              134.29              167.96              165.63              193.28              198.16              209.95  0.09%
2.2.4 Fonpet (IMPUESTO AL TIMBRE NACIONAL, 70%)              -                        -                        -                        -                157.34              108.70              182.00  0.08%
2.2.5 Fondo de Solidaridad Pensional         96.10                96.10              150.34              150.00              153.75              160.00              169.60  0.08%
2.2.6 Pensiones  CVC           9.22                  9.22                10.97                11.91                13.09                13.82                14.86  0.01%
2.2.7 Fondo de Riesgos Profesionales           5.80                  5.80                  7.03                16.66                18.97                12.70                10.35  0.00%
2.2.8 Fondo de Investigación en Salud              -                        -                        -                        -                    7.00                  7.00                  7.00  0.00%
2.2.9 Fondo de Pensiones Superintendencias              -                        -                    1.17                  5.54                  5.78                  6.26                  6.86  0.00%
2.3 Militares
2.3.1 Gastos asociados a la Seguridad Democrática                     -                        -                        -                        -                646.10           1,421.20  0.64%
2.3.2  Fondos Internos Ministerio de Defensa               92.61                97.80              112.72              136.04              144.13              112.73  0.05%
2.3.3 Fondos Internos Policía Nacional               35.49                40.68                65.50                92.99                77.84                74.64  0.03%
2.3.4 Fondo de Seguridad y Convivencia Ciudadana                     -                  25.73                16.00                33.00                21.30                22.82  0.01%
2.3.5  Fondo de Defensa Nacional               20.36                32.97                31.57                45.79                26.31                16.83  0.01%
2.4 Control y Justicia 181.45              237.88              217.03              253.98              259.06              246.84              0.11%
2.4.1 Contraloría General de la República             104.47              120.77              129.60              134.21              143.63              143.44  0.06%
2.4.2 Financiación Sector Justicia               70.15                91.78                85.09              117.41              104.13                98.14  0.04%
2.4.3 Fondo de Bienestar de la Contraloría                 6.83                  2.43                  2.35                  2.36                11.30                  5.26  0.00%
2.4.4  Fondo de Infraestructura Carcelaria                     -                  22.90                      -                        -                        -                        -                     -   
2.5 Territoriales 260.29              638.75              770.09              1,057.28           823.05              132.60              0.06%
2.5.1 Fondo N. De Regalías               79.48              407.15              452.99           1,023.55              771.75                91.11  0.04%
2.5.2 Contribución para la descentralización             154.00              206.60              289.79                      -                        -                        -                     -   
2.5.3 Antiguas Intendencias y Comisarías               15.37                17.31                18.59                21.70                23.80                26.30  0.01%
2.5.4 Departamento San Andrés y Prov.                 9.66                  4.37                  6.10                  9.96                12.00                12.10  0.01%
2.5.5 Fondo de Desarrollo para la Guajira                     -                        -                        -                        -                  11.60                      -                     -   
2.5.6 Municipios Porductores de Oro y Platino                 1.78                  3.31                  2.62                  2.06                  3.90                  3.09  0.00%
2.6 Social -                    -                    -                    130.85              85.40                111.30              0.05%
2.6.1  Programas de Inversión Social  (20% DEL PUNTO ADICIONAL DEL IVA)                     -                        -                        -                  87.23                74.90                90.90  0.04%
2.6.2 Programas de Prevención y Atención a desplazados (10% DEL PUNTO 
ADICIONAL DEL IVA)
                    -                        -                        -                  43.62                10.50                20.40 
0.01%
2.7 Infraestructura y Combustible 39.18                65.98                53.28                153.87              175.92              106.75              0.05%
2.7.1 Fondo Sobretasa al ACPM -                    28.00                -                    54.00                51.04                40.00                0.02%
2.7.2 Fondo de Solidaridad del Sector Eléctrico 25.00                20.03                31.88                35.06                89.20                36.50                0.02%
2.7.3 Fondo de compensación Ambiental 13.38                12.96                16.96                21.16                17.40                17.00                0.01%
2.7.4 Fondo de Apoyo Financiero en Zonas no Interconectadas -                    -                    -                    40.00                15.00                10.00                0.00%
2.7.5 Fondo de Subsidio de la Sobretasa a la Gasolina -                    4.08                  4.00                  3.50                  3.20                  3.20                  0.00%
2.7.6 Fondo Rotatorio de Minas y Energía 0.80                  0.91                  0.45                  0.15                  0.08                  0.05                  0.00%
2.8 Educación y Deporte 34.32                45.03                65.76                73.67                55.80                83.37                0.04%
2.8.1 Escuelas Industriales e Institutos Técnicos         33.57                33.57                44.21                64.53                72.39                53.00                55.65  0.02%
2.8.2 Liquidación Plan Sectorial Recreación y Deporte              -                        -                        -                        -                        -                        -                  16.00  0.01%
2.8.3  Programa desarrollo Deportivo Deptos y Distrito Capital              -                        -                        -                        -                        -                        -                  10.00  0.00%
2.8.4 Instituto de estudios del M. Público           0.76                  0.76                  0.83                  1.23                  1.28                  1.85                  1.29  0.00%
2.8.5 Fondo Conservación Museos y Teatros              -                        -                        -                        -                        -                    0.95                  0.43  0.00%
2.9 Financiero -                    -                    210.00              67.79                0.38                  52.90                0.02%
2.9.1 Gasto Asociado al Impuesto del Encaje                     -                        -                210.00                67.79                  0.38                52.90  0.02%
2.10 Contribuciones 84.07                105.42              56.13                52.23                57.10                49.92                0.02%
 2.10.1 Contribución Super Industria y Comercio                 9.83                13.08                18.11                19.68                22.75                20.99  0.01%
2.10.2 Comisión de Regulación de Energía y Gas                 3.73                  4.14                  3.84                  6.01                  8.10                  6.38  0.00%
2.10.3 Contribución SuperNacional de Valores                 1.53                  1.53                  4.02                  4.33                  5.33                  5.41  0.00%
2.10.4 C.R.A.                 2.52                  3.02                  3.12                  3.93                  3.80                  4.95  0.00%
2.10.5 Contribución Superpuertos               12.82                19.85                18.25                  8.52                  7.41                  4.45  0.00%
2.10.6 Comisión de regulación de Telecominicaciones                 4.25                  6.20                  5.43                  6.08                  5.84                  4.10  0.00%
2.10.7Contribución Super Subsidio Familiar                 3.12                  4.16                  3.36                  3.67                  3.87                  3.64  0.00%
2.10.8 Contribución SuperBancaria               46.27                53.44                      -                        -                        -                        -                     -   
2.11 OTROS 15.71                20.10                24.78                34.78                30.48                23.32                0.01%
2.11.1 Dirección General de Comercio Exterior                     -                        -                        -                        -                  12.17                10.94  0.00%
2.11.2 Fondo de Defensa para los Derechos e Intereses Colectivos                     -                    0.20                      -                        -                    6.18                  5.00  0.00%
2.11.3 Fondo de Estupefacientes                 2.07                  3.14                  3.14                  3.09                  3.51                  3.98  0.00%
2.11.4 Junta Central de Contadores                 0.67                  0.30                  1.21                  1.58                  1.60                  1.42  0.00%
2.11.5 Consejo Profesional Nacional de Ingeniería                     -                        -                    1.05                  1.05                  1.11                  1.17  0.00%
2.11.6 Donaciones               12.97                16.47                  9.83                18.05                  5.90                  0.80  0.00%
2.11.7 Unidad Administrativa Especial de Comercio Exterior                     -                        -                    9.54                11.01                      -                        -                     -    
Fuente: Ministerio de Hacienda. Clasificación sectorial de los autores. 
 
 
Este hecho podría dar sustento a la hipótesis mencionada en la revisión 
de la literatura económica, según la cual la creación de inflexibilidades es una 
estrategia de diversos grupos que sirve tanto para asegurar recursos públicos 
futuros,  como  para  generar  una  protección  institucionalizada  en  contra  de 
recortes  necesarios  en  momentos  de  ajuste.  Como  se  mencionó  en  dicha 
sección, durante la década de los noventa, como consecuencia de un mayor 
grado  de  participación  y  polarización  política,  del  surgimiento  evidente  de 
dificultades fiscales, y de la adopción de reformas que favorecieron a algunos 
grupos  sociales  sobre  otros,  puede  haber  aumentado  la  importancia  para 
ciertos grupos de  asegurar su participación en el presupuesto. Una hipótesis 
complementaria  es  la  sugerida  por  Hommes  sobre  el  proceso  de   39 
descentralización,  el  cual,  aunque  asignó  competencias  a  las  regiones,  no 
eliminó  el  incentivo  político  de  crear  rentas  que  favorecieran  a  grupos 
particulares. Efectivamente, el Cuadro 3 (el cual presenta una clasificación de 
las  Rentas  de  Destinación  Específica  semejante  al  del  Cuadro  2  para  las 
transferencias)  revela  que  gracias  a  las  Rentas  de  Destinación  Específica 
existen  numerosos  grupos  y  regiones  que  obtienen  privilegios  especiales 
(véanse  por  ejemplo  los  Fondos  Internos  del  Ministerio  de  Defensa  y  de  la 
Policía Nacional y el Fondo para el Desarrollo de la Guajira). 
 
 
      La  composición  sectorial  de  las  Rentas  de  Destinación  Específica 
presentada en el Cuadro 3, revela que además de las rentas destinadas a los 
establecimientos  públicos,  los  montos  destinados  a  seguridad  social  y 
aseguramiento,  y  más  recientemente  a  gastos  militares  son  rubros  de 
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4.1% 4.8% 3.9% 4.5% 4.3% 3.7%
 
Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
Nota: Encima de cada barra aparece el valor total de los rubros considerados como % del PIB. 
 
El fundamento legal de este conjunto de inflexibilidades está dado por la 
Constitución Política en su artículo 359, el cual establece que “No habrá rentas 
nacionales de destinación específica”, pero enseguida añade: “Se exceptúan: 
1.  Las  participaciones  previstas  en  la  Constitución  en  favor  de  los 
departamentos, distritos y municipios. 2. Las destinadas para inversión social. 
3.  Las  que,  con base  en  leyes  anteriores, la  Nación  asigna  a entidades  de 
previsión social y a las antiguas intendencias y comisarías”.  
 
Un  problema  relacionado  con  esta  normatividad  es  que  la  regla  que 
regula la creación de Rentas de Destinación Específica en la Constitución no 
es lo suficientemente clara. Al no definir de manera precisa qué se entiende por 
inversión social, se favorece la creación de todo este tipo de rentas con esa 
etiqueta. En el  Proyecto  de  Acto  Legislativo  radicado  por  el  Gobierno  en  el 
Congreso de la República el 20 de Julio de 2003, se intenta enfrentar este   40 
problema. En este proyecto se propone modificar dicho artículo con el siguiente 
texto: “No habrá rentas nacionales de destinación especifica. Se exceptúan las 
participaciones  previstas  en  la  Constitución  a  favor  de  los  departamentos, 
distritos  y  municipios,  las  destinadas  a  educación,  seguridad  social,  agua 
potable, saneamiento ambiental y deporte.” Aunque esta puede ser una medida 
en la dirección adecuada, más adelante se discutirá una solución más de fondo 
para el problema de las Rentas de Destinación Específica. 
 
C. Recursos Parafiscales   
 
El tercer subconjunto de inflexibilidades que se considera en este trabajo 
son  los  recursos  parafiscales.    La  parafiscalidad  se  encuentra  consagrada 
explícitamente en la Constitución Política de 1991, en los artículos 150 y 338 
que establecen que es facultad del Congreso, las Asambleas Departamentales 
y  los  Consejos  Municipales  y  Distritales  establecer,  en  tiempos  de  paz,  las 
contribuciones fiscales y parafiscales.  
 
 Las contribuciones parafiscales son: “…aquellas tasas o aportes que, 
por ministerio de la ley, determinados sectores económicos o sociales están 
obligados  a  pagar  a  favor  de  un  ente  público  o  privado,  con  el  fin  de  que 
reviertan en beneficio de quienes hicieron la contribución, bien sea en la forma 
de  servicios  sociales,  o  bien  mediante  la  aplicación  de  mecanismos  de 
regulación económica.”
10 Debido a que son recursos públicos sobre los cuales 
el ejecutivo no tiene mayor discreción y están destinados a una entidad o a un 
fin  específico,  se  adaptan  al  criterio  de  inflexibilidad  definido  anteriormente. 
Para Lleras de la Fuente et al. (1992) citado por Ferrer (1996), estos aportes se 
han  convertido  en  una  “técnica”  para  la  apropiación  implícita  de  Rentas  de 
Destinación Específica: 
 
La parafiscalidad es una técnica de generación y manejo de los recursos 
públicos por fuera del presupuesto central, afectados a una destinación 
especial de carácter económico o social, cuya fijación corresponde a las 
corporaciones  públicas,  pero  cuya  administración  se  entrega  a 
organismos autónomos de carácter público o privado, que pueden ser de 
economía  dirigida,  de  carácter  gremial  o  profesional,  o  de  previsión 
social.  Debe  observarse,  en  consecuencia, que  si  bien  el  artículo  359 
prohíbe  las  rentas  nacionales  de  destinación  específica,  las 
contribuciones parafiscales quedan excluidas de tal prohibición en virtud 
de lo dispuesto por el artículo aquí comentado. Entre nosotros existe un 
considerable número de exacciones parafiscales de diversas especies, 
tales como las deducciones y cuotas para la seguridad social, el subsidio 
familiar,  el  servicio  nacional  de  aprendizaje,  la  retención  cafetera,  el 
fomento arrocero, etc., que no obedecían a unos principios reguladores 
básicos. (Ferrer, 1996, p. 63) 
 
La  discusión  sobre  la  conveniencia  o  no  de  las  contribuciones 
parafiscales y sus implicaciones sobre la elaboración del Presupuesto de la 
Nación  debe  considerar  más  a fondo  la  definición  de  “parafiscalidad”. En  la 
sentencia C-308/94 de la Corte Constitucional se habla de parafiscalidad “como 
una forma de gravamen que se maneja por fuera del presupuesto.[…] No es 
                                                 
10 Lleras de la Fuente, et.al (1992)   41 
con  todo,  un  ingreso  de  la  Nación  y  ello  explica  porqué  no  se  incorpora  al 
presupuesto nacional, pero no por eso deja de ser producto de la soberanía 
fiscal,  de  manera  que  sólo  el  Estado  a  través  de  los  mecanismos 
constitucionalmente  diseñados  con  tal  fin  (la  ley,  las  ordenanzas  y  los 
acuerdos) puede imponer esta clase de contribuciones como ocurre también 
con los impuestos. [...] Las contribuciones parafiscales, se repite, son recursos 
públicos pero no son ingresos corrientes de la Nación” (Ferrer, 1996, p. 64-65).  
 
  Otro  elemento  importante  de  la  parafiscalidad  tiene  que  ver  con  la 
relación entre la contribución y el beneficio que reciben aquellos que deben 
hacer los aportes y que constituye un criterio importante para diferenciar los 
recursos  parafiscales  de  las  tasas  y  de  los  impuestos.  Como  señala  Ferrer 
(1996), comúnmente se argumenta que todo pago a la administración pública 
que  no  implique  a  cambio  un  beneficio  directo,  inmediato  y  razonable 
constituye un impuesto y no un recurso parafiscal. En el caso de las tasas en 
cambio,  la  contraprestación  debe  ser  directa,  inmediata  y  proporcional  a  la 
suma pagada. Sin embargo, un análisis de las contribuciones parafiscales más 
importantes que hacen los empleadores al SENA y al ICBF evidencian que las 
contribuciones  parafiscales  no  tienen  que  guardar,  necesariamente,  una 
relación  directa  ni  inmediata  con  el  beneficio  recibido.  Muchos  empresarios 
contribuyen al SENA así no necesiten mano de obra calificada y en muchos 
casos, por más de necesitarla, no pueden obtenerla. Algo similar ocurre con las 
cotizaciones  al  ICBF  pues  muchos  empleados  de  una  empresa  pueden  no 
necesitar los servicios de esta entidad (por ejemplo si no tienen hijos) pero aún 
así, el empleador debe cotizar por ellos. Todo esto implica que un gravamen, 
para ser reconocido como un recurso parafiscal y no como un impuesto, debe 
tener  una  contraprestación,  pero  esta  no  tiene  que  ser  inmediata  ni 
proporcional  o  de  lo  contrario  sería  una  tasa.  Según  Ferrer  (1996),  la 
parafiscalidad se encuentra más cerca de los impuestos que de las tasas (de 
hecho a los aportes al SENA y al ICBF se les llama en ocasiones impuestos a 
la nómina). 
 
En  el  PGN  no  se  incluyen  todas  las  rentas  parafiscales  puesto  que 
muchas de ellas ingresan directamente a las entidades (como es el caso de las 
Cajas de Compensación Familiar). En el Gráfico 8, se muestran tres de los 
recursos parafiscales más importantes, que se obtienen a partir del impuesto a 
la  nómina
11.  Como  se  observa  en  el  gráfico,  el  recaudo  del  SENA,  ICBF  y 
Cajas de Compensación se ha mantenido relativamente estable en los últimos 
seis años en un nivel cercano al  1.5% del PIB.  Evidentemente, la magnitud de 









                                                 
11  Los  recursos  destinados  al  ICBF  corresponden  al  3%  de  al  nómina  mientras  que  los  del  SENA 
corresponden al 2% y los de las Cajas de Compensación al 4%.   42 
 
Gráfico 8 
Recaudo del ICBF, SENA y Cajas de Compensación, 1998-2003 
(como % del PIB) 
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        Fuente: Departamento Nacional de Planeación.  
 
  Esta discusión es importante pues conlleva a reconsiderar la decisión de 
no incluir  los recursos parafiscales en el Presupuesto General de la Nación y 
de  esta  manera  replantear  el  carácter  inflexible  de  estos  recursos.  Ferrer 
planeta  (1996)  que  las  contribuciones  parafiscales  han  de  incorporarse  al 
Presupuesto Nacional, pues de acuerdo con el artículo 345 de la Constitución 
“en tiempo de paz no se podrá percibir contribución o impuesto que no figure 
en el presupuesto de rentas, ni hacer erogación con cargo al Tesoro que no se 
halle incluida en el de gastos.” De esta forma resulta inconstitucional excluir 
algunos recursos parafiscales del presupuesto ya que toda contribución fiscal o 
parafiscal debe estar incluida en el presupuesto para poder llevar a cabo su 
percepción. Sin embargo, la Corte Constitucional, en la sentencia C-046 citada 
por Ferrer (1996) señala que “es necesario advertir que lo más adecuado es 
que los recursos parafiscales no aparezcan en el presupuesto nacional, pero el 
hecho de que la ley que los crea señale cosa distinta no significa- por ese solo 
hecho-  que  transformen  su  naturaleza  de  recursos  parafiscales  en  recursos 
tributarios de la Nación”. 
 
  De lo anterior se desprende que primero, la Corte Constitucional está 
confundida y que si bien los recursos parafiscales deben estar incluidos en el 
Presupuesto General de la Nación, esto no implica que no sigan destinándose 
para los fines para los cuales fueron creadas ni que para su recaudo, ejecución 
y control deban seguirse los mismos procedimientos que se siguen para los 
impuestos. 
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  Un último punto que discute Ferrer tiene que ver con la forma en la cual 
se ha “abusado” del criterio de parafiscalidad para “disfrazar” algunas Rentas 
de  Destinación  Específica.  Analizando  el  presupuesto  de  1994,  Ferrer 
encuentra que una serie de recursos enumerados como parafiscales en ese 
entonces corresponden en realidad a tasas por servicios (como los Fondos de 
Publicaciones de la Contraloría, los de la Universidad Militar Nueva Granada,  
los ingresos de la Junta Central de Contadores y los de la Escuelas Industriales 
e  Institutos  Técnicos),  y  no  deben  ser  por  consiguiente  disfrazados  como 
recursos parafiscales ya que no constituyen Rentas de Destinación Específica.  
 
En contraste, rubros como la compensación por canales radioeléctricos 
regionales y los aportes que deben hacer las notarías para la administración de 
la  justicia,  que  aparecían  como  recursos  parafiscales  en  el  presupuesto  de 
1994, son en realidad Rentas de Destinación Específica ya que según Ferrer, 
carecen  de  contraprestación.  Sin  embargo,  el  motivo  detrás  de  disfrazar 
algunos  rubros  como  parafiscales  también  podía  responder  a  un  incentivo 
particular del gobierno; este es, disminuir el monto de ingresos corrientes de la 
Nación con base en el cual se calculaban las transferencias territoriales hasta 
la expedición del Acto Legislativo 02 del 2001.  
 
V.  Recomendaciones de política  
 
Los  orígenes  de  las  inflexibilidades  del  presupuesto  son  de  diversa 
índole. Si bien estas pueden en teoría constituirse en un mecanismo para aislar 
ciertos rubros de la discreción del gobierno, como una manera para resolver 
problemas de inconsistencia, este trabajo argumenta que esta interpretación es 
errónea para muchos de los casos presentes en el presupuesto colombiano. 
Como se señaló anteriormente, bajo el esquema actual, el presupuesto está 
sujeto  a  un  problema  de  Tragedia  de  los  Comunes  que  lleva  a  las 
inflexibilidades  a  un  nivel  superior  al  óptimo.  Aunque  no  existe  una manera 
sencilla  de  determinar  dicho  nivel  óptimo,  la  presentación  de  la  abundante 
cantidad  y  diversidad  de  transferencias  y  rentas  de  destinación  específica 
indica que en el caso colombiano las inflexibilidades son excesivas. Prueba 
adicional de ello es que las inflexibilidades del presupuesto atentan contra la 
posibilidad del gobierno de hacer ajustes necesarios y de destinar los recursos 
públicos a los rubros que considera prioritarios. 
 
En  el  origen  de  las  inflexibilidades  existe  un  importante  componente 
político,  por  lo  que  su  eliminación  requiere  de  un  acuerdo  político.  Por  una 
parte, las inflexibilidades pueden constituirse en una “tecnología” utilizada por 
los grupos de presión como variable estratégica para asegurar recursos futuros 
y evitar asumir los costos de un ajuste en situaciones que así lo requieran. No 
obstante,  cuando  todos  los  actores  sociales  operan  con  esta  lógica,  el 
resultado  es  que  las  inflexibilidades,  más  que  una  solución  al  problema  de 
inconsistencia,  se  convierten  bien  en  “promesas  incumplibles”,  o  en 
obligaciones  que  pueden  atentar  contra  la  viabilidad  financiera  del  Estado. 
Adicionalmente,  las  inflexibilidades  hacen  menos  transparente  el  proceso 
presupuestal y dificultan la discusión sobre las prioridades de gasto.  
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Con estas consideraciones en mente, cualquier solución al problema de 
las  inflexibilidades debería  procurar  solucionar  los  siguientes  problemas  que 
han sido señalados  en este trabajo: 
 
·  Tragedia de los comunes 
·  Cláusulas de escape en coyunturas especiales 
·  Unidad de Caja y de Tesorería 
·  Discusión de prioridades 
·  Eliminación de la duplicidad en el gasto 
·  Transparencia en la asignación de recursos 
·  Participación parlamentaria en la definición del presupuesto, con 
base en una restricción económica 
 
Algunas estrategias para aminorar el problema de la inflexibilidad en el 
PGN se exponen a continuación.  
 
Propuesta A. Modificación al proceso de asignación del presupuesto para 
transferencias, recursos parafiscales y gastos asociados con rentas de 
destinación específica  
 
  Es  importante  diseñar  un  esquema  de  determinación  de  las  Otras 
Transferencias y rentas de destinación específica que permita establecer de 
manera sencilla las prioridades de gasto, y tenga en cuenta en cada vigencia 
las limitaciones en los recursos presupuestales. Al igual que los demás rubros 
del PGN que normalmente son objeto de recorte y priorización, como ha sido el 
caso  del  SGP,  el  incremento  salarial  y  la  inversión  del  Gobierno  Nacional 
Central,  las  mencionadas  inflexibilidades  deben  estar  sujetas  al  principio  de 
equilibrio fiscal. Es decir, su monto debe ser contingente a la disponibilidad de 
recursos de cada vigencia. 
 
Un esquema que puede cumplir estos dos propósitos consiste en adoptar 
una secuencia en el proceso de diseño presupuestal de la siguiente manera: 
 
·  En una primera instancia se establecería el monto total del presupuesto 
de gastos. Esto con base en la disponibilidad de recursos públicos y la 
consistencia  con  los  objetivos  macroeconómicos  del  gobierno.  La 
determinación  de  este  monto  máximo  obviamente  requeriría  de  la 
participación de las autoridades económicas pertinentes (Ministerio de 
Hacienda, Departamento Nacional de Planeación) para que informen al 
Presidente de la República y al Consejo de Ministros sobre los recursos 
consistentes con la restricción presupuestal del gobierno y la estabilidad 
o la reducción del nivel de endeudamiento público.  
 
·  Establecido el monto global de recursos disponibles, se pasaría en una 
segunda instancia a la determinación de la distribución de los recursos 
por  sectores.  Un  primer  paso  para  dicha  distribución  consiste  en  la 
determinación  de  una  clasificación  sectorial  apropiada.  Dicha 
responsabilidad  debe  ser  asignada  al  Consejo  de  Ministros.  De  esta 
forma el ejecutivo podría internamente confrontar las necesidades de los 
sectores y se fijarían las prioridades de gasto para el PGN.  Además, se   45 
haría  más  transparente  la  asignación  de  recursos,  idealmente 
eliminando la duplicidad de gastos para un mismo propósito.  
 
·  En  una  tercera  y  última  instancia  cada  ministerio  deberá  distribuir,  al 
interior  de  su  sector,  los  montos  a  ser  destinados  para  los  distintos 
propósitos,  sean  estos  flexibles  o  inflexibles.  En  esta,  como  en  las 
demás  instancias,  es  fundamental  establecer  reglas  que  guíen  el 
proceso  de  asignación.  En  particular,  es  importante  hacer  explícita  la 
restricción  presupuestal  a  la  que  está  sujeta  cada  sector,  y  crear  un 
mecanismo de premios y castigos. De esta manera, quienes manejen 
más eficientemente el gasto y  generen ahorros serán favorecidos, en 
detrimento  de  quienes  actúen  ineficientemente.  De  este  modo,  se 
avanzaría hacia un mecanismo de revelación que permita establecer las 
necesidades  de  recursos  de  los  distintos  destinatarios,  a  la  vez  que 
favorezca una solución cooperativa entre ellos con respecto al manejo 
de los recursos. Este procedimiento busca combatir la Tragedia de los 
Comunes resultante del hecho de que cada sector o entidad destinataria 
de  presupuesto,  de  manera  independiente,  busque  apropiar  el  mayor 
monto  de  recursos  para  sí  mismo  sin  contemplar  las  necesidades  de 
financiación generales de la Nación, o de cada sector particular. 
 
·  La relación con el Congreso debe ser dividida de la misma manera, de 
tal forma que con el Ministro de Hacienda se discuta el monto global, 
pero  que  su  división  sectorial  y  subsectorial  sea  enfrentada  por 
Planeación Nacional y por los ministros de cada ramo.  
 
  En esencia, este esquema busca darle un giro al procedimiento actual 
para  la  asignación  de  las  otras  transferencias  y  rentas  de  destinación 
específica así como de futuras leyes que ordenen gasto fiscal. Bajo el esquema 
vigente,  en  una  primera  instancia  se  crean  leyes  que  asignan  rentas 
específicas  que deben ser incorporadas en el presupuesto, ocasionando la 
inflexibilidad. Bajo el esquema propuesto, el punto de partida sería la fijación 
del  monto  total  de  recursos  disponibles  en  el  Presupuesto  General  de  la 
Nación.  De  esta  manera  adquiere  preeminencia  el  monto  total  frente  a  la 
distribución,  al  contrario  de  cómo  sucede  hoy,  cuando  el  monto  total  es  el 
resultado de la suma de partidas previamente distribuidas en leyes y artículos 
constitucionales. Lo que se propone en esencia es modificar la manera bajo la 
cual se negocia en la actualidad el presupuesto. 
 
 Sólo después de esto se procedería a la asignación de los rubros a los 
distintos  destinatarios,  siguiendo  un  conjunto  de  reglas  claras,  permitiendo 
flexibilidad y priorización, y eliminando la duplicidad de recursos para un mismo 
fin. Un punto importante en estas reglas, y en particular en los esquemas de 
premios  y  castigos,  es  la  temporalidad  de  la  asignación  de  recursos.  Sería 
deseable hacer un seguimiento a lo largo del año (p. ej. cuatrimestralmente) 
con respecto al manejo de los recursos entregados, con el fin de reasignar 
recursos, si es pertinente.  
 
La  propuesta  define  las  esferas  de  decisión  y  promueve  la 
internalización de las restricciones presupuestales.  En efecto, bajo este nuevo   46 
contrato presupuestal el ejecutivo debe internalizar el incentivo del legislativo a 
asignar gasto; y el legislativo debe internalizar el objetivo del ejecutivo a tener 
un sistema impositivo eficiente y un nivel de deuda pública viable. Ambas cosas 
deben suceder simultáneamente, como base de la solución al problema fiscal y 
político 
 
Con  el  fin  de  documentar  la  toma  de  decisiones  presupuestales  y  de 
establecer  las  prioridades  sectoriales  se  puede  desarrollar  un  sistema  de 
“Términos de Intercambio” físicos de los montos asignados a cada sector. La 
idea es tener una forma indicativa de conocer, por ejemplo, un kilómetro de 
carretera  adicional  cuánto  cuesta  en  términos  de  nuevos  cupos  escolares, 
subsidios de vivienda, saneamiento hospitalario, etc. Esta es una manera de  
hacer  explícitas  las  prioridades  de  gasto  y  establecer  los  “términos  de 
intercambio” entre destinatarios de los recursos.  
 
Cuadro 4 
Efectos fiscales de un ahorro del 20% en las transferencias, 
excluyendo SGP, Fonpet y pensiones. 
(Cifras en millones de pesos corrientes) 
 
1999 2000 2001 2002 2003
SIN AHORRO DEL 20% EN OTRAS TRANSFERENCIAS
DÉFICIT FISCAL (CONSOLIDADO SPNF) -8,270,500        -5,781,744        -6,096,568        -7,371,135        -5,913,536       
DÉFICIT FISCAL COMO PORCENTAJE DEL PIB -5.46% -3.31% -3.24% -3.63% -2.65%
CON AHORRO DEL 20% EN OTRAS TRANSFERENCIAS
AHORRO EN COLOCACIÓN DE DEUDA 826,112            780,048            865,812            886,335            705,704           
AHORRO EN PAGO DE INTERESES 181,853            324,831            484,826            640,860            793,686           
AHORRO TOTAL (DEUDA + INTERESES) 1,007,965         1,104,879         1,350,638         1,527,195         1,499,390        
DÉFICIT FISCAL (CONSOLIDADO SPNF) -7,262,535        -4,676,866        -4,745,931        -5,843,940        -4,414,146       
DÉFICIT FISCAL COMO PORCENTAJE DEL PIB -4.79% -2.67% -2.53% -2.88% -1.98%
EFECTO TOTAL SOBRE EL DÉFICIT FISCAL 
(REDUCCIÓN COMO % DEL PIB) -0.67% -0.63% -0.72% -0.75% -0.67% 
2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010
SIN AHORRO DEL 20% EN OTRAS TRANSFERENCIAS
DÉFICIT FISCAL (CONSOLIDADO SPNF) -6,214,245        -5,853,309        -6,518,538        -6,585,630        -7,010,108        -7,351,476        -7,232,243       
DÉFICIT FISCAL COMO PORCENTAJE DEL PIB -2.55% -2.20% -2.27% -2.14% -2.12% -2.08% -1.91%
CON AHORRO DEL 20% EN OTRAS TRANSFERENCIAS
AHORRO EN COLOCACIÓN DE DEUDA 763,282            809,079            849,533            885,638            921,063            957,906            996,222           
AHORRO EN PAGO DE INTERESES 94,647              202,340            319,451            448,772            587,873            736,825            894,423           
AHORRO TOTAL (DEUDA + INTERESES) 857,929            1,011,419         1,168,984         1,334,410         1,508,936         1,694,731         1,890,645        
DÉFICIT FISCAL (CONSOLIDADO SPNF) -5,356,316        -4,841,890        -5,349,555        -5,251,219        -5,501,172        -5,656,745        -5,341,598       
DÉFICIT FISCAL COMO PORCENTAJE DEL PIB -2.20% -1.82% -1.86% -1.70% -1.67% -1.60% -1.41%
EFECTO TOTAL SOBRE EL DÉFICIT FISCAL 
(REDUCCIÓN COMO % DEL PIB) -0.35% -0.38% -0.41% -0.43% -0.46% -0.48% -0.50%  
Fuente: Cálculos propios con base en Ministerio de Hacienda. 
Nota: Los detalles y supuestos del ejercicio se presentan en el Cuadro 2 del Anexo.  
 
Con  el  objetivo  de  ilustrar  las  posibles  implicaciones  de  algunas  de  las 
propuestas señaladas anteriormente, en el Cuadro 4 se presenta un ejercicio 
simple. En este ejercicio se supone, de manera arbitraria, que bajo el esquema 
propuesto, el monto total de transferencias, excluyendo los recursos destinados 
al  SGP,  Fonpet  y  pensiones,  se  podría  disminuir  en  un  20%.  Bajo  este 
supuesto, en el Cuadro 4 se presenta lo que habría sucedido con el déficit 
fiscal,  si dicho ahorro  se  hubiese  realizado  desde  1999.  De  igual  forma,  se 
ilustra el impacto que tendría la adopción de este esquema desde el año 2004   47 
hasta el 2010. Los resultados indican que, de haberse adoptado este esquema, 
en el periodo 1999-2003 el déficit fiscal de cada año hubiese sido entre 0.6 y 
0.75  puntos  porcentuales  del  PIB  inferior  al  observado.  Por  otra  parte,  la 
adopción de este esquema a partir del año 2004 implicaría un ahorro entre 0.3 
y 0.5 puntos porcentuales del PIB cada año. 
 
Los  resultados  anteriores  resultan  de  un  conjunto  de  supuestos  que  se 
detallan  en  el  Cuadro  2  del  Anexo.  En  primer  lugar,  el  20%  del  gasto  en 
transferencias  que  se  habría  ahorrado  con  este  esquema  habría  significado 
una  disminución  en  la  deuda  pública  de  igual  magnitud  (en  otras  palabras, 
suponemos que el 20% de la reducción en transferencias se ahorra). Esto tiene 
un  impacto  inmediato  sobre  el  déficit  pues  se  reducen  las  erogaciones  por 
transferencias. Pero también, hay un efecto que persiste en el tiempo pues la 
reducción en la deuda implica una reducción en el pago de intereses de ahí en 
adelante. Para calcular dicho ahorro es necesario hacer un supuesto sobre la 
composición de la deuda y el costo de intereses de la misma. En este ejercicio, 
se  supone  que  la  deuda  pública  puede  colocarse  de  4  maneras  diferentes: 
deuda  externa  en  dólares  cuyos  pagos  de  intereses  aumentan  con  la 
devaluación, deuda en pesos a una tasa fija, deuda en pesos indexada al UVR 
(o la inflación) y finalmente deuda en pesos indexada a la devaluación. En el 
ejercicio  se  hicieron  algunos  supuestos  arbitrarios  con  respecto  a  la 
composición de la deuda. Para los años 1999-2003 se utilizó la composición 
observada entre deuda interna y externa, y se supuso que la deuda interna se 
reparte en proporciones iguales en sus tres categorías. Para los años 2004-
2010 se supuso la composición de la deuda del año 2003. Los supuestos de 
devaluación, inflación, PIB nominal e intereses sobre la deuda que aparecen en 
el Anexo fueron suministrados por el Ministerio de Hacienda. 
   
Propuesta B. Unidad de Caja y Tesorería 
 
1. Derogación de las rentas de destinación específica 
 
  Como se señaló en la sección de antecedentes, atar ciertos ingresos a 
un gasto específico atenta contra el Principio Presupuestal de Unidad de Caja. 
Son  diversos  los  inconvenientes  de  violar  este  principio,  por  lo  que  se 
recomienda  derogar  todas  las  rentas  de  asignación  específica  y  prohibir  su 
expedición,  respetando  cabalmente  el  principio  consagrado  en  el  Estatuto 
Orgánico  del  Presupuesto  en  este  sentido.  Esto  no  implica  que  los  gastos 
relacionados con estos conceptos no continúen siendo presupuestados; sino 
que  sus  recursos  provendrán  del  total  de  los  ingresos  de  la  Nación.  Sin 
embargo, y como señalamos anteriormente, se exceptúan de esta propuesta 
las transferencias al SGP, por no ser objeto del presente documento.   
 
  En  este  documento  no  se  ha  discutido  cuáles  de  las  apropiaciones 
inflexibles  sería  deseable  reducir  o  eliminar.  De  hecho,  esta  es  una 
responsabilidad que deben cumplir el Presidente, los Ministros, y el Congreso 
de  la  República,  tal  como  se  sugirió  en  la  Propuesta  A. Son estos  quienes 
están  facultados  para  priorizar,  dada  una  restricción  de  presupuesto,  los 
diversos  gastos  del  Estado.  Esta  escogencia  se  debe  dar  a  la  luz  de  una   48 
consideración global de lo que recibe cada sector en el presupuesto la cual 
debe poder conocerse de manera explícita. 
 
2. Manejo de tesorería de establecimientos públicos 
 
De acuerdo con el Artículo 16 del Estatuto Orgánico del Presupuesto,  el 
cual se ocupa del principio de Unidad de Caja en el Presupuesto de la Nación, 
“los excedentes financieros de los establecimientos públicos del orden nacional 
son de propiedad de la Nación. El Consejo Nacional de Política Económica y 
Social,  CONPES, determinará  la  cuantía  que  hará parte de  los recursos  de 
capital  del  presupuesto  nacional,  fijará  la  fecha  de  su  consignación  en  la 
Dirección  del  Tesoro  Nacional  y  asignará  por  lo  menos  el  20%  al 
establecimiento público que haya generado dicho excedente. Se exceptúan de 
esta  norma  los  establecimientos  públicos  que  administran  contribuciones 
parafiscales”.  En el parágrafo siguiente, el Estatuto añade “Los rendimientos 
financieros de los Establecimientos Públicos provenientes de la inversión de los 
recursos originados en los aportes de la Nación, deben ser consignados en la 
Dirección del Tesoro Nacional, en la fecha que indiquen los reglamentos de la 
presente  ley.  Exceptúanse  los  obtenidos  con  los  recursos  recibidos  por  los 
órganos de previsión y seguridad social, para el pago de prestaciones sociales 
de carácter económico (Ley 38 de 1989, art. 12, Ley 179 de 1994, art. 55, 
incisos 3° , 8°  y 18, Ley 225 de 1995 art. 5° )” 
 
Una  consecuencia  de  esta  regulación  es  que  durante  un  año 
determinado  las  empresas  tienen  un  monto  importante  de  excedentes  de 
liquidez invertidos en TES. Esto implica costos de intereses para el Estado que, 
si  bien  no  generan  en  el  consolidado  nacional  un  mayor  déficit,  sí  implican 
mayor deuda bruta y la presupuestación de los correspondientes intereses. En 
lugar de poder acceder en tiempo real a recursos de su propiedad, la nación 
debe acudir a deuda o más impuestos para financiarse.  
 
Una  alternativa  es  centralizar  el  manejo  de  Tesorería  de  los 
establecimientos de la nación creando una central de pagos en la tesorería 
nacional que se encargue de manejar todos los recursos y girar a las empresas 
lo que necesiten para su funcionamiento y gastos de inversión. La justificación 
parte del hecho que un  Establecimiento Público es parte de la Nación, y que 
no hay justificación para que el Gobierno pague intereses sobre recursos que le 
pertenecen.  
 
Adicionalmente, esta regulación genera una renta de destinación específica 
de  un  carácter  particular  que  consiste  en  que  el  20%  de  los  excedentes 
financieros generados por Establecimientos Públicos y Empresas del Estado 
debe  permanecer  en  la  institución  que  los  genere.  De  acuerdo  con  la 
exposición de motivos de las leyes respectivas, esta regulación estimulará la 
generación de mayores ingresos propios y generará más elementos para la 
proyección  de  flujos  de  caja  y  elaboración  de  planes  de  inversión  a  los 
establecimientos públicos. Si este ha sido el caso, debe ser objeto de estudio. 
Lo que aquí se propone no implica necesariamente eliminar el incentivo del 
20%  de  los  excedentes  que  pueden  ser  devueltos  a  las  entidades  sino 
transferir el manejo de Tesorería a la Nación.   49 
 
Propuesta C. Cláusulas de escape para fondos de largo plazo  
 
En la actualidad, la financiación de fondos para cubrir contingencias futuras 
relacionadas  principalmente  con  el  tema  pensional,  genera  una  gran 
inflexibilidad  para  el  gobierno  y  dificulta  el  equilibrio  presupuestal  y  la 
asignación eficiente de los recursos. En momentos de crisis, el gobierno se ve 
forzado a proveer recursos a estos fondos al tiempo que escasean los fondos 
para  atender  necesidades  corrientes  de  mayor  importancia,  conllevando  en 
muchos casos a la emisión adicional de deuda. 
 
Si bien la constitución de estos fondos para cubrir obligaciones futuras es 
una  práctica  responsable  que  no  se  debe  desestimular,  se  propone  que  en 
medio  de  coyunturas  críticas  el  gobierno  pueda  tener  una  cláusula  de 
suspensión  para  la  regla  de  financiar  estos  fondos.  El  objetivo  es  aliviar  la 
situación fiscal y disminuir la presión sobre la deuda pública. Concretamente, 
se debe crear una regla que establezca aquellos momentos en los cuales el 
gobierno  debe  financiar  estos  fondos,  con  base  en  el  monto  de  superávit 
primario  necesario  para  estabilizar  (o  reducir)  la  deuda  pública.  La 
determinación de los fondos que estarán sujetos a esta regla debe estar en 
manos del Presidente, los Ministros y el Congreso.  
 
 Utilizando  proyecciones  del  FMI  para  el  superávit  primario,  el  Gráfico  9 
ilustra el efecto de una regla según la cual el Gobierno sólo debería financiar 
estos fondos en situaciones en las cuales dicho superávit sea superior al 2% 
del PIB. En este caso, el Gobierno no habría contribuido a estos fondos entre 
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Fuente: FMI 
                                                 
12 Dado que la selección de los fondos que estarían sujetos a estas cláusulas de escape corresponde al 
presidente, los ministros y el congreso, en este trabajo no se calcula el ahorro que se habría realizado de 
haberse adoptado esta propuesta.     50 
 
Propuesta D. Límite a la capacidad de endeudamiento 
 
Se debe establecer un límite anual a la capacidad de endeudamiento del 
gobierno, que sea consistente con un nivel sostenible de la deuda. Cuando 
haya riesgo de sobrepasar este límite, el gobierno debe tener la facultad para 
recortar  algunas  apropiaciones,  incluidos  aquellos  renglones  inflexibles 
preestablecidos por Ley.  
 
Esto pretende dar operatividad, por medio de una regla, a un concepto que 
ya está contemplado por el artículo 46 del Decreto 111 de 1996 según el cual 
“si los gastos excedieren el cómputo de las rentas y recursos de capital, el 
gobierno  no  solicitará  apropiaciones  para  los  gastos  que  estime  menos 
urgentes y, en cuanto fuere necesario, disminuirá las partidas o los porcentajes 
señalados en leyes anteriores”. 
 
  Dado que este sistema funciona con las proyecciones de gasto y deuda, 
su aplicación sería similar al método de inflación-objetivo popularizado en los 
bancos centrales. En este caso se trataría de un sistema de “deuda-objetivo”.  
 
  La importancia de establecer un límite de este estilo es evidente a partir 
de  la  evolución  histórica  de  la  deuda  pública  en  Colombia.  En  efecto,  el 
crecimiento de la deuda público como proporción del PIB en la década de los 
noventa  no  tiene  precedentes  en  la  historia  de  las  finanzas  públicas  en 
Colombia, como se puede observar en el Gráfico 10.  
 
Gráfico 10 
Deuda del Gobierno Nacional Central, 1931-2002 

















































































































Fuente: Contraloría General de la República -Banco de la República-Ministerio de Hacienda. 
Cifras preliminares para 2003.   51 
 
Propuesta E. El nuevo contrato entre el ejecutivo y el legislativo: ¿revivir 
los auxilios parlamentarios? 
 
En  el  presente  estudio  se  ha  mostrado  cómo  el  congreso  utiliza  un 
sinnúmero de leyes para definir gasto inflexible, que es de obligatoria inclusión 
en los presupuestos anuales. Esta práctica se agudizó con la eliminación de los 
auxilios  parlamentarios.  Es  decir,  que  durante  la  última  década  proliferaron 
prácticas  “por  debajo  de  la  mesa”,  resultantes  en  buena  medida  de  la 
prohibición constitucional a este respecto. De tal forma que esta prohibición 
pudo  resultar  nociva  en  la  medida  que  restó  transparencia  y  rendición  de 
cuentas,  y  en  lugar  de  reducir,  aumentó  este  tipo  de  arbitraje  de  recursos. 
Ahora bien, los auxilios parlamentarios “por encima de la mesa” constituyen 
una  manera  más  transparente  mediante  la  cual  los  congresistas  pueden 
atender  las  necesidades  de  sus  electores  y  de  las  regiones  a  las  cuales 
representan. Con la abolición de los auxilios en 1991 se ha generado un mayor 
“apetito presupuestal” en los congresistas que, junto con el ejecutivo, deben 
recurrir  ahora  a  mecanismos  menos  transparentes  para  lograr  que  sus 
intereses estén presentes en el presupuesto.  
 
La promulgación de leyes y de rentas de destinación específica durante 
la década de los noventa puede responder a la necesidad del legislativo de 
garantizar recursos para los grupos a los cuales representa, conllevando de 
esta forma a una mayor presión sobre el presupuesto. 
 
  La  forma  de  enfrentar  este  problema  debe  partir  de  reconocer  los 
incentivos  de  los  actores  involucrados,  su  poder  real  de  negociación,  las 
tecnologías  alternativas  de  que  disponen  para  apropiarse  presupuesto,  y  la 
pugna distributiva en la que se hallan ejecutivo y legislativo a la hora de definir 
gasto. Un argumento democrático que debe ser tenido en cuenta es el hecho 
de  que  el  ejecutivo  justifica  su  derecho  a  la  definición  del  gasto  en  una 
escogencia mayoritaria de los electores. Así mismo, el legislativo fue elegido 
democráticamente,  sobre  la  base  de  unas  propuestas/promesas  a  sus 
electores,  algunas  de  las  cuales  pueden  tener  carácter  de  leyes  y  otras  de 
asignación de gasto para necesidades de los electores. 
 
  La  teoría  de  la  economía  política  nos  informa  que  los  políticos  se 
preocupan, primero que todo, por su reelección. El vehículo más importante 
para  lograrla  en  una  democracia  es  haciendo  llegar  a  sus  votantes  bienes 
públicos  (seguridad,  justicia,  etc.),  servicios  públicos  (salud,  educación, 
recreación,  etc.)  y  obras  públicas  (carreteras,  acueducto  y  alcantarillado  y 
servicios domiciliarios). Dado que la mayor parte de los recursos estatales son 
recolectados y gastados por el Gobierno Nacional Central, una de las tareas 
más  importantes  de  un  parlamentario,  gobernador,  alcalde  u  otra  autoridad 
democráticamente  elegida,  es  el  cabildeo  ante  el  gobierno  central.  Esta 
tecnología existe en cualquier parte del mundo. Asimilar esta actividad con la 
corrupción es confundir dos fenómenos diferentes. En nuestra opinión es vano 
pretender  que  los  políticos  democráticamente  elegidos  no  deben  defender 
proyectos  de  beneficio  para  sus  regiones,  y  que  se  deben  concentrar   52 
exclusivamente en aprobar leyes. En favor de esta opinión existe una vasta 
literatura teórica y empírica de economía política.  
 
La solución no es, pues, negar funciones naturales de un político, sino 
rescribir el contrato que se da entre el ejecutivo y el legislativo en el cual cada 
uno internalice los objetivos que el otro persigue; en el caso del legislativo, ya 
fueron mencionados. Para el ejecutivo, la adopción de un plan de gobierno que 
priorice los elementos de la campaña que lo llevó al triunfo democrático, de tal 
forma que directa o indirectamente pueda permanecer en el poder. Ahora bien, 
dado que el ejecutivo es el que colecta los impuestos e ingresos del estado, 
debe  respetar,  y  hacer  respetar  del  legislativo,  la  limitación  económica 
protocolizada en la restricción anual de presupuesto, y en un nivel sostenible 
de deuda pública. Estas restricciones deben ser aceptadas e internalizadas por 
el parlamento y los otros gobernantes regionales democráticamente electos.   
 
Revivir  los  auxilios  parlamentarios  daría  mayor  transparencia  a  las 
relaciones con el legislativo. Esto no implica además renunciar a la eficiencia y 
transparencia  en  la  ejecución  de  dichos  auxilios,  pues  los  mismos  serían 
girados directamente a los alcaldes para obras específicas y las entidades de 
vigilancia  deberían  encargarse  de  vigilar  la  forma  en  la  cual  son  invertidos 
estos recursos. La idea es que el congreso, a su turno, internalice la restricción 
de presupuesto y sacrifique la práctica de incluir gasto en leyes específicas. En 
retorno, el ejecutivo internalizaría uno de los objetivos de los parlamentarios, 
como es arbitrar recursos para sus regiones de origen. 
 
Propuesta F. Cuarentena para las leyes o artículos que impliquen gastos 
 
Las propuestas de artículos que impliquen gastos deberán ser sometidas a 
un  periodo  de  cuarentena  para  su  escrutinio  democrático,  técnico  y 
presupuestal.  Su  aplicación  deberá  posponerse  para  1  año  después  de  su 
fecha  de  promulgación  de  tal  forma  que  en  ese  periodo  la  sociedad  pueda 
juzgar la conveniencia de dichas erogaciones. 
 
Propuesta G. Introducir en los presupuestos anuales de la nación todas 
las rentas parafiscales, y someterlas al procedimiento de la Propuesta A. 
 
El  cumplimiento  del  principio  de  Unidad  de  Caja  implica  que  las  rentas 
parafiscales  que  en  la  actualidad  perciben  algunas  entidades  deberán  ser 
incluidas en el PGN en cada vigencia y deberán estar sujetas a la priorización y 
discreción  por  parte  de  los  ministros  encargados  de  cada  ramo.  Como  se 
discutió para el caso de las rentas de destinación específica, esto no implica 
que las entidades que perciben actualmente estas rentas parafiscales dejarán 
de recibir los recursos necesarios para su funcionamiento e inversión cada año. 
Lo que se propone es que el monto de dichos recursos se determine cada año 
de acuerdo con la propuesta A y no que estas rentas parafiscales ingresen 
directamente a las entidades sin antes evaluar si dichos recursos exceden o 
resultan insuficientes para las necesidades de estas; y son coherentes con las 
necesidades globales de la Nación. 
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  En el Cuadro 5 se presenta un ejercicio simple similar al del Cuadro 4, 
que ilustra el efecto que tendría sobre el déficit fiscal, una disminución del 20% 
en  el  total  de  recursos  destinados  actualmente  al  ICBF,  SENA  y  Cajas  de 
Compensación. Lo que se asume es que si estos recursos estuvieran sujetos al 
análisis y discreción del ejecutivo, y se decidiera entregar a estas entidades 
solo el 80% de lo que reciben, entonces el ejecutivo habría podido ahorrarse el 
20% de estos recursos y habría tenido que colocar una menor deuda. En el 
Cuadro  5  se  presenta  lo  que  habría  sucedido  con  el  déficit  fiscal,  si  dicho 
ahorro se hubiese realizado desde 1999. De igual forma, se ilustra el impacto 
que tendría la adopción de este esquema desde el año 2004 hasta el 2010. Los 
resultados  indican  que,  de  haberse  adoptado  este  esquema,  en  el  periodo 
1999-2003 el déficit fiscal de cada año hubiese sido entre 0.4 y 0.5 puntos 
porcentuales del PIB inferior al observado. Por otra parte, la adopción de este 
esquema  a  partir  del  año  2004  implicaría  un  ahorro  entre  0.3  y  0.4  puntos 




Efectos fiscales de un ahorro del 20% en los principales recursos parafiscales 
SENA, ICBF Y Cajas de Compensación 
(Cifras en millones de pesos corrientes) 
1999 2000 2001 2002 2003
SIN AHORRO DEL 20% EN PARAFISCALES
DÉFICIT FISCAL (CONSOLIDADO SPNF) -8,270,500        -5,781,744        -6,096,568        -7,371,135        -5,913,536       
DÉFICIT FISCAL COMO PORCENTAJE DEL PIB -5.46% -3.31% -3.24% -3.63% -2.65%
CON AHORRO DEL 20% EN PARAFISCALES
AHORRO EN COLOCACIÓN DE DEUDA 452,291            474,759            552,414            589,688            644,872           
AHORRO EN PAGO DE INTERESES 99,564              185,385            285,216            385,380            505,253           
AHORRO TOTAL (DEUDA + INTERESES) 551,855            660,145            837,630            975,068            1,150,125        
DÉFICIT FISCAL (CONSOLIDADO SPNF) -7,718,645        -5,121,600        -5,258,938        -6,396,068        -4,763,412       
DÉFICIT FISCAL COMO PORCENTAJE DEL PIB -5.09% -2.93% -2.80% -3.15% -2.13%
EFECTO TOTAL SOBRE EL DÉFICIT 
FISCAL (REDUCCIÓN COMO % DEL PIB) -0.36% -0.38% -0.45% -0.48% -0.52% 
2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010
SIN AHORRO DEL 20% EN PARAFISCALES
DÉFICIT FISCAL (CONSOLIDADO SPNF) -6,214,245        -5,853,309        -6,518,538        -6,585,630        -7,010,108        -7,351,476        -7,232,243       
DÉFICIT FISCAL COMO PORCENTAJE DEL PIB -2.55% -2.20% -2.27% -2.14% -2.12% -2.08% -1.91%
CON AHORRO DEL 20% EN PARAFISCALES
AHORRO EN COLOCACIÓN DE DEUDA 681,950            716,047            744,689            768,891            791,958            815,717            840,188           
AHORRO EN PAGO DE INTERESES 84,562              179,941            282,803            395,474            515,715            643,468            777,568           
AHORRO TOTAL (DEUDA + INTERESES) 766,511            895,988            1,027,492         1,164,365         1,307,673         1,459,185         1,617,756        
DÉFICIT FISCAL (CONSOLIDADO SPNF) -5,447,733        -4,957,322        -5,491,047        -5,421,264        -5,702,435        -5,892,291        -5,614,487       
DÉFICIT FISCAL COMO PORCENTAJE DEL PIB -2.23% -1.87% -1.91% -1.76% -1.73% -1.67% -1.48%
EFECTO TOTAL SOBRE EL DÉFICIT FISCAL 
(REDUCCIÓN COMO % DEL PIB) -0.31% -0.34% -0.36% -0.38% -0.40% -0.41% -0.43%  
 
 
Propuesta H. Introducir en los presupuestos anuales de la nación todas 
las exenciones, y someterlas a la propuesta A 
 
Como se señaló en la sección II, desde la expedición de la Ley 788 del 
2002 el Gobierno Nacional está obligado a presentar, junto con el proyecto de 
Ley  de  Presupuesto,  un  informe  sobre  el  impacto  fiscal  de  los  beneficios 
tributarios, así como su fuente de financiación, ya sea por aumento de ingresos   54 
o disminución del gasto.  Un paso adicional en esta dirección, que aumentaría 
la transparencia de las exenciones tributarias, sería la inclusión de las mismas 
en el presupuesto de la Nación.  Dado que las exenciones representan una 
renta cedida, resulta conveniente estimar la magnitud de dicha renta y hacer 
explícito su destinatario en la Ley de Presupuesto. Sólo de esta manera se 
puede dar la discusión sobre la pertinencia de las diferentes exenciones. Más 
aún,  esto  permite  que  el  gobierno  solicite  una  rendición  de  cuentas  a  los 
beneficiarios  de  las  exenciones.  Cuando  dichos  beneficios  no  generan  los 
efectos  deseados,  es  importante  hacer  la  discusión  democrática  sobre  su 
permanencia  o  eliminación.  Adicionalmente,  es  importante  someter  estas 
exenciones al esquema propuesto para las otras transferencias en la propuesta 
A.  
 
Según  estimaciones  del  Departamento  Nacional  de  Planeación,  el  costo 
fiscal  por  las  exenciones  al  IVA  en  Colombia  asciende  a  $3.19  billones  de 
pesos para el año 2004 (1.3% del PIB). Entre tanto, los cálculos de la DIAN, 
presentados  en  el  mensaje  presidencial  que  acompañó  a  la  Ley  de 
Presupuesto del año 2004, indican que el costo fiscal por las exenciones al 
impuesto de renta asciende a un total de $4.7 billones de pesos para el año 
2004 (1.9% del PIB). De acuerdo con el mismo documento, sólo el 68.8% de 
este  monto  es  susceptible  de  gravarse,  pues  algunos  de  los  beneficios 
tributarios son considerados indispensables “como instrumentos de financiación 
complementaria del gasto social o del funcionamiento de la administración del 
Estado” (mensaje Presidencial, 2003, p. 112)
13. Por este motivo, se señala que 
el costo fiscal es de $3.2 billones de pesos.  
 
 
En el Cuadro 6 se presentan los efectos que tendría hacia el futuro una 
reducción en las exenciones tributarias en un momento equivalente al 20% del 
costo fiscal estimado de las mismas. El panel superior considera el caso en el 
cual  se  toma  la  totalidad  del  costo fiscal  para  las  exenciones  de  renta  y  el 















                                                 
13 Entre estos beneficios se encuentran las rentas exentas de hospitales, Universidades, y entidades sin 
ánimo de lucro que prestan servicios sociales no directamente suministrados por el Estado, así como 
exenciones de las rentas de Fogafín y Fogacoop y las exenciones otorgadas mediante las leyes Páez y 
Quimbaya para atender desastres naturales.    55 
 
Cuadro 6 
Efectos fiscales de un ahorro equivalente a una reducción  
del 20% en el costo fiscal de las exenciones tributarias 
 (Cifras en millones de pesos corrientes) 
Panel A 
Excluyendo los beneficios de renta “no gravables” 
2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010
SIN AHORRO DEL 20% EN COSTO FISCAL EXENCIONES
DÉFICIT FISCAL (CONSOLIDADO SPNF) -6,214,245               -5,853,309        -6,518,538        -6,585,630        -7,010,108        -7,351,476        -7,232,243       
DÉFICIT FISCAL COMO PORCENTAJE DEL PIB -2.55% -2.20% -2.27% -2.14% -2.12% -2.08% -1.91%
CON AHORRO DEL 20% EN COSTO FISCAL EXENCIONES
AHORRO EN COLOCACIÓN DE DEUDA 1,276,644                1,340,476         1,394,095         1,439,403         1,482,585         1,527,063         1,572,874        
AHORRO EN PAGO DE INTERESES 158,304                   336,858            529,421            740,347            965,444            1,204,604         1,455,646        
AHORRO TOTAL (DEUDA + INTERESES) 1,434,947                1,677,334         1,923,516         2,179,750         2,448,029         2,731,667         3,028,520        
DÉFICIT FISCAL (CONSOLIDADO SPNF) -4,779,297               -4,175,975        -4,595,023        -4,405,880        -4,562,079        -4,619,809        -4,203,723       
DÉFICIT FISCAL COMO PORCENTAJE DEL PIB -1.96% -1.57% -1.60% -1.43% -1.38% -1.31% -1.11%
EFECTO TOTAL SOBRE EL DÉFICIT FISCAL 
(REDUCCIÓN COMO % DEL PIB) -0.59% -0.63% -0.67% -0.71% -0.74% -0.77% -0.80%  
Panel B 
Incluyendo los beneficios de renta “no gravables” 
2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010
SIN AHORRO DEL 20% EN COSTO FISCAL EXENCIONES
DÉFICIT FISCAL (CONSOLIDADO SPNF) -6,214,245        -5,853,309        -6,518,538        -6,585,630        -7,010,108        -7,351,476        -7,232,243       
DÉFICIT FISCAL COMO PORCENTAJE DEL PIB -2.55% -2.20% -2.27% -2.14% -2.12% -2.08% -1.91%
CON AHORRO DEL 20% EN COSTO FISCAL EXENCIONES
AHORRO EN COLOCACIÓN DE DEUDA 1,567,983         1,646,382         1,712,238         1,767,885         1,820,922         1,875,550         1,931,816        
AHORRO EN PAGO DE INTERESES 194,430            413,732            650,239            909,300            1,185,766         1,479,504         1,787,835        
AHORRO TOTAL (DEUDA + INTERESES) 1,762,413         2,060,114         2,362,477         2,677,185         3,006,688         3,355,054         3,719,651        
DÉFICIT FISCAL (CONSOLIDADO SPNF) -4,451,832        -3,793,195        -4,156,062        -3,908,444        -4,003,420        -3,996,423        -3,512,592       
DÉFICIT FISCAL COMO PORCENTAJE DEL PIB -1.83% -1.43% -1.45% -1.27% -1.21% -1.13% -0.93%
EFECTO TOTAL SOBRE EL DÉFICIT FISCAL 
(REDUCCIÓN COMO % DEL PIB) -0.72% -0.78% -0.82% -0.87% -0.91% -0.95% -0.98%  
Nota: los beneficios de renta “no gravables” son aquellos que, de acuerdo con el mensaje presidencial que acompañó a la ley de 
Presupuesto del año 2004, no son susceptibles de ser eliminados.  
 
 
VI.  El nuevo pacto fiscal: todos ponen 
 
En este documento, se ha mostrado cómo el presupuesto es sujeto de 
una tragedia de los comunes, resultante del deseo de diversos grupos de la 
sociedad por atrapar rentas o beneficios sin considerar el efecto agregado.  En 
Colombia, la forma que han adquirido dichas rentas ha agravado el problema 
fiscal al incrementar la inflexibilidad presupuestal. Las transferencias, las rentas 
de  destinación  específica,  las  exenciones  y  las  rentas  parafiscales,  son 
ejemplos de rentas cedidas por el gobierno a grupos sociales y que pueden 
escapar  al  escrutinio  democrático  y  a  la  discreción  de  las  autoridades  de 
política sobre su conveniencia y prioridad.  
 
Comprendiendo  que  esto  lleva  a  una  situación  fiscal  insostenible,  es 
importante que los diversos grupos sociales renuncien a parte de los beneficios 
que reciben del gobierno, en aras de una estabilidad macroeconómica que los 
beneficia  a  todos.  Como  nadie  querrá  ser  el  primero  en  renunciar  a  los 
beneficios, es crucial un nuevo pacto fiscal en el que todos los sectores de la 
sociedad accedan a contribuir. De acuerdo con los cálculos presentados en 
este trabajo, esta solución coordinada, en la que “todos ponen” puede generar 
mejoras sustanciales en la situación fiscal del país. 
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La propuesta de disminuir las exenciones para lograr una reducción del 
20 por ciento en su costo fiscal, así como una reducción del mismo porcentaje 
en los ingresos parafiscales que van a las Cajas de Compensación, el Sena y 
el ICBF, y el monto que se transfiere a través de las 300 leyes aprobadas por el 
Congreso,  unido  a  un  sacrificio  del  20%  de  las  transferencias  de  libre 
destinación a las regiones generaría un ahorro de 1.6% del PIB para el año 
2004 según los cálculos del Cuadro 7. Como se indicó en la introducción, en 
este documento no se analiza el esquema de descentralización. Sin embargo, 
en  este  cuadro  se  contempla  un  ahorro  en  las  transferencias  de  libre 
destinación a las regiones con el fin de incluir a la mayor cantidad de sectores 
sociales en la estimación de los efectos de un nuevo pacto fiscal. Este sería un 
“todos ponen” equitativo en el que a cada uno de los poderosos actores se les 
pediría que sacrifiquen una quinta parte de lo que hoy obtienen del Estado, en 
aras de la estabilidad fiscal y económica del país.  
 
Cuadro 7 
Efectos del nuevo pacto fiscal 
2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010
EFECTO SOBRE EL DÉFICIT FISCAL (REDUCCIÓN COMO % 
DEL PIB) DE UNA REDUCCIÓN DEL 20% EN
 TRANSFERENCIAS -0.35% -0.38% -0.41% -0.43% -0.46% -0.48% -0.50%
 EXENCIONES* -0.59% -0.63% -0.67% -0.71% -0.74% -0.77% -0.80%
 EXENCIONES** -0.72% -0.78% -0.82% -0.87% -0.91% -0.95% -0.98%
 PARAFISCALES -0.31% -0.34% -0.36% -0.38% -0.40% -0.41% -0.43%
 SGP DE LIBRE DESTINACIÓN -0.21% -0.23% -0.24% -0.26% -0.27% -0.28% -0.29%
TOTAL* -1.47% -1.58% -1.68% -1.77% -1.86% -1.94% -2.02%
TOTAL** -1.60% -1.72% -1.83% -1.94% -2.03% -2.12% -2.20%  
Nota: (*) Excluyendo los beneficios de renta “no gravables”; (**) Incluyendo los beneficios de renta “no 
gravables”. 
 
La importancia de un pacto fiscal como el aquí considerado es evidente 
si se considera además que las alternativas que tiene el gobierno para recortar 
el déficit ya se están agotando. Este punto se puede ilustrar si consideramos 
los incrementos en impuestos que serían necesarios para lograr un recaudo del 
1.6%  del  PIB,  equivalente  al  ahorro  que  generaría  el  “nuevo  pacto  fiscal”.  
Dichos incrementos se presentan en el Cuadro 8. En estas estimaciones, se 
utilizan los cálculos de la DIAN sobre los recursos que se pueden obtener por 
cada punto adicional en las tasas de los principales instrumentos tributarios
14.  
 
Los resultados indican que para obtener estos recursos por medio de 
cualquiera de los principales instrumentos tributarios sería preciso incrementos 
muy  significativos  en  las  tasas.  Por  ejemplo,  para  obtener  los  recursos 
mediante un incremento en el impuesto sobre las transacciones financieras se 
requiere un aumento de la tasa en 7 puntos básicos, es decir, pasar de una 
tasa del 3 por mil a una del 1 por ciento. En el caso del IVA, si se considera un 
incremento  en  la  tarifa  sobre  bienes  que  tributan  actualmente  al  16%,  se 
                                                 
14 Nuestras estimaciones posiblemente subestiman los incrementos necesarios en las tasas impositivas, 
puesto que suponen que por cada punto adicional de incremento en las mismas se obtiene un mismo 
monto  de  recursos.  No  obstante,  un  cálculo  más  complejo  y  realista  debería  reconocer  que  hay 
rendimientos decrecientes cuando se elevan las tasas impositivas. Dichos incrementos pueden generar 
mayores  incentivos  para  la  evasión  y  la  elusión  y  pueden  tener  efectos  sobre  la  actividad  real  que 
repercutan en un menor recaudo.    57 
requeriría  un  incremento  de  5  puntos,  estableciendo  una  tasa  del  21%. 
También se reporta el caso de los bienes que hoy tributan a la tasa del 7%. 
Dicha tasa debería pasar al 52% si se requiere obtener con este impuesto los 
recursos planteados. Por supuesto, esta alternativa es inviable si se considera 
que el criterio actual es que los bienes incluidos en esta canasta deben ser 
gravados a una tasa menor. Finalmente, la DIAN calcula que el incremento en 
la sobre tasa al impuesto a la renta genera unos $65 mil millones de pesos. 
Para  recaudar  un  monto  equivalente  $3,900  miles  de  millones  (nuestra 
estimación del 1.6% del PIB para el 2004) se requeriría entonces una sobre 
tasa  del  65%.  Con  una  tasa  sobre  la  renta  del  35%  ello  implica  que  el 
gravamen ascendería en total (tasa básica más sobre tasa) a cerca del 58%.  
En fin, todos estos ejemplos revelan que es necesario llegar a un nuevo pacto 
fiscal pues se han agotado las alternativas.  
 
Cuadro 8 
Incrementos requeridos en las tasas impositivas para  
Reducir el déficit en 1.6% del PIB 
Instrumento tributario Tasa actual




Gravamen a los movimientos 
financieros 3x1000 551 7 1%
IVA a canasta de 16% 16% 856 5 21%
IVA a canasta de 7%  7% 86 45 52%
Sobre tasa de renta 5% 65 60 65% **  
Fuente: Cálculos de los autores con base en datos de la DIAN. 
*Estimaciones de la DIAN. 
** Con una tasa sobre la renta del 35% ello implica que el gravamen ascendería en total (tasa básica más 
sobre tasa) a cerca del 58% 
 
Además, con esta estrategia se abriría la posibilidad del “todos ponen” 
definitivo, es decir, aquel que incluye a los acreedores del estado. En efecto, 
solucionando  el  riesgo  de  las  finanzas  públicas  disminuiría  el  spread  de  la 
deuda y la tasa de interés. Con lo cual se podría sustituir paulatinamente deuda 
cara  por  deuda  barata.  De  esta  manera  se  puede  lograr  un  ajuste  fiscal 
verdaderamente  equitativo,  sobre  los  hombros  de  todos  los  comprometidos, 
que haría viable a esta economía justo en el momento en que se consolida la 
recuperación. El pacto debe empezar por un Congreso y un gobierno sensatos 
dispuestos  a  poner  sobre  la  mesa  sus  intereses,  a  internalizar  tanto  la 
restricción de presupuesto como los incentivos del legislativo, y a forzar a todos 
los  generadores  de  gasto  a  hacer  un  ahorro  proporcional.  La  secuencia 
importa, pues no se puede iniciar con el reemplazo de deuda barata por cara, 
sino acabar por allí. 
 
Hay varias preguntas que ilustran por qué actores que tradicionalmente 
no participan de los esfuerzos de ajuste fiscal, como el SENA, las Cajas de 
Compensación,  el  SGP,  las  otras  transferencias  y  las  pensiones,  deben 
empezar a hacerlo. ¿Por qué la primera variable de ajuste debe ser cada año la 
inversión de un gobierno elegido democráticamente? ¿Por qué otra variable de 
ajuste  consuetudinaria    debe  ser  año  tras  año  los  salarios  y  la  nómina  del   58 
Gobierno Nacional? ¿Por qué la tercera variable de ajuste debe ser el aumento 
continuo de la deuda pública, tal como se observó en los noventa? Finalmente, 
¿por  qué  el  IVA,  el  impuesto  a  la  renta,  el  impuesto  a  las  transacciones 
financieras  y  el  impuesto  al  patrimonio  son  las  otras  variables  que  deben 
ajustarse para enfrentar el problema fiscal? Cada una de estas variables tiene 
un límite de ajuste en pro del equilibrio fiscal, antes de que se torne ineficaz o 
contraproducente.  Dado  que  tanto  en  recorte  de  inversión,  bajo  incremento 
salarial, aumento de deuda pública y en los aumentos de impuestos se está 
llegando a los límites de ineficacia e “indeseabilidad” económica, es evidente 
que se debe incluir en el esfuerzo de ajuste fiscal a las variables mencionadas 
anteriormente.   
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Anexo 
Cuadro 1: Fundamento legal de las principales inflexibilidades 
CONCEPTO  FUNDAMENTO LEGAL
SITUADO FISCAL LEY 60/93
TRANSFERENCIAS TERRITORIALES LEY 715/01 Y CP
ANTIGUAS INTENDENCIAS Y COMISARÍAS  LEY 12/86
FONDO N. DE REGALÍAS LEY 141/95
GASTOS ASOCIADOS AL IMPUESTO AL ORO Y AL PLATINO DECRETO 2173/92
FONDO DE DESARROLLO PARA LA GUAJIRA  LEY 677/2001
DEPARTAMENTO ARCHIPIÉLAGO DE SAN ANDRÉS Y PROVIDENCIA 
Y SANTA CATALINA 
LEY 1/72
PENSIONES LEY 100/93
SUBCUENTA DE SOLIDARIDAD Y GARANTÍA EN SALUD LEY 100/93
FONDO DE RIESGOS PROFESIONALES  LEY 100/93
FONDO SOLIDARIDAD EN SALUD-DEFENSA Y POLICIA LEY 100/93
FONDO DE RIESGOS PROFESIONALES DECRETO 1295/94
FONDO DE SALUD MILITARES  LEY 352/98
SUBSIDIO ENFERMOS DE LEPRA LEY 148/61
FONDO PENSIONAL TERRITORIAL LEY 549/99
SEGURO DE DESEMPLEO DEUDORES VIVIENDA DE INTERES SOCIAL LEY 549/99
FONDO DE PENSIONES SOLDADOS PROFESIONALES LEY 1793/00
FONDO DE SALUD POLICÍA LEY 352/98
PROGRAMAS DE APOYO EN SALUD LEY 10/90
FONDO DE INVESTIGACIÓN EN SALUD 
 ARTÍCULO 335 CP Y LEY 
643/2001
CESANTIAS DECRETO 2837/1986
PENSIONES  CVC  LEY 1275/94
FONDO CESANTIAS SOLDADOS PROFESIONALES LEY 1794/00
FONDO DE PENSIONES SUPERINTENDENCIAS (FOPEP)  DECRETO 3116/97
FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  LEY 91/89
SERVICIOS MEDICOS  FERROCARRILES - PUERTOS  -INVIAS DECRETO 1951 DE 1989
ASEGURAMIENTO VEHICULOS DEL SERVICIO PUBLICO DECRETO 1828/1992
PRESTACIONES SOCIALES SECTOR SALUD  LEY 715/01    
PRESTACIONES SOCIALES Y SERV. MEDICOS MILITARES DECRETO 1211/90
FONDO DE DEFENSA NACIONAL  LEY 1/45
GASTOS ASOCIADOS A LA SEGURIDAD DEMOCRÁTICA DECRETO /03
FONDO DE PROGRAMAS ESPECIALES PARA LA PAZ   LEY 368 / 97
FONDOS INTERNOS MINISTERIO DE DEFENSA  DECRETO 2350/71
FONDOS INTERNOS POLICÍA NACIONAL  DECRETO 2350/71
PROGRAMA DE REINSERCION A LA VIDA CIVIL LEY 418/97
FONDO DE SEGURIDAD Y CONVIVENCIA CIUDADANA LEY 418/97
TRANSFERENCIA AL HOSPITAL MILITAR CENTRAL LEY 352/97
CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA  LEY 106/93
SENTENCIAS  Y CONCILIACIONES ART. 346 DE C.P.
FINANCIACIÓN SECTOR JUSTICIA  LEY 86/93
PROTECCION A PERSONAS EN SITUACION DE RIESGO CONTRA SU 
VIDA
LEY 418/97
GARANTIZAR DERECHOS DE LOS PROCESADOS Decreto  1837 de 2002
INPEC - ALIMENTACION PARA INTERNOS LEY 65/93
Control y justicia
Territoriales
Seguridad social y aseguramiento
Militares
 
    Fuente: Ministerio de Hacienda   63 
Cuadro 1 (continua) 
Fundamento legal de las principales inflexibilidades 
CONCEPTO  FUNDAMENTO LEGAL
FONDO ROTATORIO DE MINAS Y ENERGÍA  LEY 141/94
FONDO  DE SUBSIDIO DE LA  SOBRETASA A LA GASOLINA  LEY 488/99
FONDO DE APOYO FINANCIERO EN ZONAS NO INTERCONECTADAS  LEY 633/2000
PROVISION PARA LA PRESTACION DEL SERVICIO ENERGIA EN ZNI Decreto 3152 /2002
FONDO SOBRETASA AL  ACPM  LEY 488/98
FONDO DE COMPENSACIÓN AMBIENTAL  LEY 344/96
FONDO DE SOLIDARIDAD DEL SECTOR ELÉCTRICO  LEY 142/94
ESCUELAS INDUSTRIALES E INSTITUTOS TÉCNICOS  LEY 21/82
INSTITUTO DE ESTUDIOS DEL M. PÚBLICO  LEY 201/95
FONDO CONSERVACIÓN DE MUSEOS Y TEATROS  LEY 397/97
UNIVERSIDADES  LEY 30/1992
FOGAFIN CONTRIBUCIONES SOBRE TRANSACCIONES FINANCIERAS  DECRETO 2331/98
GASTO ASOCIADO AL IMPUESTO DEL ENCAJE (FRECH)   LEY 546/2000
CARTERA HIPOTECARIA LEY 546/99
PROGRAMAS DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN A DESPLAZADOS (10% 
DEL PUNTO ADICIONAL DEL IVA) 
LEY 633/00 ARTÍCULO 108
PROGRAMAS DE INVERSIÓN SOCIAL (20% DEL PUNTO ADICIONAL 
DEL IVA)
 LEY 633/00 ARTÍCULO 113
ATENCION DE DESASTRES Y EMERGENCIAS-FONDO NAL DE 
CALAMIDADES
Decreto 1547/1984, 
PROGRAMAS DE DESARROLLO AGROPECUARIO LEY 16/93
CONTRIBUCIÓN SUPER SUBSIDIO FAMILIAR  LEY 21/81
CONTRIBUCIÓN SUPERINDUSTRIA Y COMERCIO  DECRETO 297/68
CONTRIBUCIÓN SUPERPUERTOS  LEY 1/91
COMISIÓN DE REGULACIÓN DE TELECOMUNICACIONES  LEY 142/94
COMISIÓN DE REGULACIÓN DE AGUA POTABLE  LEY 142/96
COMISIÓN DE REGULACIÓN DE ENERGÍA Y GAS  LEY 142/95
CONTRIBUCIÓN SUPERNACIONAL DE VALORES  LEY 32/79
FONDO INTERMINISTERIAL LEY 38/89
CRUCE DE CUENTAS MINHACIENDA Y OTROS LEY 780/03
JUNTA CENTRAL DE CONTADORES  LEY 43/90
FONDO DE ESTUPEFACIENTES  LEY 30/86
CONSEJO PROFESIONAL NACIONAL DE INGENIERÍA Y SUS 
PROFESIONES AUXILIARES
 LEY 435/98
DIRECCIÓN GENERAL DE COMERCIO EXTERIOR  DECRETO 2553/99
FONDO PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS E INTERESES 
COLECTIVOS
 LEY 472/98
FONDEC  LEY 677 DE 2001
APORTES CAMPAÑAS DIRECTAS DECRETO 1525/94
FINANCIACION PARTIDOS POLITICOS Y CAMPAÑAS ELECTORALES LEY 130/94









  Fuente: Ministerio de Hacienda 
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Cuadro 2: Simulación: Efectos fiscales de un ahorro del 20% en las transferencias 
(excluyendo SGP, Fonpet y pensiones) 
 
1999-2003 
Cifras en millones de pesos
1999 2000 2001 2002 2003
DÉFICIT FISCAL SIN PROYECTO(CONSOLIDADO SPNF) -8,270,500      -5,781,744      -6,096,568      -7,371,135      -5,913,536     
DÉFICIT FISCAL CON PROYECTO(CONSOLIDADO SPNF) -7,262,535      -4,676,866      -4,745,931      -5,843,940      -4,414,146     
DÉFICIT FISCAL% PIB SIN PROYECTO -5.46% -3.31% -3.24% -3.63% -2.65%
DÉFICIT FISCAL % PIB CON PROYECTO -4.79% -2.67% -2.53% -2.88% -1.98%
DIFERENCIA -0.67% -0.63% -0.72% -0.75% -0.67%
PIB NOMINAL 151,565,005   174,896,258   187,935,740   203,141,862   223,245,572  
AHORRO EN COLOCACIÓN TOTAL 826,111.6       780,048          865,812          886,335          705,704         
AHORRO EN COLOCACION E INTERESES TOTAL 1,007,965       1,104,879       1,350,638       1,527,195       1,499,390      
TASA DE INTERES 22.01% 15.82% 14.65% 12.30% 12.70%
AHORRO EN COLOCACIÓN DE DEUDA 187,474          179,391          181,641          172,014          124,838         
AHORRO EN INTERESES (AÑO CORRIENTE) 41,269            28,373            26,613            21,162            15,854           
Ahorro de intereses por reducción de la deuda en el año:
1999 -                  41,269            41,269            41,269            41,269           
2000 -                  -                  28,373            28,373            28,373           
2001 -                  -                  -                  26,613            26,613           
2002 -                  -                  -                  -                  21,162           
AHORRO COLOCACION + INTERESES 228,743          249,033          277,896          289,430          258,109         
AHORRO COLOCACION + INTERESES ($ DE 2003) 301,347          301,674          312,733          304,430          258,109         
TASA DE INTERES 22.01% 15.82% 14.65% 12.30% 12.70%
AHORRO EN COLOCACIÓN DE DEUDA 187,474          179,391          181,641          172,014          124,838         
AHORRO EN INTERESES (AÑO CORRIENTE) 41,269            28,373            26,613            21,162            15,854           
Ahorro de intereses por reducción de la deuda en el año:
1999 -                  44,983            48,582            51,983            55,362           
2000 -                  -                  30,642            32,787            34,919           
2001 -                  -                  -                  28,476            30,326           
2002 -                  -                  -                  -                  22,538           
AHORRO COLOCACION + INTERESES 228,743          252,747          287,478          306,422          283,837         
AHORRO COLOCACION + INTERESES ($ DE 2003) 301,347          306,173          323,517          322,302          283,837         
TASA DE INTERES 22.01% 15.82% 14.65% 12.30% 12.70%
AHORRO EN COLOCACIÓN DE DEUDA 187,474          179,391          181,641          172,014          124,838         
AHORRO EN INTERESES (AÑO CORRIENTE) 41,269            28,373            26,613            21,162            15,854           
Ahorro de intereses por reducción de la deuda en el año:
1999 -                  47,872            55,053            62,760            71,547           
2000 -                  -                  32,629            37,197            42,404           
2001 -                  -                  -                  30,338            34,586           
2002 -                  -                  -                  -                  24,125           
AHORRO COLOCACION + INTERESES 228,743          255,636          295,935          323,471          313,354         
AHORRO COLOCACION + INTERESES ($ DE 2003) 301,347          309,673          333,034          340,235          313,354         
TASA DE INTERES 22.01% 15.82% 14.65% 12.30% 12.70%
AHORRO EN COLOCACIÓN DE DEUDA 263,689          241,874          320,887          370,293          331,190         
AHORRO EN INTERESES (AÑO CORRIENTE) 58,046            38,255            47,014            45,556            42,061           
Ahorro de intereses por reducción de la deuda en el año:
1999 -                  67,334            77,434            88,274            100,633         
2000 -                  -                  43,993            50,152            57,174           
2001 -                  -                  -                  53,596            61,099           
2002 -                  -                  -                  -                  51,934           
AHORRO COLOCACION + INTERESES 321,735          347,462          489,328          607,872          644,090         
AHORRO COLOCACION + INTERESES ($ DE 2003) 423,855          420,909          550,671          639,374          644,090         
A. Deuda Pública en Pesos (Tasa Fija)
B. Deuda Pública en Pesos (indexada a la inflación)
C. Deuda Pública en Pesos (indexada a la inflación)
D. Deuda Pública externa en dólares
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Cuadro 2 (cont.): Simulación: Efectos fiscales de un ahorro del 20% en las 
transferencias 
(excluyendo SGP, Fonpet y pensiones) 
 
2004-2010 
Cifras en millones de pesos
2004* 2005* 2006* 2007* 2008* 2009* 2010*
DÉFICIT FISCAL SIN PROYECTO(CONSOLIDADO SPNF) -6,214,245      -5,853,309      -6,518,538      -6,585,630      -7,010,108      -7,351,476      -7,232,243     
DÉFICIT FISCAL CON PROYECTO(CONSOLIDADO SPNF) -5,356,316      -4,841,890      -5,349,555      -5,251,219      -5,501,172      -5,656,745      -5,341,598     
DÉFICIT FISCAL% PIB SIN PROYECTO -2.55% -2.20% -2.27% -2.14% -2.12% -2.08% -1.91%
DÉFICIT FISCAL % PIB CON PROYECTO -2.20% -1.82% -1.86% -1.70% -1.67% -1.60% -1.41%
PIB NOMINAL 243,871,996   265,540,022   286,931,927   308,107,503   330,044,758   353,543,944   378,716,273  
DIFERENCIA -0.35% -0.38% -0.41% -0.43% -0.46% -0.48% -0.50%
AHORRO EN COLOCACIÓN TOTAL 763,282          809,079          849,533          885,638          921,063          957,906          996,222         
AHORRO EN COLOCACION E INTERESES TOTAL 857,929          1,011,419       1,168,984       1,334,410       1,508,936       1,694,731       1,890,645      
TASA DE INTERES 12.40% 12.30% 11.90% 12.00% 11.90% 11.90% 11.90%
AHORRO EN COLOCACIÓN DE DEUDA 135,023          143,125          150,281          156,668          162,935          169,452          176,230         
AHORRO EN INTERESES (AÑO CORRIENTE) 16,743            17,604            17,883            18,800            19,389            20,165            20,971           
Ahorro de intereses por reducción de la deuda en el año:
2004 -                  16,743            16,743            16,743            16,743            16,743            16,743           
2005 -                  -                  17,604            17,604            17,604            17,604            17,604           
2006 -                  -                  -                  17,883            17,883            17,883            17,883           
2007 -                  -                  -                  -                  18,800            18,800            18,800           
2008 -                  -                  -                  -                  -                  19,389            19,389           
2009 -                  -                  -                  -                  -                  -                  20,165           
AHORRO COLOCACION + INTERESES 151,766          177,472          202,512          227,699          253,355          280,037          307,787         
AHORRO COLOCACION + INTERESES ($ DE 2003) 143,515          159,831          175,368          190,972          206,301          221,386          236,236         
TASA DE INTERES 12.40% 12.30% 11.90% 12.00% 11.90% 11.90% 11.90%
AHORRO EN COLOCACIÓN DE DEUDA 135,023          143,125          150,281          156,668          162,935          169,452          176,230         
AHORRO EN INTERESES (AÑO CORRIENTE) 16,743            17,604            17,883            18,800            19,389            20,165            20,971           
Ahorro de intereses por reducción de la deuda en el año:
2004 -                  17,580            18,283            18,877            19,444            20,027            20,628           
2005 -                  -                  18,309            18,904            19,471            20,055            20,656           
2006 -                  -                  -                  18,465            19,019            19,589            20,177           
2007 -                  -                  -                  -                  19,364            19,945            20,543           
2008 -                  -                  -                  -                  -                  19,971            20,570           
2009 -                  -                  -                  -                  -                  -                  20,770           
AHORRO COLOCACION + INTERESES 151,766          178,309          204,756          231,714          259,621          289,204          320,546         
AHORRO COLOCACION + INTERESES ($ DE 2003) 143,515          160,585          177,311          194,339          211,403          228,633          246,030         
TASA DE INTERES 12.40% 12.30% 11.90% 12.00% 11.90% 11.90% 11.90%
AHORRO EN COLOCACIÓN DE DEUDA 135,023          143,125          150,281          156,668          162,935          169,452          176,230         
AHORRO EN INTERESES (AÑO CORRIENTE) 16,743            17,604            17,883            18,800            19,389            20,165            20,971           
Ahorro de intereses por reducción de la deuda en el año:
2004 -                  18,752            20,815            22,896            24,957            26,953            28,840           
2005 -                  -                  19,541            21,495            23,429            25,304            27,075           
2006 -                  -                  -                  19,672            21,442            23,158            24,779           
2007 -                  -                  -                  -                  20,492            22,132            23,681           
2008 -                  -                  -                  -                  -                  20,940            22,406           
2009 -                  -                  -                  -                  -                  -                  21,576           
AHORRO COLOCACION + INTERESES 151,766          179,481          208,520          239,531          272,645          308,104          345,559         
AHORRO COLOCACION + INTERESES ($ DE 2003) 143,515          161,641          180,571          200,896          222,008          243,574          265,228         
TASA DE INTERES 12.40% 12.30% 11.90% 12.00% 11.90% 11.90% 11.90%
AHORRO EN COLOCACIÓN DE DEUDA 358,211          379,704          398,689          415,634          432,259          449,549          467,531         
AHORRO EN INTERESES (AÑO CORRIENTE) 44,418            46,704            47,444            49,876            51,439            53,496            55,636           
Ahorro de intereses por reducción de la deuda en el año:
2004 -                  49,748            55,221            60,743            66,210            71,506            76,512           
2005 -                  -                  51,841            57,025            62,157            67,130            71,829           
2006 -                  -                  -                  52,188            56,885            61,436            65,737           
2007 -                  -                  -                  -                  54,365            58,714            62,824           
2008 -                  -                  -                  -                  -                  55,554            59,443           
2009 -                  -                  -                  -                  -                  -                  57,241           
AHORRO COLOCACION + INTERESES 402,630          476,156          553,195          635,466          723,315          817,386          916,753         
AHORRO COLOCACION + INTERESES ($ DE 2003) 380,739          428,826          479,046          532,968          588,978          646,192          703,638         
A. Deuda Pública en Pesos (Tasa Fija)
B. Deuda Pública en Pesos (indexada a la inflación)
C. Deuda Pública en Pesos (indexada a la inflación)
D. Deuda Pública externa en dólares
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Cuadro 2 (cont.): Simulación: Efectos fiscales de un ahorro del 20% en las 
transferencias 







1999 2000 2001 2002 2003
Total Transferencias sin SGP, Fonpet ni Pensiones 4,130,558       3,900,238       4,329,058       4,431,676       3,528,520      
Inflación Doméstica Promedio 10.00% 9.00% 8.00% 7.00% 6.50%
Deflactor 2003 0.76 0.83 0.89 0.95 1.00
Crecimiento de las Transferencias 11.00% 10.00% 9.00% 8.00% 7.50%
Devaluación Promedio 22.00% 16.00% 15.00% 14.00% 14.00%
Deuda Pública en Dólares (%) 31.9% 31.0% 37.1% 41.8% 46.9%
Deuda Pública en Pesos (tasa fija) (%) 22.7% 23.0% 21.0% 19.4% 17.7%
Deuda Pública en Pesos UVR (%) 22.7% 23.0% 21.0% 19.4% 17.7%






2004* 2005* 2006* 2007* 2008* 2009* 2010*
Total Transferencias sin SGP, Fonpet ni Pensiones 3,816,409       4,045,394       4,247,664       4,428,189       4,605,317       4,789,529       4,981,111      
Inflación Doméstica Promedio 5.75% 5.00% 4.00% 3.25% 3.00% 3.00% 3.00%
Deflactor 2003 1.06 1.11 1.15 1.19 1.23 1.26 1.30
Crecimiento de las Transferencias 6.75% 6.00% 5.00% 4.25% 4.00% 4.00% 4.00%
Devaluación Promedio 13.00% 12.00% 11.00% 10.00% 9.00% 8.00% 7.00%
Deuda Pública en Dólares (%) 46.9% 46.9% 46.9% 46.9% 46.9% 46.9% 46.9%
Deuda Pública en Pesos (tasa fija) (%) 17.7% 17.7% 17.7% 17.7% 17.7% 17.7% 17.7%
Deuda Pública en Pesos UVR (%) 17.7% 17.7% 17.7% 17.7% 17.7% 17.7% 17.7%





Nota: los ejercicios presentados en el documento de un ahorro del 20% en recursos 
parafiscales, costo fiscal de las exenciones, y SGP de libre destinación siguen la misma 
metodología y supuestos que este ejercicio.  